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INTRODUCCIÓN 

. . ,,.. : . 

Todo juicio debe reunir en su desarrollo, las'. foniialidades esenciales del 

procedimiento, así como las leyes que lo regulan y las autoridad e~ 'que lo tramitan. 

Estas formalidades se forman po~ la ~eri~ de a~tC.Ís cC>nc~tenados entre sí que se 

deben llevar a cabo para dirimir un confiicio; deéla;~r ~11 derecho, Imponer una 

condena o, fijar una situación jurídica respectó dé' -unC'párticu'lar. Todos los actos 

que deben verificarse, son .. esendales; /par~ qiÍ~ ;,g() quede duda de que el 

particular fue auténticamente oído en el prC.Ícedirl1ie~to>· 
.· ..... ,. ··- .. -,;,,_.-·:?'·.' ·., 

El presente trabajo. tien-e. co~()",CJ~j~ü>-,~~ce;/J'~ ~nálisis' deÍ procedimiento 

contemplado en la Ley Fed,erél¡'_'cÍe~CÓ~p~teri~Í~ ~6o~ó;ica (LFCE) y en su 

Reglamento(RLFCE), cóntrá~fando1o'{~C>ff!ic)~·p¡.inci~ios~en13rales del . Derecho 

Procesal, con el fin de' ha"é~~ ·~,~~:;}o+¡iar~éí~n':y~é:l~ '.11~~ar' a,uná. conclusión 
respecto a tal legislaéi6ri~-- ;.;;:: - :~~;:,':Y:~~";.:-;. '<~:;· _;,;:·,,r · ·~<~:- k·; ~".:/;).' 

; i·; ,'-"' ,. '-;· ~-- <>' ~<.}: 

del ,:~:,:,:~:..:;.;4~~~1~~~~~f~¡'~~t1~~~~:~,::: 
presunto. responsabl~, ~;'inf()~;;,~~~o~~ /e~· ; q'ué \, cC>n~ist~ la investigación. y 

concediéndole un plazo para ~a~Íi~s¡ai 10: que a su derecho convenga, para ofrecer 

toda clase de pru~bas yf~~nÍ~la·r·~¡~~~Íos, terminando con una resolución. 
1 •• , ,· ., ,_. i •• 

Ese procedi~ié~to c~mbfa inopinadamente con la expedición del RLFCE, y, en 

ese sentido, la irit~~ción del presente estudio, surge en la práctica laboral, donde se 

descubre al particula'r enfrentándose a una serie de dificultades procesales 

cometidas _por la Comisión Federal de Competencia (Comisión), legitimada para 

actuar, por un reglamento que se aleja de los principios generales.del derecho. 

Por esa razón, se analizarán las disposiciones del reglamento, respecto a las 

formalidades esenciales de todo procedimiento, para verificar si en algunos casos 
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pueden resultar contrarias a las garantías de legalidad y de seguridad jurídica, 

consagradas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Lo anterior, es debido a que el reglamento sale de los límites marcados por la 

ley y por la materia objeto de sus disposiciones, ocasionando un problema, pues 

los reglamentos no pueden ir más allá de la ley que ·reglamenian, ni extenderla a 

supuestos distintos, ni mucho. menos, contrad~cirla.• Los reglamentos deben 

expedirse para proveer a la exacta obser.ianci~ de' la ley y compartir además su 
,-·· 

obligatoriedad. 

Es importante mencionar,,que)a L~y ;~~de·r.a1.dei P,r6cedimiento ¿dministrativo 

(LFPA), publicada en el Diario Ofi~ia1·~~-I~ ~~der~~ión.jíA de agosto de1994, 

señala en la última part~ deli-párr~f°: ~egJ;,cj?'cié}s~;artí~ulo primero que, "En 

relación con las materias' de ~orn~e~encia 'ecbnómic~-y-prá~ticas desleales de 

comercio internacional, únl~am~nte''1~s ~érá:aplÍ~abl~ eÍ artic~lo 4-A de esta ley". 

Resulta carente de precisión el porqué se exc'l~ye parcialmente de la 

aplicación de la LFPA, a la materia de competencia económica; provocando con 

esto, una multiplicidad de procesos en materia administrativa, siendo así, 

impráctico y costoso para el Estado, quien debe expedir una normatividad y crear 

una autoridad en especifico, para resolver las controversias que se susciten en 

ese ramo. 

De esta manera, si observamos a las demás materias del derecho (civil, 

mercantil, penal), podemos ver que éstas cuentan con un Código Adjetivo, sin 

embargo: esta regla no se aplica a la materia administrativa, donde por medio de 

su Código Adjetivo, excluye de su aplicación a las materias de carácter fiscal, 

financiero, responsabilidad de los servidores públicos, electoral, justicia agraria, 

laboral, competencia económica y prácticas desleales de comercio internacional. 
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En la práctica, no se justifica el hecho de que a la materia de Competencia 

Económica no le sea aplicable toda la LFPA, provocando un sistema de excepción 

que dificulta al particular y a la autoridad su aplicación, más aún cuando la 

mayoría de las normas procesales están en el Reglamento. 

Así pues, nos encontramos frente a un procedimiento al que no le es 

aplicable toda la LFPA, que puede violar los principios procesales, entre ellos el de 

dirección procesal y el de compactación, teniendo, un reglamento que trata de 

llenar lagunas de Ley y de remediar el olvido o la omisión de ciertas disposiciones, 

complicando la trami~acíón del procedimiento y llevándolo a un sin fin de posibles 

violaciones, quedando el particular afectado al arbitrio de una sola autoridad, que 

no tiene una separación formal ni legal entre las funciones de invesUgac,lón, 

acusación y decisión. 

En términos generales los procedimientos que se ll~van arite.ia. e.omisión, 

son de largo trámite y d~ manera irJu~tifié~da !.11egél¿ª dÚrar.~~~rios .años, 

alejándose de los propósitos de la ley y :d~~los. ·~rincipl~s g~n~ráles del derecho 

procesal. 
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CAPITULO l. PROCEDIMIENTO 

1. PROCESO 

Proceso deriva de procedere que significa; en una de sus acepciones, 

avanzar, camino a seguir, trayectoria a recorrer hacia un fin propuesto o 

determinado. En su sentido·. amplio es la idea de un estado dinámico 

correspondiente a cualquier fenólTl~no; desenvolviéndose o desarrollándose, por 

ejemplo, proceso: físico, guírnico, biológico, histórico, etcétera. Jurídicamente es el 

fenómeno o estado diriémícó prbducido para obtener la aplicación de la ley a un 

caso concreto .. Está co~~Út~Ido por ~n conjunto de actividades, o sea varios actos 

ordenados y consec'uu~6~;;;~aliz~dos por sujetos, con la finalidad señalada. 1 

":;:3~~. ·. -.:: :· 

Rafael,D~-~~in'~i:?~sid~r~:."~1 proceso es el conjunto de actos regulados por 

la ley y realizad~s }en)~ 'ti·~-~lid~{~e ,alcanzar la aplicación judicial del Derecho 

objetiva·y la'satisfá.~CiÓ~~6~si9:~i~rÍte del interés legalmente tutelado en el caso 

concreto, ~~di~fll~··¿nél\:led~~·ióh,dél Juez competente."2 

·,- ,,.::~,~--

El pioc~~oi~-s~~ti~stru~en~op~ra la verificación de la verdad de los hechos y 

la identifica~i~·n·~·d¡;;;la/~~r~a le,gislativa para el caso concreto. Así mismo, el 

proceso es el 6;mpo d~ µria 'función y de una actividad estatal, en la cual, la 

finalidad desLl·élctÚ~ciÓ~. ~o es"tanto"dirimir los derechos de los particulares, 

como la aplicación de l~;¡~y:/ 
; : '.::.·:·;· -:·>_ ... :'::-, ··: 

El proceso tiene d¡~E!rs~s a~epciO~es. Para ~fecto de este trabajo t~maremos 
en cuenta dos: desde el punfo de vista jurídico y juris,dicé::ional. 

1 Enciclopedia Jurldlca Ornaba, tomo XXIII, Ed. Drlskill, Buenos Aires, 1976, p. 292. 
2 Diccionario de derecho, tercera edición, Ed. Porrúa, México, 1973, p. 278. 
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Jurídicamente el proceso"és el desarrollo regulado por.la ley de todos los 

actos concatenados hacia el objeto de aplic~6iól1 de la ley."3 Es un c~njunto de 

actos, ligados entre sí, para un fin común,co~~i~tel1te én hacer v~ler la ley. 
i-;, 

Para Eduardo Pallares el proceso j~rfdlcg'~es ~~~·serie de actos jurídicos que 

se suceden en el tiempo y se encuentran éi::>ndaténadcís entre sí por ef fin u objeto 

que se quiere realizar con ellos .. Lo que·;i:h3 ·¿~idad al conjunto y vinculación de 

actos, es precisamente la finalidad que;se'pe;sigue, lo que configura la institución 

de que se trata." 4 

Jurisdiccionalmente las dive~sas formas del proceso, tienen de común queí 

mediante éllas el órgano del proceso, ·. resuelve un conflicto de interesés, 

autónomos o vinculados. 5 

En el proceso jurisdiccional, hay unidad. Ésta se da a través de la función 

jurisdiccional, concluyendo con el pronunciamiento de la sentencia. Esta función 

no es ni espontánea ni instantánea, el órgano judicial· no se impulsa por si, 

necesita de alguien para excitaría. La sentencia no es una respuesta inmediata a 

la petición, es necesario cumplir con varios actos sucedidos en un lapso de 

tiempo. Asi, la unidad de los actos está encausada a una finalidad común, donde 

siempre será la solución de fa controversia. De este modo, la finalidad permite 

unificar todas las actuaciones de los s1.:1jetos participa.ntes con motivo del 

desempeño de la función jurisdiccional. 

Cipriano Gómez Lara6 afirma la existencia de seis razones para fundamentar 

la unidad procesal, que de manera resumida son: 

3 ARELLANO GARCÍA, Carlos, Derecho Procesal Civil. Quinta edición, Ed. Porrúa, México, 1998, 
p. 63. 
•Diccionario de Derecho Procesal Civil, Quinta edición, Ed. Porrúa, México, 1966, p. 603. 
5 CARNELUTI, Francesco, Instituciones de Derecho Procesal Civil, Volumen 3, Ed. Harla, p. 15. 
6 Derecho Procesal Civil, Ed. Harla, México, 1991, p. 4. 
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a) El contenido de todo proceso es un litigio. 

b) La finalidad de todo proceso es la de dirimir o resolver un litigio. 

c) Todo proceso presenta una estructura triangular en cuyo vértice superior 

está el órgano jurisdiccional y en los inferiores se encuentran las partes en 

contienda. 

d) Todo proceso presupone la existencia de una organización judicial con 

jerarquía y escalonamientos de autoridad. 

e) Todo proceso está dividido en una serie de etapas o secuencias quese 

desenvuelven a su largo, desde su principio hasta su fin ~;:. > < 
f) Todo proceso tiene un principio general de impugnación 'ni~di~'.nte'~1 cual . 

se postula la necesidad de que las resoluciones Ct~I t~ib~~·a(pu~~ari ser 

reexaminadas o revisadas porque no estén ape~~d~~:.¡;·ci~re~ho,.po~qu~ · 
sean incorrectas, equivocadas o ilegales. •. : ' :: )/·;\\;t.''. ' ".· . 

' -'""' ,'e~- (,: :::>::\i:.; ); ;· 

Con base en lo expuesto, jurídicamente el pro~~;d~s?GF~'''s~~ie de: actos 

jurídicos sucedidos en el tiempo, concatenados entre~f. p1oreÍCfin:~~~\erealiza 
con ellos! .con lo cual se da unidad al conjunto de actos y' e~a fi~~lid~d ~s I~ de 

Por ¿ltimo, p¿ra concluir, jurisdiccional mente el proceso~~ la ~~1u6i~~ de las 

controversias· ocasionada.s entre los sujetos del litigio, quienesa.cuJ~n a s~licit~r la 

función jurisdiccional del órgano del proceso. 

1.1 Procedimiento 
. . 

"El procedimiento alude al fenómeno. externo, a lo p~;aniente ri:tuario en el 

desenvolvimiento de la actividad preord~~~dapofla 1eVprocesal, que realizan las 

partes y el órgano de la jurisdicCión":7 

7 Enciclopedia Jurídica ameba, Op. cit. p. 293. 
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'· . .· _- __ ·. -··. . ' 

Rafael De Pinaª define al procedimiento: "como 'el conjunto de formalidades o 

trámites a que está sujeÍa la reaUzación de los actos jurídicos civiles, procesales, 

administrativos y legislativcis: La palabra procedimiento referida a las formalidades 

procesales es sirÍÓnirna d~ la de el1j~Í~ia;:niento, como la de proceso lo es de la de 

juicio." 

"El proceso se caracteriza .'por su· finalidad jurisdiccional compositiva del 

litigio, mientras que el procedimiento se reduce a ser una coordinación de actos en 

marcha, relacionados o ligados entre sí por la unidad del efecto jurídico final, que 

puede ser el de un proceso o el de una fase o fragmento suyo. Ambos conceptos 

coinciden en su carácter dinámico, reflejado en su común etimología, de 

procedere, avanzar; pero el proceso, además de un procedimiento como forma de 

exteriorizarse, comprende los ni:ixos -constituyan o no relación jurídica- que entre 

sus sujetos (es decir, las partes y el juez) se establecen durante la substanciación 

del litigío."9 

El procedimiento es el desarrollo real de un caso donde se ha planteado una 

determinada controversia. Es la combinación de los actos consistentes en el 

proceso y esa coordinación de actos tienden a. un efecto jurídico, es decir, a la 

actualización concreta del proceso. En resumen, es la .forma, el método y la 

manera de llevar a cabo el proceso. Todo proces·o.necesita para su desarrollo un 

procedimiento, pero no todo procedimiento es un proc,eso. 

: ·~ : 

El procedimiento se refiere al ;f~nÓ~~íl~' 'externo, a los ritos del 

desenvolvimiento de la actividad ordenada po~ 1á 1e'y procesal, donde participan las 

partes y el juzgador. Se da para lograr 1a'fi~aÚdaci\j~~é~dá proceso, por ejemplo: 

un juicio ejecutivo mercantil, es el procedl~i~nto cor~espondi~nt~ al procesó de 

ejecución. En un proceso puede haber más de un , procedimiento, pue~ si se 

recorre más de una instancia, en la primera se llevará a cabo uno y en la segunda 

" Diccionario de Derecho, Op. cit., p. 278. 
9 GOMEZ LARA, Cipriano, Teorla General del Proceso, Octava edición, Ed. Harla, México, 1990, p. 
290. 
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se dará ~tro. Los diferentes tipos;de procesos pueden sub~t~nciarse por el mismo 

procedimiento. y viceversa; disÍintos pro~~dimie~t-os pueden servir p~ra tramitar 

procesos idéntic9s .. 

1.2 Litigio y juicio 

"Para entender lo que el proceso sea, es necesario previamente referirse al 

concepto de litigio, el cual, no es un concepto esencialmente procesal, porque 

todo proceso presupone un litigio, pero, no todo litigio desemboca necesariamente 

en un proceso; es decir, el litigio no tiene esencia procesal. aunque sea siempre el 

contenido de todo proceso." 1º 

El litigio, forma parte, en general, del conflicto de intereses contrarios, 

provocando el rompimiento de la relación y del vinculo anterior al conflicto. Es la 

oposición de intereses, de la pretensión de un interesado y de la resistencia de 

otro. Es en conclusión, el punto de partida de todo proceso. 

Carlos Arellano García señala: "el proceso puede ser materialmente 

administrativo o materialmente jurisdiccional. Cuando es materialmente 

jurisdiccional se le denomina juicio. "11 No estamos de acuerdo con el punto de 

vista del maestro Arellano, pues existen los llamados procesos o juicios 

administrativos. 

Para José Becerra Bautista12 la palabra juicio es sinónima de proceso y dice: 

"en la práctica judicial, en materia civil, nunca se habla de procesos, sino de juicios 

y las clasificaciones de éstos son: civiles y mercantiles, ordinarios y sumarios, 

universales y particulares, etc." "La denominación de proceso es más técnica; 

indica en efecto, una relación jurídica que implica cooperación de voluntade_s 

'º GOMEZ LARA, Cipria no. Teoría General del Proceso. Op. Cit., p. 17. 
11 Cfr. ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho Procesal Civil, Quinta edición, Ed. Porrúa, México, 
1998, p. 65. 
12 El Proceso Civil en México, Séptima edición, Ed. Porrúa, México, 1979, p. 48. 



Cipriano Gómez Lara13 explica que todo proceso tiene dos etapas o 

momentos: instrucción y juicio. La instrucción engloba todos Jos actos procesales, 

tanto del tribunal como de las partes y de Jos terceros, y son actos por cuyo medio 

se fija el contenido del debate; se desarrolla toda Ja actividad probatoria y se 

formulan los alegatos. Es la fase de preparación, permitiendo al juez Ja 

concentración de todos los datos, pruebas y elementos, de todos los sujetos 

interesados y de Jos terceros, facilitándole la posibilidad de pasar a Ja siguiente 

etapa llamada juicio, donde dicta la sentencia. 

En conclusión, el Jiiigio es el,9onfHcto ·~·~ intereses que trasciende ai. campo 

de Jo jurídico y constituye el punto de: partida o la causa de todo proceso, y, el 

juicio es la segunda fase'-del ¡:i~6c~s~ .• ~~~d~: el jüez cuenta' con' los elementos 

suficientes para di~tár Ja ·5'eriteÍici~.; 

1.3 Clases de Proceso 

En la doctrina no existe un criterio unificado de· 1as clases. de procesos; 

empleando diversas perspectivas, se pueden clasificar o agrupar en. diferentes 

tipos o clases. La distinta índole del litigio motiva el fraccionamiento de Ja 

jurisdicción en ramas, o la especialización de los juzgadores dentro de ellas, de 

donde el Derecho Procesal puede dividirse en: civil, penal, administrativo, 

constitucional, laboral, canónico. Aunque existan diversas ramas del Derecho en 

las que incide el proceso, no se puede destruir Ja unidad esencial de todo Derecho 

Procesal, porque aunque sea Derecho Procesal Civil o Derecho Procesal Penal, 

se trata de Derecho Procesal. La diferencia entre las distintas clases de procesos 

se da por el tipo de juzgador, quien puede actuar en estricto derecho, como en las 

13 Teorla General del Proceso, Op. cit., pp 138-141. 
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materias civil· y administrativo o puede hacerlo utilizando la suplencia de la queja, 

como se da en el derei6'h6 ~g~ario ; en el derecho penal. 

..: -.'',::> ... · .. :"· '._. ·.,' . , . 
Jurídicamente los derechos materia de la controversia, desde la perspectiva 

de la' ra~~ d~I Óered1ó y considerando a los derechos subjetivos en controversia, 

los proce~os pÜeden ~er: civiles, mercantiles, penales, laborales, administrativos, 

fiscales, agra~ios 6 de' amparo. 

A coriúnu~6i~n daremos una clasificación basada en la de Arellano García14
: 

Procesos oral~.fJ~C,ritó 

El proceso' oral tiene las siguientes características: . 

a) La interver16ión de las partes, . bajo el pati"ociniÓ de sus abogados. La 

oralidad no es absoluta, pues, la demanda y su contestación se~án poíe~crito, así 

como Jos documentos probatorios y Jos alegat°:s:. 1·n.;I~~~. ~~ ·doílsignaré ·pÓr 

escrito los datos fundamentales del desarrollo de la~ audreiicii~:~·i.' .· . 

b) Deberá haber contacto directo entre el juzgaciciryfas ·,;~rt~s del proceso, 

incluyendo a los testigos y peritos; ' · ·· ·. ·· .. ·.>.· : .;;, · '., · 
c) Se cuidará que el juez inicial del . pro~eso' sea: ~Í mismo a quien 

corresponde resolver la cuestión controvertida; .·· <·',{.:.:;:· · 

d) Se buscará el principio de compactació?;~;~·;de·6¡r; P~l!eb~s y alegatos 

deberán desarrollarse de ser posible en um/s~la au~i~~cía~Ó eri e(inerior número 
.' ;/: ·«:! :;~;> 

posible de diligencias; • ·. 

e) Se procurará restringir los incid~ntes c/fect~s8~1'ci\.i~:i~t~ra~~ éJ~ ~~néra 
innecesaria el desenvolvimiento del procesó; y,:.;:-.'' ... , .. ':;•.··;~-: , ·'· 1::. /( 

f) La valoración de las pruebas tendrá un rhayOr m'argen de participación del 

criterio del juzgador quien se ha forjado una c~ílvi¿6Íóíl de I~ parti6ipaciÓl1 diÍecta 

en el desarrollo del proceso. 

14 Derecho Procesal Civil, Op cit, pp. 70-83. 
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El proceso escrito tiene las siguientes características: 

a) Las partes se comunican con el juez por escrito. El juzgador no conoce 

personalmente a las partes, únicamente tendrá relación con el contenido de Jos 

escritos que le dirijan y sobre ellos resolverá Jos proveídos corréspor:idientes; 

b) Se deberán de levantar actas con Jas respuestas· de; Jos. testigos, 

confesionales de las partes y respuestas de Jos peritos; . • ·;/ ' · }'· , ;· : 

c) No hay contacto directo entre el juzgador y las partes, el' proceso· avanza a 

través de Jos escritos de las partes y las resoluciones que pÍ'oí)uncfé; En l·~s 
audiencias, interviene el secretario de acuerdos, solamente si hay aJgÚ~ prÓblern~ ' 

intervendrá el juez. El contacto directo se da entre el secretariojle:iiic~e·~do~yias 
partes. El juez resolverá exclusivamente sobre las const~~-ci~~-d~·I ~~pediE!riie: 
Excepcionalmente puede decretar actuaciones o pruebas p~r~ ;¡,~j~~~;8Veeri 

d) No importa si el desahogo de las pruebas tiene veirificaÍiv~·e~;,,;;¡¡:o ~arias 
audiencias. El juzgador conocerá del expediente hasta ,el ~b,,.;~~t·6;d~'citas para 

sentencia, o resolver interlocutoriamente Jos incidentes; :· ·"i • / . > . ·. 
e) Se resolverá todo incidente y recurso legalmenté,he~ho ·~aler pd~ las 

-.,,<. 

partes en el desarrollo del proceso; 

f) En la apreciación o valoración de las pruebas se apliéarán las reglas de Ja 

legislación adjetiva, tomando en cuenta las constancias dé.autos':' 

Procesos dispositivo, inquisitorial y mixto 

' ' . . 

En el proceso dispositivo, el impulso corresp()~de a las pélrt:s~ para hacer 

avanzar el proceso. El juez recibe Jo que las partE!s J~· ap~rtan. y 'en general carece 

de iniciativa para impulsar el proceso y.alJE!gar~e de ci¿·¡()~,aúncua~doexistel1 
normas adjetivas que obligan al juzgador a impulsa~. él proc~din;iient() y no quede 

paralizado. 

El proceso dispositivo tiene las siguientes características: 

a) El actor decide si ejercita o no el derecho de acción. 
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b) El demandado decide si opone o no excepción dependiendo del ejercicio 

de la acción del actor. 

c) El demandado también-decide-si_ hace valer reconvenéióii, en caso de 

tener acciones en contra del actor. 

d) Las partes decidirán cuales sOn las pruebas 'pertinentes pa~a demostrar los 

hechos del juicio. Asi, el juez únÍcament~ ~El atiene a l_bs eJ~rnént6~probatorios 
aportados por las partes. • -

e) Al momento de dictar la resoluciónfin(21,' eljueise limita ~ ~~s~lver los_ 

puntos controvertidos tal como fueron plante~do~ P()Í l_as párt~~.{, · '~;} " - -

f) Como el juez es_ perito érí _ dereC,tio/ no; que¡d~ s~je¡tcí a)as ~isposi~iones 
normativas invocadas P~L:1as parws.:Ei juez Ue~~ li~~rt~ci.•§ar~J~poyarsus 
sentencias en los preceptos leg~l~s: ju~isprUd~n~ias\i pri~cipi6s geri~rales del 
derecho que estime aplic~bl~_s. -~::;: -- " . --- - - - e_< ' -- ----.-- ·- -- -- --- - ---

', ,.·'.. :~{-~ 

··¡., - . ' 

En _el proceso, inqLl_~itl~o la ac_tuación del j~z~aclor ·es predominantemente 

oficiosa. No.espera la)nstan(;ia dé_las_partes, Por pro~i~ iniciativa determina el 

procedimiento y el ,Ímp~lso _del 'proceso esté sujeto -a su actividad y. no -- a la 

actuación de las partes. 15 

Por ejemplo, en materia de reposición de autos, el juez queda facultado para 

investigar de oficio la existencia de piezas de autos desaparecidos. Cab_e ~ci,arar, 

aunque las partes actúen o no, el juzgador dirige e impulsa el procedimiento. En la 

materia de competencia económica, la Comisión Federal de Competencia 

(Comisión) tiene la facultad de iniciar oficiosamente los procésos. 

Arellano Garcfa16 afirma: el hecho de que rija el principio dispositivo, aún 

cuando hay algunas excepciones típicas del proceso inquisitivo, permite que se 

sustente la idea de que, en realidad, el proceso es mixto, ya que prevalece el 

principio dispositivo pero sin excluir la aplicación reiterada del principio inquisitivo. 

15 ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho Procesal Civil, Op. cll., p. 76. 
16 ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho Procesal Civil, Op. cit., p. 77. 
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La anterior afirmación es incorrecta, en la práctica los procedimientos civiles 

son de carácter dispositivo y solamente podemos hablar de actuaciones 

inquisitivas, cuando hablamos de la competencia de los jueces, quienes la 

declinan de oficio. Solamente podemos hablar de la existencia de procedimientos 

mixtos, cuando nos referimos a los procesos seguidos ante la Comisión Federal 

de Competencia y en materia agraria, en el juicio de amparo. 

Procesos con unidad de vista y preclusivo 

El proceso, con~?idad de vi~ta tiene.las siguientes CéJracterísticas: 

a) La unidad'.~e vlsta se opóne a la división del proc~so. 
'···;. -- . 

b) N.o existe razón alguna de acumulación de expedientes y existe una 

individualidad en la solución del asunto controvertido. 

El proceso universal tiene las siguientes características: 

a) Existe la pluralidad de procesos cuando se unifican para ser resueltos por 

un solo· juez, atendiendo a un común denominador. La vinculación es el 

patri~onio: e~ I~~ Jui~i~s sucesorios y en los juicios concursa les. 

b) En el juicio.universal, todas las acciones y derechos que se tengan contra 

el patrimonio.de un deudor común se tramitarán en el juicio concursal ante un solo 

juzgador, debiendo aplicar el patrimonio al pago, conforme a la prelación 

correspondie.~ie.;•'' 

En conclusión,· en· el juicio universal hay un solo patrimonio y varios procesos 

unidos por ese patrimo~io, perteneciendo, a un difu,nt~ o a un deudor común. 

Procesosüni-instahdai o'·clireCtoybi~insianéia/ o ihd .. frec. cto 
- . - - . - . -_ ·- ., ·.· .. ~·· ', .. - - -·. •. . ,_ 

- ._.. .. ' . 

El proceso uniinstancial o direct~, como··~u nombre lo indica, está formado 

por una sola instancia. Es decir, en un s.010.grado, el juzgador encargado del 
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proceso conoce de las pretensiones de las partes, recib~ ~us pruebas, toma e~ 
cuenta sus alegatos y 'dicta su s~nt~n~ia definitiJa, sin ser revisado por otro 

órgano jurisdiccional. 

Respecto al proceso biinstancial o indirecto, después;•del:f~;lb;d;do,eri un 

primer conocimiento, en un segundo grado, se revisa, para' conÚfrri~[.'=~.<Jcim~aro 
revocar la sentencia definitiva de segunda instancia, o algun~ ~e;.i'afr~~·()1;u~f~nE!s 
emitidas en el proceso durante la primera instancia. Por ejem~I~;¡;~~ los j~Icios. 
civiles, la Sala revisa las actuaciones del Juez, sin que i~s párté~,:~¿E!dá'~:;ag~égar 
alguna actuación al respecto, solamente podrán señalar ¡g a6t~~~6¿;,·13¡ tir6'c~so, 

~· ·.,'.-·.' <f:\~~ .. -.(\--.;:/'." · .. / :· / ::,__,(:·· .. 

Procesos: cautelar, declarativo, ejecutivo, de nulidad, contencioso, .. : Oficioso, 

voluntario, normales y anómalos. . ';• 

En el proceso cautelar ·· ei 

denominadas o "providencias , precautorias", .•. o•· ''pro'vid,e~d~s~'c'aut~i~r~~"; ;para 

prevenir y evitar un daño. Es decir, se toman·.· medid~sUe'Xcii~~te~\~~vitar un 

peligro. Para dictarla, es necesario cumplir con los ;~~ui~t~.i'pro'ciedÍme~tales 
establecidos en las leyes procesales: 

En el declarativo, se tramita pára obtener una .re!l'ol~¿ión del órgano 

jurisdiccional, donde determine 'la existencia 'o ;'ir1existen~i~:. de derechos u 

obligaciones. 
..1_, - •\-. 

En los ejecutivos se busca una senterici'a d~; condena. La n:;1sma p~ede 
consistir en 1a imposición a Gria cie 1as partes el~ 1a oti1i9sdónde ci~r c~ilif,iilni~ntó, 
a un deber hacer, de no h~C:ér e) cle'abstene~~E! .. i:i)~'éz'6b1i~'a 'a''l)ri~:c~rici~~t~ o 

comportamiento;: al cualCJebe ceñirse un~ i)c:il's68~ ·~rsiC:~''6·~0rai. i:>6r lo genérál, 

se establecen obligacioriés al demandado, ~ero e,~tci no excluye al' actor, quien 

también puede serconden8do a establecer obiig~~iones de hacer. El derecho 
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procesal y su legisláció11, permiten al titular de un título que trae aparejada 

ejecución,· la realización del proceso ~jec~tivo. 
,_.. ,,· 

En el próce'so de· ~~lidad se busca la anulación del acto ·puesto a la 

consideración clél·Tr'ibunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (Tribunal), 

para q~e ~ici~ unÓ°~~evo. Con las nuevas reformas publicadas en el Diario Oficial 

de la FederacÍón el 31 de diciembre del año 2000, el Tribunal está dotado de plená 

jurisdicción y ahora la autoridad administrativa ya no conserva todas sus 

facultades respecto al acto impugnado de nulidad, sino que será el Tribunal quien 

asuma las funciones propias de esa autoridad administrativa, en caso. de que 

nulifique el acto, para dictar uno nuevo. 

" ·~.-, o,"'.': ' :· /·' 

Eduardo Pallares 17
, propone otra clasificación: 'é(ci~nominado contencioso o 

necesario, cuando hay cuestión entre partes,:y.slf~1i'a,es un proceso voluntario. 

También habla de los procesos normales y~nóinatos; los primeros realizan la 

función propia del proceso, o sea la de p~ner)i~c~l lhigio mediante la sentencia 
,·· ··:<.'··' ·:·'.'::·:, ... ' 

definitiva y su ejecución. Los segundos, se cons.ideran los procesos simulados con 

el fin de realizar un negocio jurídico ~entr~ la~ partés, por ejemplo: servirse del 

divorcio necesario para llevar a cab.o ~n. di~ordo voluntario. 

1.4 Sujetos del Proceso 

. . :.·'·.~·~.·.:):/:~: ,' ·::.' 
En el proceso, la conducta regulada es de· p~rsonas jurídicas, físicas o 

morales. Los actos realizados en el pfo~ei~. u~os sd~' del júigador y ~tres de los 

enjuiciados, quienes deducen sus pr~~i~s pret~nsi'oné~. y ~I juez I~- recorresponde 

aplicar la ley. 16 

17 Derecho Procesal Civil, Op. cit., p 107. 
16 ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho Procesal Civil, Op. cit., p. 66. 
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El proceso e~ una r!'.lación jurídica entre: juez, actor y demandado. La 

pluralidad de sujetos origina Una relación jurídica trilateral entre actor, Estado y 

demandado. 19 

"La denominación de sujeto procesal o de sujeto del proceso, corresponde a 

aquellas personas entre las cuales se constituye la relación jurídica procesal. El 

concepto de sujeto procesal es, más amplio que el de parte. Las partes son, desde 

luego, sujetos procesales; pero no todos los sujetos procesales son partes. El juez 

y el Ministerio público son sujetos procesales, pero no partes.''2º 

Las partes aparecen como defensoras del interés privado, no actúan por 

obligación, sino por interés y el Estado aprovecha este impulso para dar 

¡¡atisfacción al fin público que el proceso debe cumplir. 

"Los sujetos participantes principales en la relación jurídica procesal, son la 

parte reclamante (aclara), la parte a quien se reclama una pretensión 

(demandada), y el juzgador, quien debe conocer y resolver el conflicto surgido 

entre aquéllas."21 Sin embargo, el juez no puede ni debe compartir los intereses de 

las partes en conflicto, teniendo la obligación de examinar y resolver el litigio de 

manera imparcial. 

De esta manera. los sujetos del proceso son: el juzgador, el ministerio 

público, las partes y otros participantes, como los terceristas. A continuación, se 

dará la definición de cada uno de ellos. 

19 BECERRA BAUTISTA. José, El Proceso Civil en México, Decimoquinta edición, Ed. Porrúa, 
México, 1996, p. 2. 
2° Cfr. DE PINA, Rafael I LARRAÑAGA CASTILLO, José, Derecho Procesal Civil, Decimosexta 
edición, Ed. Porrúa, México, 1984, p. 251. 
21 OVALLE FAVELA, José, Teoría General del Proceso, Tercera edición, Ed. Harla, México, 1996, 
p. 209. 
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E/juzgador 

La palabra juzgador, de evidente ascendencia hispánica, es la más amplia 

existente para designar tanto al órgano que ejerce la función jurisdiccional (tribunal 

o juzgado), como al o a los titulares (magistrados o jueces) de dichos órganos. 

Esta palabra posee, a la vez, un sentido objetivo (órgano jurisdiccional) y un 

sentido subjetivo (titular). La palabra tribunal se utilizaba en el derecho romano 

para designar el lugar, ubicado en un nivel más elevado que el de las partes y los 

demás asistentes, desde el cual el magistrado impartía justicia. En un principio el 

lugar donde se administraba justicia era la parte del Forum, posteriormente se 

destinaron lugares cerrados y exclusivos para el oficio de juzgar. Aquí es donde se 

conocieron los tribunales. Actualmente la palabra tribunal, suele utilizarse para 

designar al órgano jurisdiccional, integrado normalmente con varios . ti,tulare~. 
(magistrados). Por excepción se da la existencia de un solo magistrado,"como en 

el caso de los Tribunales Unitarios de Circuito. 22 

"La palabra latina magistratus proviene de ~~gfst~~. si~~ifi~~~i!:litr~.'~~eño, 
propiamente el mayor (de magis más),. por •. op?~i~ÍÓn a ll"lirii~t'.ei: sirvÍent13, 

propiamente el menor (de minus menos). Posterior~ente.~ rT!ªciistr~~ci si~nificó. 
cargo o función pública y finalmente desigíló a la pérson~ m}srr\a_qu~ te' ~jerfia: La 

palabra juez proviene del latín iudex, quien indica o diée.~tderec~o. Erial d~recho 

romano, el iudex primero fue un juez privado desi~na~o pbr e!trnaégistrad? eri la 

fórmula para conocer de la segunda etapa del proceso; y p~'~·te'riorn:ienie, l~s iudex 

fueron llamados pedanei (de pie), por no desempeñar su iú~biÓh sobre~' triburi~t. 
y se conocieron como . delegados. de los m~gistradbs de\ todo el ;proceso. 

22 OVALLE FAVELA, José, Teoria General del Proceso, Op. cit., p. 210. 
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Actualmente la palabra júez se designa al titular de. un órgano jurisdiccional 

unipersonal o m6~6~rátlco; ~?a1 6rgal1o é~ sí se 1ei denomina juzgado."23 
, ' , ' - ' '· -~ - ' . - -. . ·:. '! _'· --.. ;. ' 

En nuestra legislación la fu.n~i~n •~~ju~.~ cc::msiste endesE!mpeñar un cargó 

de funcionario, siendo el sujeto activo\~~.t().d~.: pr~.~eso y debiendo actuar con 

responsabilidad. Su deber es, conoi::er:~e~~Ua~~m~nte 'Íodás y· cada una de las 

acciones y excepciones expuestas en eiJliiéiO,, para tener, conocimiento de todo lo 

actuado y así, estar en la posibilidad de·~rriitir ú'ná ·decÍ~ión con efectos jurídicos . 
. ,_;:,:·.;.·:.-.;--::-:·· .. _-,,~;}~:-\.:- ··-·> ·~- -- . -.. 

Lo anterior debe ser con conocimieirito d.E3 causa•y con aptitud legal para hacerlo. 

El juzgador debe fallar de acuerdo ~ !as' consianciás de autos, pero también está 

obligado a ajustarse a las disposiciones legales de fondo y de forma, las cuales 

debe invocar y citar. 

De maner~ resumida e_xpongo .cuales son los deberes del juez señalados por 

Chiovenda24
: 

a) Fallar sobre el fondo de la demanda cuando la relación procesal esté 

notoriamente constituida. 

b) Decla.rar la razón por la que no puede pronun.ciarse sobre el fondo, cuando 

la relación procesal haya sido irregularmente constituida por· defecto de 

presupuestos procesales. 

c) Debe realizar todo lo necesario conforme a la ·ley, pará colocarse en 

situación de resolver el proceso; y 

d) Debe actuar, en cualquier circunstancia, con rectitud e imparcialidad, 

incluyendo en éste ei deber de abstenerse en los casos previstos por la ley. 

El juez no puede resolver nada sobre aquellas personas no sujetas al 

proceso: y,tampoco p~ede ir más allá de la demanda. El juzgador debe expresar 

en la sentencia, su razón sobre los hechos, así como los argumentos con base en 

23 OVALLE FAVELA, José, Teoría General del Proceso, Op. cit., p. 211. 
24 Curso de derecho procesal civil, Op. cit., p.379. 
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los cuales llegó a tomar esa determinación, de lo contrario estaría violando las 

garantías iné!ividualesde las partés. 

Ministerio Público 
' ·.-. . 

Es difícil, proporcionar u~ concepto de Ministerio Público, porque, aparte de 

sus funciones típicas de investigación dé deníbs yejércició de la acción penal, los 

nuevos ,orde·~~mienÍos 1~ h~n atribul,do citr~s f~nc,iq~es en diversas materias. A 

esta complejidad· de· las funcló~e¡s del' ~ir)i,sÍ~rio; público,". sé.agrega la dificultad 

-propia de países con sistem'~J~cÍé~al, c;i;ril~;e~'eiéa~~ d~ tyiéxico- de incluir en 

un. solo concepto. las funci~~es'icii~tÍntas átfib'ui~a~? p~r un lado, al Ministerio . 

Púbiico Federal y, pÓ~ el ~i;o ·a'1; ~)r,;J;'t~rib PÓbJico ,Loc~l.25 ·.' 
, . .. : . ~, -1~~,:::_: , -;~;t~;· :,;·:U:.~~~: \:>~~-.;_-; ::,;'. ·_::_ 

Sin' e~bargo p~ra:'ci~r:;un~: i~~a inici~lt ·~.afael 'De .. Pin~·~onsid?ra: "el 

:~~:::~;:u:~bliJX~15 n~~S~~f P~¿J f :~i~fü~~für~;~~d~i~iz¡e'ªt:j:di:c~~~i.ci:~ ·. 
los casos pr;'6cstablt3?id~s.; '.1'personir(&i;.;¿j()·;i3'( irliéré's. 'públlco '~xistente en' el 
cumplimiento de,~st~'iundórí' ést;;tal.''26 y ' ' . ·, ,. 

,·_ :··.. ; ;-"" 

_._,,.-;_ .·· 

En rí~e~ií() ciéré~l'lo, en razón de• 1a jurisdicCión del triblJnal. existen cuatro 

clases de' Ministerios. Públicos: el Federal, el Local del Distrito Federal, los 

correlatiJos ~· los Estados de la República y el militiiu·: Eii Urí~: i~~titÜc¡ógi'urídica 
social, prevista y autorizada por Ja Constitución .Poi'rti~~ ele los',Est~dos Unidos 

Mexicano~ en su artículo 21, el cual señala que la i~veiiÚg~ción /persecución de 
·'' ; _.., -·· -

los delitos, incumbe al Ministerio Público. 

De acuerdo al régimen jurídico mexicano, la función primordial del Ministerio 

Público es representar a los diferentes intereses creados por los conflictos 

25 OVALLE FAVELA, José, Teorla General del Proceso, Op. cit., p. 253. 
26 Diccionario de derecho, Op. cit., p. 241. 
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ocasionados entre los sujetos de una sociedad, a saber podemos decir los 

siguientes: 

l. Los intereses sociales y del Estado, por cuanto hace a la acción penal y en 

algunos casos, cuando se pone en juego la acción civil; 

11. Los intereses del Estado cuando, en ciertos juicios figura éste como parte, 

debiendo ser.oído por el juzgador, para resolver con pleno conocimiento de causa; 

111. Lo_s intereses de los menores o incapacitados, en los procesos civiles; 

IV. Los intére.ses de. los ausentes o ignorados, también en los procesos 

civiles; 

V. A las personas cuando no se encuentran en el lugar del juicio ni están 

representada.sen f ~~oce~~· ~ero la representación s~rá ·provisional mientras los 

interesados éompare~~;, persónalmente o por medio de un representante legal; y, 

VI.. Ala soC:i~da'd y el Estado en t~do~ l~s juicios en los que interviene y lo 

hace para ~xigir a:iostrlbi.ínal~~ :e¡~~ ~¿ f"e~~~te y ~umpla la ley en su integridad. 
'' ' ,'. - -. . - :_· ' : -~--~-.. _·: -.,., . _:-_ ->: . 

Por tanto; el Ministerio P¿b,lic~ e~ el.~rgano del Estado, creado para 

investigar los delitos y ejercer.la acción penal contra los presuntos responsables; 

asi como pará interv~~iren lc)s Pf9cesos judiciales no contenciosos, donde se 

controviertan o apliquen·.:normas de orden público o se afecten intereses de 

personas ausentes~ rilem:ires o· incapacitados. 

Las partes del proceso 

Calamandrei27 manifiesta sobre este tema lo siguiente: 

"Nos queda por hablar de las dos personas más importantes del 
drama judicial, el protagonista y el antagonista, cuyo contraste 
dialéctico constituye la ocasión y la fuerza motriz del proceso: si 
tradicionalmente se concibe el proceso a manera de un certamen 
simbólico entre dos litigantes, éstos dos aparecen como /os 
personajes centrales de la incidencia judicial, en torno a los cuales 

27 Derecho procesal civil, volumen 1, Ed. Harla, p. 171. 
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sentido, como figuras de segundo plano." 
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El procesalista Eduardo Pallares28 señala: "son sujetos del proceso las 

personas jurldicas que· figuran en la relación procesal que se constituye . 

normalmente entre los órganos jurisdiccionales, el actor, el' demandado y los 

terceros intervenientes." 

Las partes son sujetos procesales cuyos intereses se controvierten en el 

proceso. Esos intereses, no necesariamente deben ser opuestos, sino destinados 

a obrar con eficacia de sujeción en la esfera jurfdica de otra persona. Las partes 

son indispensables para la existencia de un litigio. 

Para el maestro Rafael De Pina "parte es la persona que interviene por su 

propio derecho ·en la producción de un contrato o acto jurídico de cualquier 

especie. Quien se incorpora a un proceso para ejercer el derecho de intervención 

en los casos autorizados expresamente por la ley." 29 

Para el maestro Ovalle Favela30 no es acertado definir a las partes en función 

de su .utilidad o no de la relación jurídica sustantiva, pues la existencia y la 

naturaleza de esta relación es lo que normalmente se debate en el proceso y sólo 

pueden ser definidas hasta la emisión de la sentencia. Por ese motivo carecen de 

fundamento las clasificaciones dirigidas. a distinguir un con_cepto de. "parte_ en 

sentido formal' y otro de "parte en sentido material". El concepto de parte ~iempre 

deberá tener carácter procesal. 
. ' ,. 

Cuando se habla de parte, nos refe~iIT!os ~)él posi¡;iÓr;i proc~sal de una 

persona en un proceso. En los procesos.no periales/dape'rsoría~acude ante' el 
. .. - '.. ,;_"' - '·:·:-' . ' . ' '"' - - .; - •. ·~"' ' - --·, - ' 

órgano jurisdiccional para ejercer un ,derecho.e o 'úria' acción,, :quien' propone la 

28 Derecho procesal civil, Op. cit., p. 135. 
29 Diccionario de derecho, Op. cit., p. 261. 
30 Teorla general del proceso, Op. cit., pp. 266-267. 



19 
'. -.·, ' -·-. · .. · 

demanda-, se le llama actor, y aquella que presumiblemente no pudo curr;plir con • 
una obligación, o no quiso someterse a la pretensión del actor, quien buscará 

desestimar la pretensión de su contraparte, -contra quien se prop?n~ I~ demanda-, 

se le llama demandado. En otros procesos, como en el juicio de am¡:iaro; la parte 

actora recibe el nombre de "quejoso" y la parte demanda de "autoridad 

responsable". En los procesos penales y seguidos ante 1a·:.col11isión Federal de 

Competencia tenemos al "denunciante" y al "denunciado" :. o "presunto 

responsable". 
: . '·. . -

Calama,ndr~.i.31 ~ostiene: "cualquier proceso, para, consti.t~irse, .nec~sita por lo 

menos de d~.~ Pr;ir!es: 18; que invoca la providenci8;. del)uez, Y.~quella ~entra la. cual 

se invoc~ •dicha ·pro~idencia. Las partes.por ~on~i~~i.ent~, .no. ~é encuentran ~n el 

proceso ~ri idéntica posición: el principio . de igualdad· de• i~s partes r:io puede 

destruir esta diJersidad. dé posÍci6rf. iÍli~ial, pr6ve~ier1Í~ . del hecho de que la 

• invocaciÓ~ aÍjuez' P,rovenga:, .no de\1~~ cfos'p~~es ~ Ía vez/sirio de una sola de 

ellas, c:i~~. ·; rr;ed,iante 1~ proposici~~~ ciei 1~; dernáncÍa,. tóma voluf'ltariamente la 

iniciativá del p~oc:~so Contra, .1~. otr~ parte,·; sin .qü~ . su voluntad se encuentre 

. envuelta e~' la reÍa~iÓn proces~l ·y c¡:;ristre~ida a·~sufrir sus efectos. Hay, pues, en 
• • .• • . •. ·e -·· .,. •. ·-. ~' .• ·. '--- ' • ., ,> ' ' .- ,- / . . " 

todo caso, entre. lascpartes,c~~I ~r6~eso;~ún~iirelación de necesaria reciprocidad: 

un sujeto acti~o yuil'~l.JJ;t~ pasivo: una parte que atáca, y otra que resiste." 

Puecie.n haberfproC:esós con pluralidad .de· partes (caso de litis-consorcio). 

donde hay 'acuS\Js.Y, p~~ivos. Este caso se produce siempre que en un proceso 

figuren várÍos ~61c:lres contra un demandado; un actor contra varios demandados, 

o várÍos ·~cior~~ contrá varios demandados. Puede ser simple o especial, según se 

produzca por determinación de las partes o por exigencia de la ley. En el proceso, 

además del actor y el demandado -partes principales-, pueden aparecer otras 

personas, consideradas como partes, aunque con carácter accesorio.32 

31 Derecho procesal civil, Op. cit., p. 175. 
32 DE PINA, Rafael I CASTILLO LARRAÑAGA, José, Derecho procesal civil, Op. cit., p. 253. 
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La pluralidad de partes puede existir desde el comienzo del proceso, o darse 

en el transcurso de él. 

Existen dos clases de capacidad: para, ser parte y la procesal. Por regla 

general, toda persona física o moral capaz, puede ser sujeto de una relación 

procesal y por tanto, tiene la capacidad de ser parte en el proceso. Por su lado, la 

capacidad procesal es la aptitud para comparecer en juicio y realizar válidamente 

los actos procesales de las partes. Es distinta· de la juridica, pues consiste en la 

facultad de intervenir activamente en el proceso. Por regla general, todas las 

personas en pleno ejercicio de sus derechos pueden comparecer en juicio. Esta 

intervención puede ser en "nombre propio" o "a través de un representante". Las 

personas físicas pueden hacerlo por si mismas o por conducto de un 

representante, a través de un mandato judicial o de un poder para pleitos· y 

cobranzas. Las personas morales pueden comparecer a través de sus órganos de 

representación o por medio de mandatarios o apoderados. La·s ·personas que Ao 

tienen capacidad procesal, por no estar en pleno ejercicio de sus derechos,,deben 

comparecer a través de un representante legal. Por su parte, el juez d~be 

examinar la capacidad de las partes, de oficio o a petición de parte: 

Terceros 

Los terceros son personas ajenas a la relación sustancial de la controversia. 

"No intervienen en el proceso", colaboran en el desenvolvimiento, pero sin afectar 

esencialmente a su esfera jurídica. Sin embargo, existen otros terceros, a quienes 

si se les llama a juicio, no son ajenos a la relación sustancial y su esfera juridica 

puede ser afectada por la resolución dictada en el proceso. 

Por tanto, los terceros pueden ser, tanto aquellas personas que no han 

participado en el proceso, pero posteriormente son llamadas al mismo, por estar 

relacionados con el litigio, como aquellas que han intervenido en el mismo, pero 

sin tener el carácter de parte, por ejemplo: los testigos, los peritos, etcétera. Por 
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otro lado, existen otras personas distintas de los terceros ajenos a la relación 

sustancial y a los terceros llamados a juicio, existen los terceristas, quienes 

originalmente no figuraron como ··partes . en ·el proceso, pero comparecieron 

espontáneamente en éste para defender susprcipios intereses o coadyuvar con 

los intereses de alguna de las partes originales, es decir, se insertan a la relación 

procesal preexistente. 

1.5 Acción Procesal 

"Se entiende por .acci~n. el derecho, la potestad, la facultad o actividad, 

mediante la cual un suj~to' de: dere'cho provoca. la función jurisdiccional."33 . Es 

necesaria para iniciar dÍcha funcié>n, 

"La acción ~n ~r~~nÚdci prdc~safsé puede h~blélr, cuando menos, en tres 

acepciones distirltas•~:(: 

a) Como, sinónimo d~ derep~o; en ~I sentido del vocablo cuando se.dice "el 

actorcareced~~:~·¡ó·r1u3s,:O,·cu~ndo~I actor carece de underecho.efectivo que el 

juicio deba t'Lie1~r-~ E:ñ'l~CPª~ª p~~itiva se tiab1a de 1a procedencia de 1a acció~ ;¡ e1 

resultado pCecie'~~~tunci~ci6 () intú~ciai:!o .. 
b) Como sinónimo de pret~nsiÓn; es la reélamaéióri de tener un derecho 

sustantivo válido y en nombre del c~~I se prbmuevé la,derfia.nda respéctiva. Por 

eso hablamos de demanda fundada e·infund~da. 
-. 

c) Como sinónimo de facultad de provocar la actividad de la jurisdicción; es el 

poder jurídico de toda persona, y en nombre del C:ual le es posible acudir ante los 

órganos jurisdiccionales a demandar su acción; Si la pretensión es fundada o 

infundada, no afecta la naturaleza del poder jurídico de accionar. 

'' GOMEZ LARA, Clpriano, Teorla General del Proceso, Op. cit., p.109. 
34 COUTURE, Eduardo J., Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Ed. Depalma, Buenos Aires, 
1985, p. 60. 
35 COUTURE, lbldem, p. 60. 
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Giuseppe Chi~vein~a36 • señala( "el con6epto de acción tiene· una estrecha 

relación co~ el· de l~~iÓn d~ l~s derecho~. p~r lo que acción es uno de los 

derechos qüe pÜ'ecieñ 'naC:~r de la lesión de un derecho; y así es como ella se 
present~e~"e1'~;a~?(?órn~Fo'de los casos: como un derecho.con ~I c~a1,·no· 
cumpÚda la:~~~-li~aciÓn d~'uria voluntad concreta de ley mediante la prestación del 

obligadb, 5~;b'bt~~ii~;1a'rea1i~ación de aquella voluntad por otro camino, es decir, 

mediante el proceso." 

Por tanto, acción, también es el medio para acudir a pedir justicia, para 

defender un· derecho, para instaurar el proceso cuando ha sido lesionado ·o 

desconocido un derecho. 

Por medio de la acción: "l~s •. ,~ujet~sprovo~n ~1.·ejerc1c10 cif la función 

jurisdiccional, para consegui~ la.~·¡¡tisfacción.cieii. int~'rés'jurfdic~ pr~tegid~ por el 
legislador en su favor, en la norm~ ab~tr~ci~·:·é! '· · ··" . . . . \_~: • ' . 

-., ". -. :··.:_-' ~~ l+,:,;_.:)_·(~· .. ·~~/.> .; 
"~'.';o.· ' -- -; :'.. •• - . 

Chiovenda38 en las diversas' faéeta;s ci.e. la'acciém, I~ c~nsidera como: "un 

poder que corresponde frente al adversario; :r~spi:ct6.~al cüat'se p~oduce:·el efecto 

jurídico de la actuación de ley. El adversario no está Óbligado a ninguna cosa 

frente a este poder; está simplemente s~jeto a;él; La acción se agota con su 

ejercicio, sin que el adversario pueda hacer n~da· ni ; para< Impedirla, , ~¡ para 

satisfacerla. Tiene naturaleza privada o públi~a. segÚn la 'naturaleza cié la volúntad 

de la ley." ; ' · \ 

'· ", ,';::: 
La apreciación de Chiovenda me parece ínco.mpl~~a ~n-~l·p~nfli~fo ~El partes, 

la consideración de Calamandrei39 pudiera ser más ilust~ati~~>él~o~tí~~~; 

" ... la acc1on, como actividad 
propuesta de providencia, no 

:~.).:- ·~:.·'~' .. · .. ·:'._'.'.,,·.··:.·>~· 

dirigida a . presE'iní~r'. at·j~~z : una 
es sólo propia, del:actor: porque 

- . ·~ . .;·_ .. ; :· ;.' 
36 Curso de Derecho Procesal Civil, Volumen 4, Ed. Heria, México', 1997,·p.10. 
37 BECERRA BAUTISTA, José, El Proceso Civil en México, Op.,clt., p.1;. 
38 Curso de Derecho Procesal Civil, Op cit., p. 13. 
39 Derecho procesal civil, Volúmen 2, Ed. Oxford, p. 43. 



tambié.n . ·el demandado, · aún cuando se limite a pedir el 
rechazamiento ·· de·· la ··demanda contraria, viene, en sustancia, a 
solicitar del · ¡uez ' que ·. pronuncie una sentencia de declaración 
negativa de mera certeza, esto es, una providencia diversa de la 
pedida por el actor, y favorable, en lugar de a éste, a él como 
demandado. 
La actividad del demandado también se puede hacer entrar así, bajo 
este aspecto, en el concepto de acción: es conveniente, sin 
embargo, advertir que, en la terminología procesal, a todas las 
actividades que desarrolla el demandado para defenderse de la 
demanda contraria y para pedir el rechazamiento, se les da la 
denominación genérica, que tiene su origen en la exceptio del 
proceso formulario romano, de excepciones, con significado 
amplísimo equivalente al de defensas; y frente al accionar del actor 
se habla de excepcionar del demandado, en el sentido de 
contradecir. Pero a la palabra excepción se da también un 
significado técnicamente más restringido, reservado a aquellos 
únicos casos en los que la petición de rechazo está basada sobre 
razones de las que el juez no podría tener en cuentioi si el 
demandado no las hubiera hecho valer." 
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Por tanto, la petición del demandado constituye unHmite y una condición a la 

a.clividad del juez, y así, en tanto la acción es el derecho del act~.r, la excepción es 

un contra-derecho del demandado, que rechaza . la .denian.da del actor. Sin 

embargo, . el juez en general na puede pronunciar~e __ d~.'.~fj~[é{~~bre ex~~p~lcmes 
,, _, t.'·'·,,. . . ' 

que deban ser propuestas por las partes. .. .. ;,_.-..... #'.:,;. :;· ... .... ,.,., .. ,.... 
· · ;~t. ~. '·~¡~_;,;.. · :<·:i,· '. .. ~ .:;\r.: ··:·:·.·.·:· 

Debemos tomar en cuenta que, la ac.c.ió.n ti~ne .~q;té1rni6o (d~·nfro'delcual 
debe ser ejercitada, de no hacerlo, o se ~xtin~~~;:~:¿; ~¡ ·~:;·¿'~'Ci~dÓ: ~·d~uiere el 

poder de anularla con la excepción ~ .. ~· -~;;~~~ri.pci¿· :.\t~j::~~~-'l . . 

,. ;°'~:~t~;f ~:~;~i~gü~~~i~iWi~r~t~\i~~.~1~~!~·:~:;~:,;~:::: 
derecho· deducido .o or,deduc1r.:en· un 1u1c10:«:· c·i.;·/:,:/ · . 

': ~o;; últi~-J~;¡;~ "á'cción :tamb1 ~ ~ ~ .. ~" ~~,~~tgJ1:~;, ~orno el derecho subjetivo 

autó~orno Y.coricret.6. AHtó16ní6• por_qu~ existe pOr sí mismo, independientemente 

de la existencia .de un derech~ subjetÍv~ sustancial y concreto, porque está dirigido 

TESIS co~i·---"i 
FALLA DE ORlGE~j 
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a obtener una determinada providencia jurisdiccional, favorable a la petición del 

reclamante. 

Calamandrei40 determina que de acuerdo a la doctrina predominante, los 

requisitos de la acción son tres: a) Un cierto hecho especifico juridico, o sea una 

cierta relación entre un hecho y una norma; b) La legitimación, y e) El interés 

procesal. 

a) Como hecho especifico jurídico es, una cierta situación objetiva de 

coincidencia (o excepcionalmente de no coincidencia), que debe verificarse en la 

realidad entre los hechos concretamente ocurridos y los· hechos considerados 

como posibles por una norma jurídica: se podría decir _tambié_n, entre el hecho 

especifico real y un hecho especifico legal. 

b) La legitimación, para que el juez pueda tomar._ las: providencias 

correspondientes a aquella relación entre un hecho especificb c~~cr~t~-y l:anorm~ 
jurídica, no basta que la relación exista objetivamente, es necesario'además, que 

la demanda sea presentada por quien tenga legitimación activa; y, PC>r otra parte, 

que la demanda sea propuesta contra el adversario en cuanto al mismo hecho, 

quien tiene la legitimación pasiva. 

c) El interés es la medida de todas las acciones. El interés procesal para 

obrar y contradecir surge cuando se verifica en concreto aquella circunstancia 

consistente en hacernos. considerar que la satisfacción del interés sustancial 

tutelado por el derecho,. no puede• ser conseguida sin recurrir a la autoridad 

judicial; o sea cuando se ·hace indispensable poner en práctica la garantía 

jurisdiccional. 

4° Cfr. Derecho procesal civl, Op. cit., pp. 50-54. 



25 

1.6 Pruebas 

"La palabra "prueba" corresponde a la acción de probar. La expresión 

"probar" deriva del latín "probare" que, en el significado forense se ·refiere a 

justificar la veracidad de los hechos en que se funda un derecho de alguna de las 

partes en un proceso."41 "Prueba es la justificación de la verdad de lo~. hechos 

controvertidos en juicio, hecha por los medios aÜto~i~ad()S y reconocidos por la 

ley."42 

Para Ovalle Favela43 "la prueba en senfiélo' ~itrléto, es la' obtención del 

cercioramiento del juzgador sobre. los. hecho~.cúy6 e~clare,ciernieD~º .~~ .• n~ce~ario 
para 1a resolución de1 conflicto so.metido a proceso. Én .ese, seDtido'.~.1a ?'rueba e~ 1a 

verificación o confirmación de. las afirmaciones de hecho ·~~pr~s~?as 'p~r 1.as. · 

partes. En sentido amplio, también se designa como prlj~ba ~--t~dg;¡ co~junto d8, 

actos desarrollados por las partes; los tercer~s yel propioj~·~~~ci?·r.~+elfiñ de 

lograr el cerciora miento de éste sobre Jos hechos contr~vertid~~ dt;í~\d'ci~ pru~ba." . 
' ., ,-, • "'-.-... ·:o .i'.:-:.·- .- e . ~ .,.· - ·' - . ··,•.. . -·. ' 

·-~-~-".'. ~> .:·,,-r:r:·-_, 

vigentes." 

una importancia vital. 

'
11 ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho Procesal Civil. Op. cit., p. 217. 
41 Enciclopedia Jur!dica! Omeba, Op. cit., p. 729. 
43 Teorla general del proceso, Op. cit., pp. 313-314. 
44 Derecho Procesal Civil, Op. cit., p. 220. 



26 

Couture45 sostiene: "sólo los hechos .controvertidos son . objeto de prueba. 

Esta conclusión· se apoya en la norma que establece que las pruebas deben 

ceñirse al asunto sobre que se litigá, y las que no le pertenezcan serán 

irremisiblemente desechadas de oficio, al dictarse la sentencia. y los asuntos 

sobre que se litiga son, sin duda, aquellos que han sido objeto de proposiciones 

contradictorias en lo.s escritos de las partes." 

La prúeba debe sei pertinente, debe de: versar sobre los hechos objeto de 

. demostración~ ¡~fr.idónea,; como el medio indicado para hacerlo, de lo contrario 

será dese~hada
0

1a'li~~ba. Es importante, porque la finalidad de la prueba es la de 

formarconvicC::i~n .al juez respecto a la existencia y circunstancia de los hechos 

objeto del litig_io .. · 

-¿QÚien debe probar?~. al respecto Couture46 nos dice: "la carga de la prueba 

es un imperativo del propio interés de cada litigante, es una circunstancia de 

riesgo que consiste 'en que quien no prueba los hechos que ha de probar, pierde el 

pleito. Por su parte el actortiene la carga de la prueba de los hechos constitutivos 

de la obligación, y si no la produce, pierde el pleito, aunque el demandado no 

pruebe nada. Si el demandado no quiere sucumbir. como consecuencia de la 

prueba .dada por el. actor, entonces. él, a su vez, debe producir la prueba de los 

hechos extintivos de la obligación; y si no .lo hace, pierde." 
·~ ' ' 

. Por. ú1Íif!1o. mencionaremo.s}e maner~,'res~mida algunos de los princ1p1os 

generales relativos~ la prueba;.~~ñalad~s ·p~r '~1 procesalista Eduardo Pallares47
: 

·:·= .- ,_.· ;_-.¡·;_ '. ::·. '·' -" . ·: __ >···e'.:-·::··<"'/.,'.·.'· : .. 

. 1.- El juez no debe juzgar por el
0

co~ocimie~to fuera del proceso que tenga de 

los hechos controvertidos, únicamente debe atenerse a las constancias del 

expediente; 

45 Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Ed. Depalma, Buenos Aires, 198.5, p. 223. 
46 COUTURE, Eduardo J., Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Op. cit:, p. 243. 
" Derecho Procesal Civil, Op. et., pp. 362-363. 
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2.- En principio, las pruebas deben ser producidas por las partes, aunque el 

juez puede pedirlas para mejor resolver; 

3.- Las pruebas deben ser rendidas en debate contradictorio, o por lo menos 

dando oportunidad a las dos partes para producirlas Y. objetarlas. ·De no ser así, 

son ineficaces; 

4.- No deben admitirse las siguientes pruebas: 

a) Las impertinentes; 

b) Las contrarias al derecho; 

c) Las inmorales; 

d) Las que se refieran a hechos imposibles o notorios; 

e) Las que se refieran a hechos cuya existencia o inexistencia no está 

controvertida en el juicio: 

f) Las que sean contrarias a la dignidad del hombre; 

g) Aquéllas sobre las cuales haya cosa juzgadá. 

5.- Las pruebas rendidas en contravenC:ió~ de'.1.ás reglá~ de la ley, son nulas. 

1.7 Sentencia 

"El proceso supone una actividad generadora ~ele' ~ct~s jurfdicamente . 

reglados, encaminados todos a obtener u~a . dete~nii~~dá r~s~l~ciÓn 
jurisdiccional."413 A esta resolución se le denomina ~orllla1rri~n't~ ~¡;nte~ci~ y, es 

producto del órgano jurisdiccional que dirime, · con fu.e~~ 'villclllativa, una 

controversia entre partes. 

"En su acepción forense la palabra "sentencia" tiene su orig13n.en~lvocablo 
latino "sententia" que significa decisión del juez o del árbitro (los ~rbiÍros dictan 

laudos). En efecto, la sentencia en el Derecho Reman(). constituía. la: fase 

culminante del proceso que se realizaba delante del juez. L~ misión' del juez 

estribaba en examinar el asunto. comprobar los hechos relacionados con é.1 y en 

hacer una sentencia en la que aplicaba los principios de Derechos puestos en 

46 DE PINA, Rafael I CASTILLO LARRAÑAGA, José, Dererecho Procesal Clvll, Op. cit., p. 202. 

.. ·~ TESIS CON 
FALLA DE 0!.llGEN 
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juego. A su vez la pal~br~: se_ntencia; aplicada a la ac;tuació~:final del juez en un 

proceso resueÍto por é1, se originá del verbo latino '.'seniire, sentiendo'.', porque el 

juzgador decide eÍ. problerlia '.cÓntroverticJó'q~~ le ha' Jid~ SOrTI~tidO CClnforme a -10 

que él siente de lo adtuád~ anie é1.u49 _ 

Para Chiov~nda~_ la .sentencia_~s ~el upr~~u~6ia~Ienlb ~bbr~ la demanda de 

fondo, o mejor, la' resoÍuciÓn deÍ juez que afir~a-exi~t~_nte ó 'inexistente la voluntad 

concreta d.e ley deduCida .~-~ ~.ú!?i~.·:~\· ,~, º;:~~ · ,-, .. _,,,, · ~·~,~'.'·· :.<· 

Para el procesalista Eduardo Paliares51 "sentencia .. es el adtó jurisdiccional 

por medio del cual el juez resuelve las cuestiones principalesjnaieria del juicio o 

las Incidentales que hayan surgido durante el proceso." 

Las sentencias interlocutorias son aquellas pronunciadas durante el curso del 

proceso y resuelven sobre algún punto en particular, resuelven los incidentes de 

previo y especial pronunciamiento, por ejemplo, un incidente de nulidad de 

actuaciones. 

La sentencia debe ser un acto neutral, creado por la declaración de la 

voluntad de un juez, debiendo determinar lo que estima procedente y fundado, 

apoyado en los hechos y pruebas aportadas por las partes, regido siempre por la 

norma jurídica. Las sentencias deben ·ser congruentes con las cuestiones 

planteadas en la litis, el juez no debe ,de resolver sobre aquellas cuestiones que no 

- le fueron expuesta_s en el proceso. También deben ser claras y precisas, es decir, 

se hará un pronunciamiento respecto a cada una de las cuestiones controvertidas, 

de manera ordenada, absolviendo o condenando al demandado. Las sentencias 

deben tener el lugar, fecha, nombre del juez o del tribunal que las pronuncia, los 

nombres _de las partes y el carácter con el que actúan y el objeto del litigio. 

49 ARELLANO GARCIA, Carlos, Derecho procesal civil, Quinta edición, Ed. Porrúa, México, 1998, 
!jl;439. ' • 

Curso de derecho procesal civil, volumen 6, Ed. Oxford, p. 422. 
51 Derecho Procesal Civil, decimotercera edición, Ed.'Pórrúa, México, 1989, p. 430. 
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Lo que se busca en las sentencias es producir consecuencias jurídicas, como 

puede ser, modificar, extinguir, crear, declarar,· retener, respetar, aclarar, 

co.nservar, transmitir o crear derechos y obligaciones, entre '.otros. Estas 

consecuencias jurídicas son pronunciadas por el órgano jurisdiccional, qúien'es el 

sujeto activo en la sent~ncia y es el que resuelve las cuestiones6ontro~ertidas 
principales y accesorias, ·apegándose a la ley vigente. 

Para hablar de sentencia, es necesario distinguir entre sus diferentes tipos: 

- Sentencias definitivas: son las que ponen fin al procedimiento y a la relación 

procesal. Es cuando el juez se pronuncia sobre las pretensiones formuladas en la 

demanda y sobre las defensas formuladas en la contestación, considerándolas 

procedentes o improcedentes. Hay quienes dicen que aquí no termina la función 

de la sentencia, pues es necesario llevarla hasta sus últimos efectos, mediante los 

actos de ejecución o de reconocimiento de la sentencia. 

- Sentencias interlocutorias: son las pronunciadas durante el curso del 

proceso y resuelven sobre algún punto en particular, como puede ser sobre la 

existencia de la relación procesal, sobre el desenvolvimiento y sobre las medidas 

cautelares o provisionales. 

Existen otras clasificaciones que sirven para distinguir el contenido y la 

intención de la sentencia, a saber podemos señalar las siguientes: 

- Sentencias declarativas, son las que no condenan, declaran un estado de 

derecho, o una relación juridica, o una situación de hecho. 

- Sentencias de fondo, deciden sobre las cuestiones litigiosas planteadas en 

la demanda y en la contestación. 

- Sentencias arbitrales, las pronunciadas por árbitros,. g.eneralm,ente ·son 

conocidas como laudos ... , .. - . . ' 
- Sentencias provisionales, producen efectos jurídicos transitorios, y pueden 

ser modificadas. 
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- Sentencias anulables, tienen un vicio legal y pueden ser declaradas nulas 

mediante un recurso o una acción. 

~ Sentencias · de bond~na, de61aran procedente la acción Y obligan al 

demandado a efec!Uar u~á pre~tació'n. 
- Se~tenci.~s 'd9,fes~~a,. corlcie#~n.·.~· abs~~lve~ª!.·d'eim¡andad~, ~.()n,s.erlando 
los. dere~ho~ d~I • abi~r o ci0'i d~ma~da~~ 

0

pa~a ~u~ los ejer¿iten en Gn. fuíci~ 
,; i<~:·: .. ·, ' - -. / ,~: --__,.-. ;:.- '" '~ :; 

'' ··; '; distinto .. ·· 

- Seritenbiascoirlplerfi~'ntaria's, son las. pion~nci~d~
0

S;pol"e.1tri~Gna,1 su~erior, 
donde, resuelve que 131 'i~!erio~. omitió decidí; ~obre ~lguna c~~stiÓn,' ' •• ~· 
- Las. sent~rídas consÚtuÚvas;. crean: Ún núevo estado de.~derecho, 
extinguiendo o modifÍ~a~clo ciÍr6: 

La sentencia la define Eduardo Pallares de Ía manera siguiente: "Se entiende 

por sentencia ejecutoriada la que no puede ser impugnada por ningún recurso 

ordinario, pero sí puede serlo por alguno extraordinario. La sentencia ejecutoriada 

tiene la autoridad de la cosa juzgada formal, pero no necesariamente la de la cosa 

juzgada material. Carece de esta última, porque, según su propia definición puede 

ser revocada o nulificada mediante un recurso extraordinario. La resolución que 

declara ejecutoria una sentencia no admite ningún recurso ordinario pero si el de 

amparo."52 

Una vez que ha quedado firme la sentencia debe ser acatada 

voluntariamente, .de no~ cumplirse, se recurre a la ejecución forzosa de la 

sentencia! .parla. cual el juzgador hace efectiva su determinación. 

1.8 Principios o Garantlas Constitucionales del Proceso 

. Los principios o garantías constitucionales del proceso, son pod.m lado; los 

limites que las leyes procesales imponen al juzgador para garantizar los d~rechos 
de los particulares en toda controversia suscitada ante ellos, de la cual se pide su 

52 Derecho procesal civil, Op. cit. supra, p. 434. 
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solución, y, por otro lado, soñ las reglas a las cuales deben ceñirse losparticulares 

para actuár dentro. de un marco jurídico, donde solicitan la 'aplicáció~ de ley. 

Hoy en día es difícil hablar de un catálogo deprillcipi~s ó 'garantías· 

constitucionales que rijan el proceso, incluso entre . los• t1:1'óri~os y autores del 

derecho no existe un criterio unificado; la razón obedece a'que'cadá u~:b e~'tiende 
por principios procesales cuestiones diversas. Sin e~6arÓo rr\en~ion~remós lós 

criterios de algunos de ellos. .,,, y; ''{' 
. '' -~· 

Alcala-Zamora y Castillo53 enumera sóbre este.terr;á ¡~~ sig~ie'~teis garantías 

del proceso: :··;:. ·· 

. ••· · x .. c<:ic·.·:-.· ~;;Y·<" .· 
a) Independencia de/juzgador.- Los cirrientos;constitucl.Óriales de la actividad 

jurisdiccional dejan mucho que desear.La feyfühd~íll-ental?adadice acerca de la 

independencia funcional de los órganos ju¡Ísdi;e_iona.le,s' y .. en igual. omisión 

incurren las leyes de organización judicial. Puede discutiÍse si a la fórmula de "los . 

jueces son independientes en su función/s6i~ ~~~á~·sornetidos a la ley", deba 

agregarse, como algunos sugieren, "y a ,su ·~6n6i~,,¿~ .. ; ~ si este aditamento 

ofrece mayores inconvenientes que ventaja·i.W~rº·~~b~hac1:1rse una ref6m,ª Pª;ª · 

poder afirmar en un futuro de la ~xist~-n~ia ~~¿u~ a~ié~tiC:o'. Poder Ju~icial. La 

principal falla sobre la independencia furicional de' los juzga'dores y de poder 

disfrutar una jurisdicción actuanci6 C:~n\i:í1~5·á:iit>~6~c:C."05· por 91 1ado de1 

nombramiento y por el de la remoci~n, é!mp~s se encuentr~nen manos del 

Ejecutivo. Pero, todo esto puede beneficÍélrs~,~~;;:'i~s,·,·nuev~s generaciones de 

carrera judicial, quienes podrán ingresar a1 ·Pode¡ .Juciicia1 mediante adecuadas 

oposiciones y estarán libres de toda influencia en su actividad como funcionario. 

b) Imparcialidad del juzgador.- Los códigos procesales tienden a garantizar 

este principio, estableciendo los impedimentos impuestos al funcionario afectado 

53 ALCLA-ZAMORA Y CASTILLO, Nlceto, Derecho Procesal Mexicano, Segunda edición. tomo 1, 
Ed Porrúa, México, 1985, pp.569-588. 
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del deber de·. excusarse y . c~nfi~re7 •. a . las part~s ·.el derec~ci a recusarlo. La 

imparcialidad del . juzgador se encuentra asimismo. protegida ; pe~ ias 'normas 

orgánicas que al· 'deb'retaÍincbmpatibiiidades •y· p~ohibi~ibnes para el desempeño 

de cargos judici~les, . p~rsi&~e~'. coloca~ a. sus tit~'1ar~s en . c~ridiciones de 

administrar jústicia sin haÜarse·.~ediátizados por nadie. 
·:¡;·:·, 
'~ i.:_ - ¡ ... 

c)' Garantla del j~z~adoj' Íeg~~.- la Constitudón prohíbe el func=ian'~miento de ... '.-., . ..: .. ,,, .. --.... · ' - ' . ', .-- '• 

tribunales especiales, así como la existencia de fueros personales o corporativos. 

d). Principio :J~ -~~~isÍL equitativa.- En· el procedimiento a~bitral, las partes 
- : .·.: :.\ : -· _. .·_:· ·,· . ' 

pueden solicitar de l?s á~bitros una decisión de amigables componedores o la 

emisión de un laudo. Ante los jueces públicos no se acoge semejante dualidad. 

e) Plazo razonable para la emisión de las resoluciones judiciales.- Existen 

plazos para la emisión de las resoluciones judiciales, pero en la práctica suelen 

ser letra muerta, porque el exceso de trabajo y la desidia burocrática, conducen a 

su inobservancia, sin que la infracción de tales normas esté bajo pena de algún 

tipo. 

f) Igualdad procedimental de las partes.- Se infiere concr~tamente cuando se 

decretan de oficio diligencias probatorias, el juez habrá .de actuar "sin lesionar el 

derecho de las partes, oyéndolas y procurando en todo su igualdad". 

g) Empleo de la lengua materna.- El idioma judiciaÍ es el "español" o, más 

exactamente, el "castellano", mientras que las lenguas extranjeras se manifiestan 

en forma documental o testimonial y deberán necesitar traducción o interpretación. 

Por su parte Cipriano Gómez Lara54 además de criticar la diversidad de 

criterios que se dan en este tema, dice: "las razones fundamentales, de la unidad 

54 Teorla General del Proceso, Op. cit., p 343. 
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de lo proc~sal,· nos. permiten deducir los principios fundamentales del proceso que, 

a saber son lós sigÚierites": 

1.~ El co.ntenido'de toda proceso es un litigio y sufinalidad es la de resolver 

éste, 

2.~ Toda rel~~ló~'.pr~~es~I tiene una estructura triangular, donde el tri,bunal o .. -.. -·,,-.·-·, .. ·;-.,·. ,-·, '··- - ,,.._,. - ., '.· - ' 

< jüez' está'¿colocadc:í' eri rei vértic'e i súperior; y las dos -partes: con intereses 

c~~irapuéstos~nt~e ~11-~s; ~n_i?s ~Élrtidés inf~riores. 
3.~ EÍ, ~roc~s~ ~s Gn i~rióníenó dinámico, transitorio y proyectivo. Este --- -·-.:;-.· .· .... ,_ ,. _.,. ·-·' -- . . '.. . 

dinamismo debe ériienderse en cuarito a· la estructura misma de la relación entre 

las partes y ~I j~e~, y en cu~nto al encadenamiento de los actos procesales, desde 

el principio hasta el fin. 

-- 4.- El principio de impugnación existe gracias a que el juzgador está obligado 

a. actuar imparcialmente y, además, al hacerlo, debe observar las reglas de la 

lógica, de la igualdad de las partes y de la legalidad en la resolución. Todo esto 

nos lleva a los principios de congruencia y de motivación de la sentencia, los 

cuales deben estar presentes en todo proceso. 

Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala 

ias siguientes garantías procesales eri ~~~ ~rtículos 8º, 14º, 16º y 17, entre otros. 

Articulo 8.-. Esta norma;g~rantiza el .derecho·· de.-petición, el .cual. tOda . 

autoridad•.-j~ri~di~ci,?nal, debe. ~és~~tar;'/si~rl,~re __ ~fcu~ndo sea por-elicrito _·y _de 

manerarespetu~~a, a,I~ c'~~I Í~~e6~rá'~~¡;;er'un~cúerdo ¡scrito de la autorid~d a -

quien se hayá ,dirigido, ~n tireJ~ tielnp6-.i (El tunda~énto de la acción). - -
- . . : -. • ... ·- . - ~ ·- - ·<.:' ; . ' ' ' ' '· .. ' 

', .,: " , - ~,- ·' '. ; ·,· ,·.·, ·:e ' 

Articulo 14.- Esta norma garantiza la audiencia judicial, es decir, nadie podrá 

ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sfr1o mediante -un juicio seguido ante tribunales previamente establecidos, en el 

que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 

leyes expedidas con anterioridad al hecho. Se prohibe la irretroactividad de la ley 
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en perjuicio de persona alguna. (Son normas de seguridad jurídica para no dejar al 

particular en estado de indefensión). 

"La garantía de audiencia se compone, e.n los términos del articulo .14 

constituciOnal, de cuatro garantías especificas, nece~ariamente concurrentes, y 

que son"55
: 

1. La primera garantía se comprende eri. la ~xpr~~lón rn~diante j~ici~,. cuya 

denotación en el articulo 14 constitucional, segundo pé~rai~: se.·refiere a la función 

jurisdiccional, desarrollada mediante una. serie de .acto~ árticuladós entre sí, 
convergentes todos ellos, a 1a decisión de u~ conflicto. Para que 1a priva~iÓn cie 

. cualquier bien tutelado por e1 articulo 14 d~ 1á constitución sea juríc:licaílle~ie . - . \ . : ' - ' ·. .- ' - . 

válida, es necesario que dicho acto esté. precedido de la función jurisdiccional, 

ej~rcida a través dé un procedimiento; do~de el af~ctado tenga plena injerencia a 

efecto de •prodJdr su d~fensa. 
,. ' ,·". . 

2. La segunda garantía consist~ e~ I~ integración de la audiencia, es decir, el 

juicio debe seguirse a.nt~ Jri~~'naies previamente establecidos, corroborando I~ 
garantía establecida en el art.iculo 13 constitucional, nadie puede ser juzgado por 

tribunales especiales, de competencia casuística, creados para conocer· de un 

determinado asunto. El adverbio previamente se refiere a un denotativo de la 

preexistencia de los· tribunales, al caso que deben resolver, con ·capacidad 

genérica para resolverlos. La idea de tribunales no debe entenderse en· su 

acepción formal, es necesario comprender a cualquiera de las autoridades ante 

las que debe seguirse el juicio del que habla el segundo párrafo del articulo 14 

constitucional. Por tanto la garantía de audiencia no sólo es operante frente a los 

tribunales propiamente dichos, o sea, frente a los órganos jurisdiccionales del 

Estado, formal o materialmente hablando, sino también a las autoridades 

administrativas de cualquier tipo, que emitan actos de privación. 

55 BURGOA, Ignacio, Las Garantlas Individuales, Trigésimo segunda edición, Ed. Porrúa, México, 
2000, pp. 548-558. 
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3. En cualquier ·juicio previo al acto de privación deben observarse y 

cumplirse formalidades esenciales, lo cual implica la tercera garantía específica 
' . ·,- ·- .·. .:.· >' 

integrante de lá de audiencia. La autoridad o el órgano decisorio de un juicio, debe 

tener un real y verd~d~ro conocimiento del mismo, a través, del respeto hacia las 
' . .-.,, •, .. 

partes pr~c:esales, para manifestar sus pretensiones. De este modo, la .autoridad. 

an;e quia~ ·d~be r~sol~erse un conflicto, tiene la obligación de dar la oportunidad 

de defensa: Se les llama esenciales a las formalidades, pues sin ellas lafunción 

jurisdiccional no se desempeñaría debida y exhaustivamente. 

4. La cuarta garantía de seguridad jurídica establecida en el artículo aludido, 

estriba en que el fallo o la resolución final del juicio, donde se desarrolla la función 

ju~isdic~ional, debe pronunciarse conforme a las leyes expedidas con ant~rioridad 
al.hecho,, que constituya la causa eficiente de la privación. Esta garantía corrobora 

la contenida en el párrafo primero del artículo 14, de la no retroactividad legal, la 

cu~1.'ope~a,respecto a las normas sustantivas para decir el der~cho en el conflicto 

. juríd.ic~,: pues las normas adjetivas, en la mayoría de los casos, pueden dotarse de 

• eficacia: retrospectiva sin incidir en el vicio .de la retroactividad, salvo ciertas 

exce'pé:iones. 
,_.- .- ' . 

Arlfcula, t6> Est~ ílº~tª g~r~ritii~ el priij~ipio de legalidad, las autoridades 

. tien~n Únié:aniente •· 1as f~~ultáé:J~~ '.ot;;'~g;;;'d~s .~xpresa o implícitamente por las 
_·. ·.,:._;: ·:. ·:. ·.< .:··· ·~;·,,, .... <_':i:;.'.'':: .. ·-~_{,',~;,1,::.·,·::;:·: .... :.,:::.~;:. :.'.-<)':-' ;~:::'·- :;:<' ·; 

·leyes. La á~tori~!jd .• c~a?d?::eje~é:it_a;s~ po~er;,ciebe tener competencia y además 

funda~ y ~áti~a~ cü~1d~'¡~;./¿au'~~,1~~a1 g~n~:radora de una molestia. 
•\ ' ; . ., ··--·; :'. ·--'~ :~ ~\ '.": 

'~ « '>': •, e ,-' ' •;;•,•' .~ 

Al respi;;cto B~~9Jé56 '.cíl~JW) ~i"9JiehtE!:' . 
- ' .... ~-·_,'.·f,,;::_;~~.:'> ·:;,;_':;\:'.' '··-~.,_ •"'.-'·';:.~:~"' ···"·' 

' : <~ ' ;:·' \ ·. -· ;>.~-~- .. )· -. 

. . a) Co~cepte de ttl?d~~inent~ijiónXL~ :f~¿da~entación legal consiste en que, 

los actos d'e mJ1e~if~é.~~n~:Í~n~~o~i~n·~1~rtí631() 16 constitucional, deben basarse 

en una disp~s·i~iÓn ~or~~tiJ~ ª~~~r~'1/~6~ci~ se prevea la situación concreta para 
.·:~·!'-: .<~·'--' '.:~;; ::1 .... 

56 BURGOA, Ignacio, Las GarariÚl!s1~~1Íticl~ar~:; Op. cit., pp. 601-614. 
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la cual sea procedente realizar el acto de autoridad, existente en una ley que lo 

autorice. Es una consecuencia directa del principio 'las autoridades sólo pueden 

hacer lo que la ley les permite'. 

La exigencia de fundar legalmente todo acto .de molestia impone a las 

autoridades las obligaciones siguientes: •.: . 

1. El órgano del Estado para emitir un a~tf éíE!'~?l~s~i~tae~('! ~5:far Ínvestido 

de facultades expresamente consig~adas.,en''1'~ ri~rm~~jJViciif~ pira ernltirl~; • · 

2. El acto debe estar contemplado eó ;~~ n?~~~;' .:d;~L <.~: ·::}:\ .;~ . 
3. El sentido y alcance debE!n ~justá'rsEi··~·I~~ cif~pos{c1cines''~cmn~Úvas que lo 

rijan; ·~!:•: !(•,!;) ''' ''"'<¡/ ::;, · . 
4. El acto ·debe_ d13riva.r'.:ci~:;~~- ~~ri'danÍientc:i• e~~~it().'·en cuyo texto se 

expresen los preceptos ~sp~citiqo's'qt;~·~¡;7~~~Y~~·. 
,_,.:_~ _:~;~~ ~-:. , ·.- .::r?<.~: ~~-~.-·,': 

b) Conce~t,9~f'~-~0.tiva6i~n~;c()H~iste en que las circunstancias y modalidades 

del ca~o ; p~rticul~~:;·'i;~é«~'Jr~f /d~~tro d~I ... marco general correspondiente 

establecido'po?ta .. 1~~' §.~· 1~···n~ces~:ia adecuación que debe hacer la autoridad 

entre! lario~r!i~ 9~11~ta1;1~n:d¡jtoria del acto de molestia y el caso especifico en el 

que ést~ va :a;(ope.rar· éi surtir sus. efectos. Sin dicha adecuación se violaría 

íntegrament~: la ,·9~~~~¡ta de legalidad. La autoridad responsable debe dar los 

motivo~ jÚstific~hci~'Ía:·~glic~ción correspondiente, manifestándolos en los hechos 
' _,_ - , ..... '''';.!'-- ,, 

y circunstaric::ias objetivas de cada caso para encuadrarlo dentro de los supuestos 
"···, ... --

preyisiós·en la .norma. Lo anterior, con el objeto de que el afectado conozca los 

rn,ouvos'icie{'acto de molestia y se encuentre en condiciones de producir su 

defensa. 

c) La motivación legal y la facultad discrecional. La adecuación no siempre 

. debe_ ser exacta, pues las leyes otorgan a las autoridades administrativas y 

judiciales la facultad discrecional para determinar si el caso para resolver 

encuadra dentro del supuesto abstracto previsto por la ley. La facultad debe 

consignarse en una disposición legal, es decir, la discrecionalidad es una potestad 

decisoria existente dentro de supuestos generales consagrados en la norma 
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jurídica. Es el poder.de aprerila~ión de una autoridad respecto de un caso concreto 

para· encuadrarle) d~ntro~ d~ 1~ 'tilpótesis normativa preexistente, cuyos elementos 

. esenciales deb~rl ri~cesariamente observarse. 

d) •. Goncufr~n'cia indis'f iJnsábÍe de la fundamentación y. de .1a motivación 

/ega/~s.:Amba~ condicio~e~ de validez constitucional del acto de molestia deben 

necesa;iáment~''6on6~r~ir e~ el caso concreto, de lo contr~rio se violaría el 

precepto ~nstituci~nal señalado. El acto de.molestia debe esta~ apÓyado en una 

ley y en el caso de existir la ~ituación cOncreta respecto a ia quese:l'eali?e ~ich~ 
. acto de autoridad, debe estar c6mprendicja dent~o de la.disposl?Íón;general 

invocada. "El espíritu del artículo no es que los pr6veído~ respe"c;tÍv~~ 6b'~t~~gan 
los preceptos legales en que se. apoyan, sino que realm,ente e~l~t~. iTI,6~1Jdépara 
dictarlos y exista un precepto de ley que los funde."57 De acuerc~fo:~f ártí6uÍp 1a· 
constitucional, todo acto de autoridad debe estar adecuada y ~~fÍ6i~~terÍiente 
fundado -expresar con precisión el precepto legal aplicado !ii ca~~\;~Citiv~do...; 
señalar con precisión las circunstancias especiales, razones part16~1~i~~d causas 

inmediatas que hayan tenido en consideración para la emisión ·~,elá.cto, siendo 

necesaria la adecuación entre los motivos aducidos y las norm,as aplicables al 

caso concreto. 

Artfculo 17.- Esta norma tiene gran importancia en el proceso· porque da 

nacimiento a la acción procesal. Señala que nadie puede hacerse justicia pÓr sí 

mismo ni ejercer violend~ para ~~clarnar SIJS derechos, es decir/ elp~~i6~1ar está 

obligado a acudir ante el Órgari~ jurisdÍccional a demandar justicia: a ~xlgir la 

actualización de la ley en su favor. El Estado asume la obligación de administrar 

justicia y de garantizar y hacer efectiva la paz pública. Se contempla el principio de 

compactación, se prohíbe que un proceso pueda prolongarse a lo largo del tiempo 

por causas injustificadas. 

57 BURGOA, Ignacio, Garantfas Individuales Op. cit., p. 606. 



38 

Burgoa58 señala lo siguiente: "Este precepto de nuestra Ley Fundamental 

encierra tres garantfas de seguridad jurfdica que se traducen": 
- ,· . ,. -

a} La primera garantía esiá' concebida en los siguientes términos: Nadie 

puedé ser aprisionado por d~udas de ca~ácter ~p!arfiente civil. Esta garantía 

confirma el prinCipio juddico de nullum delict~m;hul/~.·ÍJ<J,ena sine /ege. Solamente 

un heého ~eputado por la ley como delito .p.uéde ~~r ~onsi~erado como ta.1 y ser 

susceptible de sancionarse penalmente: Por éíicie; 'una deuda proveniente de un 

actci o rel~~ión jurídicos civiles' en sí mi~+o~. ·~;, ,est,imadospo~ la 1.ey corno 

delictuosos,. no puede engendrar una ..• san~i<)n:pé~al (conici.~s·la ~riyació~··. a la 

libertad}, pues ésta se reserva a los délitcis: ÍÚ~rt'idu1~ 17 con~titúcio;,ii1 vien~ a 

confirmar ·la garantía.· de la exacta ~P,.1.ié~ci,Ón·~~ '. I~ \~y. ~~··materia '.penal, 

ú.nicamente podrá aplicarse una p~na: pré~i~Íá': e;x~f.esi,·i'~~~te pÓ~~ la 1e'y para un 

determinado delito, hecho calificado legalrnenté'coino't8'( :, . ; 
. ,., '"-"· - . ·:¡:' - . 

·,·>--, 

El . carácter ci~il de una· deuda, 'se debe'JU~~ 8; ~ó~te~~ri •·en eacía. caso, 

aiendiendo al criterio de si en su origen no ~-~ le aÍribuy~ a 'u~ heph«J, tipificado por 

la ley como delito. i.a garantÍa de seguridad 1e;cia al goberriacio un derecho 

~~bjetivo pÚb1i60, con~i¿tente e~ la fac~ltad de 6°poii~~s~ Jurfdi~lllé~íe a ;u~lquier 
autoridad estatal que pretenda pd~arlo de su '1ibert~d a'~usa d~ una deuda civil 

contraída a favor c:le otra persona y, encontraposiciÓn, >est~ garantía es una 

limitante p~ra . el E~tado, quien debe . abstenerse de ~'riv~r cie la libertad a un 

gobernado poruna cíe~da no proveniente de un h~ch~ calificado expresamente 

po~ la ley como delito; 

b} Laseg¿;,dagarantia de s~guridad jurídiea·consiste en: "ninguna persona 

puede hacérs~ ju:sticia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su 

derecho'.'~ Est~ disposición· no· conÍiene enisí un~~·ga¡.antfa, sino más bien se 

traduce· en imponer al gobernado dos deberes' negativos: No hacerse justicia por 

su propia mano y no ejercer violencia para tecla,;.,a(su derecho. Pero, a su vez 

58 BURGOA, Ignacio, Las Garantías Individuales; Op. cit:; pp. 635-639. 
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contiene. tácitamente para los gobernados un deber positivo: Acudir a /as 

autoridades est~tales en demanda para reclamar sus derechos. 

Sin· embargo, en mi opinión, el titular de __ un derecho puede abstenerse de 

reclamarlo, y la persona a quien la ley le 'da -una acción en juicio, puede 

abste~erse de ejercitarla, sin la obligación en u~ caso o en otro, de tener el deber 

positivo _de reclamar un derecho o de ejercer una acción. -

- -

c) La tercera garantía consiste en: "Los tribunal_es estarán expeditos para 

administrar justicia en los plazos y términos _que _fije la ley". La -garantía de 

seguridad jurídica establecida a favor del ·gobernado" se trad~ce en _la 

imposibilidad de las autoridades judiciales para retardar o entorpecer 

indefinidamente la función de administrar_ justicia, teniendo, por el contrario, la 

obligación de sustanciar y resolver los júicios ventilados ante ellas, dentro de los 

términos consignados en las leyes procesales. Es una obligación inminentemente 

positiva, si la autoridad se niega a despachar un asunto de manera injustificada, 

constituye un delito de abuso de autoridad. 

La última parte del artículo 17 constitucional consagra la manera gratuita de 

desempeñar la función jurisdiccional. Ninguna autoridad puede cob~ar a las partes 

remuneración alguna por sus servicios, traduciéndose _esta obligación 

constitucional de no cobrar costas procesales. Actualmente, :en -los :juicios 

arbitrales, se les paga a los árbitros. 
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CAPITULO 11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

1. CONCEPTO 

La Administración Pública realiza sus actividades con . base en las 

atribuciones legales concedidas para ella y la forma d~, mat~rializar •. esas·.· 

atribuciones lo ha.ce através de Jos actos administrati~os; ~or{.1od~uales.~eali~a 
sus f.u~ci.one~) El. a~;?.• f!~m!f,i~f[~P~O,•, e~/~lai}nª2!!€lf t~ci~~ •• ~~ • .• 1~i v~l;~nt~d . d,el 
funcionario publico. por medio del cual el órgano estatal realiza sus act1v1dades. 

,_ ·~''<': :~- . , '· . - -- ·.~.'-.·(', ' ·r:' ·· :1:~; · . . ¡.";'- ' . . 

,;•·' ;-/:¿;~ :X , .. · -.-::.<,;:. >.i~···" : :\_;~:.:~~:=:.~~<·~; 

voluntad. en d~t~r~i.~a~?~,~~ti'ci'~. E1};;,·~gA~i.st~<ª~:ti.uscii·r·~1inle'~és'púb1ic6.•·v p6r · 

último, Ja for,;á €JS Ja nj~t~ri~1ii;61óHd~1'ai:íci ~Ísmo. ' i.\/ 

"El. a~to adnii~ist~~tiv,~.;cj~'~e's~r nl:Jufiriado, cuando af~;ct~ ~I :~~~i~ular, Rara 

que. surta sus/~i~i:t~s ·a p~itiré'cie ·u;, . momento. ~á·ao demtro de!1' tif mpd y que, a 

partir de ese 1Tlom13~to'/~1p;rt.i~Úla~ lo.con6zca,·ya que lo p~Íj~~ic~·o.16ba'neficia, 
y es punto de partida para ~I ¿umplimiento voluntario o.la ~j~cGdó~forzÓs~. o, en 

su caso, la inici~ciÓn de unpr~ces~ administrativo c:Íeimpu~~aciÓn.;'59 

•• ACOSTA ROMERO, Miguel, Teoría General del Derecho Administrativo, Primer curso, 
Declmoprímera edición; Ed. Porrúa, México, 1993, p. 779. 
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De esta manera nos introd~cimos al. tema del procedimiento administrativo y 

para el caso nos referimos a lo:s~ñalac:f~ por MarHnez Vera60, q~iendice: Para la 

realización. del acto.,adminlstrativo, se r1ecesitadeun p~ocedimiento' tendiente a 

perfeccionar la función ·acJ~inÍstrativa. Las funciones legislati~a y judicial cuentan 

con un procedimiento esp'ecial, teniendo por objeto la realización de propósitos; en 

la función legislativa pcirejemplo: el procedimiento comienza con la iniciativa de 

ley, continúa con la discusión y culmina con la aprobación, El procedimiento 

judicial comienza con la presentación de la demanda, mediante la cual se le pone 

de manifiesto al juez el conflicto existente; continúa con la comprobación que hace 

el juez de ese conflicto y culmina con la emisión de la sentencia, mediante la cual, 

la autoridad resuelve dicho conflicto. Al igual que en estas dos funciones, en la 

administrativa se hace indispensable la existencia de un procedimiento por medio 

del cual se actualice la actividad de los organismos correspondientes. 

En 1917 surge. la·. nec::E!s,i~.ad .. ·de . crear un procedimiento administrativo, 

acudiendo al procedimiento\j~di,Cial!;para adáptar sus i~stitucici~es'a la función 

administrativa. Sin, embargo,' ésü:i presento )ncovenientes, debido a las propias 

características del . procedimiento 'judicial, . siendo 'inaplicable al derecho 

adm.inistrativo~ púes en el priITíero, el conflictb d~ intereses existe desde el 

principio,· como ya lo vimos en el capítulo primero del presente trabajo, en tanto 

que en .el procedimiento administrativo el conflicto surge cuando se dicta la 

resolución. 

Por estas razones, Martínez Vera señala lo siguiente: "En síntesis, podemos 

afirmar que en nuestro país el procedimiento administrativo no se ha integrado 

debidamente, ya que adolece de serios defectos de sistematización; así vemos 

por ejemplo, en la determinación de los créditos fiscales, en el otorgamiento de las 

concesiones, en los actos de expropiación, en la naturalización de los extranjeros, 

60 MARTINEZ VERA, Rogello, Nociones de Derecho Administrativo, Primera edición, Ed. Banca y 
Comercio, México, 1967, p. 145. 
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etc., se adoptan procedimientos totalmente distintos para la realizaCión de la 

función administr~tiva."61 

. . . 

' ·., -

Cuando la autorid.ad (sujeto activo)dicta una resolución (manifestación de la 

voluntad), debe exponer los motivos que tuvo;· _a fin de que el gobernado (sujeto 

pasivo) esté en posibilidad de conocer las ra~oiies.~.~Úsas.ffundamentos de 

dicha resolución. De esta manera, la activid.ad ·a~rfiinisfraliva' se desenvuelve 

mediante procedimientos diversos, h~sta ~¡ pUnt() 'd~ a9rrT1.~r qúe · I~ actuación a 

través de un procedimiento, .. es· .. ·. 'uri ;~ri~~¡·pjJ\ci~Í\o~r~fh.o' Administrativo. El 

procedimiento administrativo ~onstituye tiCiy:la: f~rrilaci,~:1a función administrativa, 

de la misma manera que el pr~c~~'b· ¡;;•;;s de ~kf3~ció~ júdiciaL Sin embargo, el 
' '· .-¡;·;·· ''.': ,;·t' : ····-.·-r· .. ,.,-. · ._, ' 

procedimiento administrativ() ~.o.s~.:ha·i~t~grá:~a'~.ebi~amente en nuestro país, 

pues tiene problemas de sistem~Íiz~biÓA.'.cie'.c~difi~~i;¡ó~-y 8e certeza. 
~ . . ., - . - - • . "' ?'-' ' , .•.. , •. -:- ' '·"· ::. .• ·. --;~ .;; .• _"' ~- ., 

-. ': -,.!_': .·-· :-i ::x, ·. ' ·;,¡,:.,, ::i~ 

Sin. ernbar~o, .~~i<lx~é13ciirniénto' a~tf~i~traÚvo ~p:nstituye un instrumento 

formal, nec13s~rio ~~ra'1~ pr~d~+ió~df l°:~.!3ctb~.defa'~~rn}riistración, puesto que 

él . misrrio es ,el ,qu~)e ·~ª· El . d~rja ,C:ondiclón .de ~~lid~~ a:·~~tos.' ya que de no 

seguirs13 eÍ_ pr~c139lrnie.,ntoi pre~ist°: p~r · ~l;o~~~ra';;,íe
0

~l() i~g~I. el · a,cto que se 

produz~~ ~~lar~·.• af~~tado:de Ueg~lidacf p6r.-~i~io'i~d~·¡··procédl;,,ié~t6. Para la 

ádministraciÓn, ~I procedimiento adm·i~i~t~ativo~.i~'ne a.constituir una garantía de 

eficada, d6nde ella tiene ,la preiensiÓnh 'di'ct~;·su~· actos conforme a derecho, a 

fin .de rnant~ner. ~I; Í[llperio de ja legalid~d ~ justici~ en el ejercicio de la función 

admlnisfrativa.,; El procedirJ:iient°: es de carácter. bilateral, pues constituye un 

element~ regulador de la rela~ló~ jurídico-administrativa, vincula a las partes 

interve.~ient~s (~utorid~~~g.obernado), a través del cual se establecen derechos, 

obligaciones y cargas, en las distintas fases del procedimiento hasta concluir con 

la decisión final."62 

61 MARTINEZ VERA, Rogello, Nociones de Derecho Administrativo, Op. cit., p. 146. 
62 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto / ESPINOSA, Manuel, Compendio de Derecho 
Administrativo, Primer curso, Segunda edición, México, 1997, pp. 216-217. 
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El procedimiento administrativo. es .una·. serie de·. actos . heterogéneos 

emanados de la a~mlnlst~a~lón,y ~él p~rti~uiár, dirigidos a la producciÓn de un 

acto administr~,ti~o'acie6ua~o ái o~dena~ie~to,jurídico 6 también a la efectividad 

de ese mismo aéto:j i/' . ' r·.? : ,· ' ! 
'·;· __ ;>. ~,:::-¡ -·- : ;": ' 

El proc*di~ieri,to adrTl·i~ist~~Üvo señala las formalidades y. trámites que debe 

·cumplir, la Ad~ínisÍ~aci'Ón,:.:::eri eli~Íe~bicio d~ •. la función administrativa- y los 

administrad~s.+-en ~~·g~stiÓ~ indiv~d~al cuando colaboran en el ejercicio de la 

· fun~lón. administratÍ~a-::, E~ la· r~g~Í~~iÓn. para el ejercicio de las prerrogativas 

públicas y derechos subjetivos: Es ~n instrumento del gobernado, para defender 

sus derechos y acceder a la justicia administrativa, tanto para crear actos, cuanto 

para impugnarlos. También' constituye una garantía de los derechos de los 

administrados,' debi~ndo ,, asegurar la pronta y eficaz satisfacción del interés 

público, mediante la adopción de medidas y decisiones necesarias para cumplirlo. 

El procedimi~~to' , acl~inistr~tivo vincula a dos sujetos de derecho: 

administrado~ad~i~ist~~di6~; '105 ~uales dan origen a una relación jurídica distinta 

de la material, entré': el órgano emisor del acto final y el particular quien actúa 

. éomo '· part~' erí'e~~ pr~cedlrnie~to. ,'Aún .. na· ha''sido debidamente integrado en 
,_ . - ., - '·- : ' -· ·:;.; -- , __ ' .. - ~ 

nuestro. país,. pu.es. ac:fóféce de· riuinérosos defectos de orden y sistema. Es un 

elellleritb indispens~ble'.·pue~ mediante él se regulan las necesarias relaciones 

· entré los óiganos del: Estád~ y los particulares. Considero al procedimiento 

' ~dministn:Íti,yo eb ~iguno~ casos como incierto y a veces inexistente en ciertos 

aspectos de los actos administrados. 
•.. ' i :<_<> .' ' 

El procedimiento concluye con la resolución; por la realización del acto, en 

.caso ·.de ser el ·acto de ejecución, ya sea interna o coactiva, este último; de 

acuerdo 'con - los procedimientos de ejecución respectivos, -pór, el'.: silencio 

. administrativo o por el sobreseimiento del procedimiento. Es necesario llevar: a 

63 DIEZ, Manuel Maria, Manual da Derecho Administrativo, Sexta edición, Tomo 11, Ed. Plus Ultra, 
Buenos Aires, 1997, p. 460. 
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cabo una formalidad más del procedimiento, la misma, consiste en notificar el acto 

administrati~o • para surtir • sus efectos, crear, modificar, transmitir o extinguir 

derech~s y obHgaci~nes. La notificación es el acto por el cual la Administración 

Pública hac~ saber; e~ fÓrrria fehaciente y formal, a aquellos a quienes va dirigido 

el acto ~dilli~i~tratil/~,: éste,} sus efe~tos. El Derecho Administrativo ha adoptado 

varias forrrías de notificaéión dél Derecho Procesal, como la notificación personal, 

que e~ fo~n'ia1~' hay ·~tra~''·notifi~ciones como son por correo certifieado, por 

telegrama, media~te la publi~ción en el Diario Oficial de la Federación y por otros 

medios ~() aé:~ptados pClr el Derecho Procesal, pero sí por el Derecho 

Administrativo. Los efectos' de la notificación consisten: que el administrado tenga 

conocimiento del acto administrativo, sea un punto de partida para el cumplimiento 

deº tos derechos y obligaciones que' impone' ei acto administrativo y ser un punto 

de partida para hacer valer, de,ntro de Ln ~~io qu~se¡Íialer:i las leyes, los medios 

de impugnación,. ya sean administralivos o j~risdiccionales. 64 

; : ' ... ~-. -.- ,. ·« • ~: .~ - - ,,., 

"En un·· E!:>tado dé·,·• derecho lo~'.· acios•'~e ',fa /Administración .·y .. · de los 

administrados.· necesitan forzo.~a y: nec~s~ri~IT1er1t~'sujet~r~e ~ u~ détern~inado 
procedimiento,·. ya •. qu~, és~e .• ?~n~titu~~ 0el,~ont~~1n,urtdica·~~e ~~n8;:org~~i~ación · 
administrativa; sin em~~rgo,' .. ennL~s~~~p7r~ ~¿~~~las~for~~.s ~e;Rr~~~dirnie~to 
administrativo·. ~ue' s~ hari ·. id~·{c;~~~~~ tl~ñ~~il.··(~¿~; q~f a.\·ga~aníÍ~ar·:; el.' ~fie¡I 
cumplimiento d,e 'ª 1ey, .ª daríe.~a~f 0fiea§i~~:B{~~1~~.d~·'.ª·~ci~·i.nís!r.ación .•. Eri 
otras palabras, lo que se ilá ido: éreanci'é; ;y aun perfecci~nando,' no 'es un 

procedimiento · prevenÚ~o. sino }!l~re~iv~':'YEstá '.~s la r~zón ··por la cual, el 

procedimi~nto ad~inistrativo . lll~xi~no ···e; i~·cie~o, ·. dud~so y a veces hasta 

inexistente en algunos aspectos de los actós de los administrados, y a tal grado 

resulta grave esta situación,.que corí ella se propicia la arbitrariedad y la insolencia 

de las personas encargadas de tramitar o. resolver las instancias que presentan los 

particulares, cuando no están de acuerdo con una resolución del órgano estatal, y 

como cada día es mayor la intervención de los órganos públicos en la actividad de 

64 ACOSTA ROMERO, Miguel, Teorla General del Derecho Administrativo, Primer curso, Op. cit., 
p. 780. 
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las personas, resulta sumamente urgente la codificación del Derecho 

Administrativo proclamada por varios autores, y la sistematización del 

procedimiento y los recursos."65 

1.1 Los sujetos 

. . 

Cuando el acto administrativo satisface. todos los· requisitos, tanto de· fondo 

como de forma, exigidos por la ley, produce sus efectos, de iÓ c6'ntrk~iop~ede 
nulificarse. Si los sujetos participantes en el actÓ "c~mpÍén ;~oluntadamente y 

satisfacen las obligaciones emanadas de· ~IJs _C,ohs~~u~·~.ci.as,~l;kctt; s~ exi\ngue, 

de lo contrario, el Estado debe intervenir pa~a ~bliga~ al.su]et6 ~brcis~ó. > . 
'· ,·.,·. •.e \ •• :." '-""••,- .. "\< .. -, ,• ', ,'."."' •'>' 

Los sujetos en el proc~dimlentÓ; a~llliñ,isfrativ9 ; s"cJ1:>~1! adrnli]lstra~ó · o 

gobernado y la Administración Públick Cent~~1ik~d~ "y· ~~r~est~iai' ~(1k ~uto~idad, 
incluyendo a los organismos descentralizados (aún cua~do la Suprem~"Corte de 

Justicia de la Nación ha sostenido ~u~·~c, sÓ'ri aut6ridad "pa~a ~f~~to~ d~I Arnp~ro). 
- :· ., ·:: "'.~::.· :··/.(· ·.~·:.;: 

"El protagonista máx_imo del procedimiento administrativo -lo mi~m()·~üe lo es 

el Juez en el prC:Ícéso-,esJsin duda, un órgano de la Administración Pública. De 

otra parte están los ~uj;tÓspasi~Ós, interesados o afectados por el pró6~dimi~nto, 
que pueden ser simple~ parti~ulares o también otras Administradon~~ Públicas."00 

;· . . : .;:, -· ·' '·.· '· . ·-· 
Siempre qu_e la Administración Pública actúe en el Derecho Privado." 

En. el proceso. administrativo, normalmente es parte demandante· persona 

distinta a la ·administración pública de donde emana el acto frente al cual se 

. deduce la pretensión. Al imperar en derecho administrativo el sistema de 

autodefensa o autotutela administrativa, la administración pública no tiene que 

acudir a la fórmula procesal para satisfacer sus pretensiones, y las personas 

relacionadas con ella, tienen que acudir a la administración para hacer valer las 

65 MARTINEZ VERA, Rogello, Nociones de Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 251-252. 
66 PARADA, Ramón, Derecho Admlnistralivo, Octava edición, Ed. Ediciones Jurídicas, Madrid, 
1996, p. 238. 



46 

suyas. Por lo general, el demandante es la administración pública y los 

demandados -los particulares. Se ha puesto, en ocasiones, en tela de juicio la 

existencia de "verdaderas' partes en un proceso administrativo. Se niega er 

carácter de parte tanto al particular demandante como a la administración que 

acude al proceso a defender el acto o disposición, cuya anulación se pretende-. Lo 

primero porque obra procesalmente a favor del interés público; lo segundo; ~arque -
la posición---- de .. _ pa~cialidad ._asumida por la administración -en -_el - p~oC:eso 
administrativo es purámente'_f¿rmal, ya ·que la imparcialidad del Estado se refleja 

también _en los órtiari~~ ~ci'mfMist~~tivos. 67 

-."., ·~ :. : ,,,:. !'.,:,._,· -:-.'>~ ·" 

González Perez~ da.;a-si~u.iente'~lasifi~acióndepartes: _. 

Parte directa y ~arte in~ire~t~,>ia:ipri~era se~ ~a cuando los _actos recaen en 

su esfera jurídica y I~ _ seg~nda c~~~ifo los a6tos}ecaeÍl ~n .la esfera'jurídica de 

otro. En los casos de représentaCióri, ,fo úrii~a p~~e prece~al,se¡rá, aquella p~r la __ 

que se actúa, es decir, no el r~p;e~~it~nte, sin~.~¡ ~epre~~;~tada:'En I~~ casos de. 

sustitución, la parte procesal será, por ~I c~nt~ari6: 1~ q~e a.btÚ~ en' el proc'eso y no 

aquélla por la que ·se actúa~ .; :-.'-\-~/--:":_\ · ::·;·< :-:i~:;·,··} ._-,-/::~·-~r{~ -:» 

-~: '?:-~ , '.'·-: ,.·,- ~ ,.-- --
Parte principal y accésori~.>s,egÚn, : si•· 1a'~ ~r~i~nsiÓ~·r~e· f?rrri~I~ he -manera 

autónoma o subor~inada a' la pretensiónde; ofra p-~rsona;:pue¡cien-distinguirse las 

partes principales y ~~cesoria.s. L~s prinéip~l~ss~~ ~ti~nes
0 

for:nulan y enfrentan 

la pretensión de rnane;a ~·utónom~. Las~c~e'só'ri~~~'. a~;ú~n-dé ~oda s~bordinado 
respecto a la posición de otra persona. por'ejemplo; los' llamados "coadyuvantes" . 

. :_.;·· :::<.::~·:.et< :_-- _:.-, -- --

Partes simple~\-~últip/es, las primeras se dan cuando la pretensión se 

mantiene por. un solo sujeto frente a un solo sujeto. Las segundas se dan en el 

caso coritr'ario, puede darse en sujeto activo -cuando la pretensión se mantiene 

61 GONZALEZ PEREZ, Jesús, Derecho Procesal Administrativo Mexicano, Segunda edición, Ed. 
Porrúa, México, 1997, p. 98. 
08 Derecho Procesal Administrativo Mexicano, Op. Cit .. pp. 99-101. 
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por varios sujetos-; y en el 5cujeto pa~lvo -cuan~o se deduce frente a varios-, y en 

ambos casos -cuaridó ~e rriantién~ por:iiarids sujetos frente a varios-. 

. . . . ; ~" .·. ; . ;,> ·. . •.. ··•···· i ·.··· 
La a~toridad ad111inist~ati~a, : t.i~ne; lc:>s siguientes derechos procesales: 1) 

iniciar de oficio eltrániite administrativo; 2) sancionar a los interesados por faltas 
! ·. . . . '- ': > .. ; •' - ·->~ ·-~:-:'.:· ·' ;':,· ··:' -'·.-.< : '. ,<_ 

procesales, 3) delegaíf a·vacar, competencia; 4) apreciar con libre convicción las 

prueba~; S) re~olver .1~~ ;.{C:íua~iC>n~~·~obre el fondo; 6) adoptar las medidas 

necesarias pa~~ la celerid~cleé'6nómica y eficacia del trámite; 7) impulsar de oficio 

~I procedimiento; á)realizar '1as ~~tificaclones de toda decisión definitiva que 

afecte derechos subjetivos, disponga emplazamientos, citaciones, vistas; 9) 

respetar IÓs plazos;. y fo) realizar las diligencias tendientes a la averiguación de 

los hechos. 69 

1.2 De oficio y a petición de parte 

Procedimiento de Oficio, en él la actividad de la administración se inicia por el 

impulso interno derivado de la voluntad administrativa. Lo llevan a cabo las 

autoridades en cumplimiento de sus obligaciones; por ejemplo en los 

procedimientos seguidos ante la Comisión Federal de Competencia, de acuerdo a 
lo establecido por el artículo 30 de la Ley Federal de Competencia Económica: "El 

procedimiento ante la Comisión.se inicia de oficio o a petició~ de parte." 

Procedimiento a petición. de Pf!rfe; 'éste· deb'e ser i';lÍci~.~.o previa, so\icitud del 

gobernado y posteriormente·.· es trámitacfo '.por la\administraC:ión:.: Requiere el 

impulso. del particular para la exp~di~iÓ~ 'ele 4n -~~to aciíri'ini~trativ~,; o para la 

ejecución de éste. 

69 DELAGAOILLO GUTIERREZ, Luis Humberto / ESPINOSA, Manuel, Compendio de Derecho 
Admin!strallvo, Op. cit., p. 217. 
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1.3 Caracterfsticas y requisitos del procedimiento administrativo 

Martfnez Vera70 señala· cuales son las características del procedimiento 

administrativo según Carrillo Flores: 

1. Mayor rapidez en la tramitación de los asuntos debido a que en ellos se 

persigue la satisfacción de necesidades colectivas. 

2 .. Menorf~rrr;~lid~d comparada con la exigida en el procedimiento judicial. 
•• , e- • ,_ __ , • 

3. Más discreción comparado con el procedimiento judicial. 

4 .. FE1lta • d~ 'i,d~ritic:Ía•d física. entre las personas . que· tramita.r:i el negocio y 

aquellas que io resuelven .. 

s.' ln~~rtid·u~bfÉi ~n élJantO a la determina.cíón del br()~ecii0reir:it~ ~r general. 

6. Falta de sistematización de los medíos de írnpugnaé:íón de las resoluciones . 

administrativas. 

Para examinar el'° fondo del asunto.. es necesario que. concurran , ciertas 

circunstancias· 'e~igid~~·. por el ·.·derecho' pr~c~s~I, es decir, '1os···requisÍtos 

procesale~71 : • 

... . , ·: - ' 

' e'_:-:: ''-' .:-··}_ ,-_. -

El órgano jurisdiccional: debe. tener jurisdicción y competencia para poder 

examinar, ~~ buarito ~~1 ·.fondo uña pretensión. Ésta deberá deducirse . ante ·el 

órgano ju'risdié6io;ria1,fdep~~diend6'·de:cada ordenamiento, teniendo jurisdicción 

para éónocer cie'1~~ preterisioh~s íCricÍ~das en derecho administrativo. 

Las partes: de.beré formÚlar'la pretensión quien tenga capacidad (para ser 
--· . . c .. ·,··:'···-·,·.c 

parte y procesal)y.esté legitimado para deducir la pretensión. Debe dirigirse frente 

a la persona legitilTl~ci~·~a~ivamente. 

70 MARTINEZ VERA, Rogello. Nociones de Derecho Administrativo. Op. cit.. p. 146. 
71 GONZALEZ PEREZ, Jesús, Derecho Procesal Administrativo Mexicano, Op. cit., p. 142. 
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De acuerdo al _ ma~stro A~~st~ - Rom~~o72 debem~s separar entre el 

procedimiento admi~ist~ati~o }~terr"lo y _de· gestión de la Administración, el cual 

según él debe reunir lo~ si~uientes' reqúisitos: 

'· .,.-.,.-,···;_¡; :.-·-· .. : 

1. Actuación de ~~ici'¿;''(in~¿ii1ii~o); -

3. Rapidezi~ p~C>8ec:Jimientc)5 y técnicas; 
4: J=l~xibiiid~d; /{• ··" -. - -

5. ActuaciÓ~ b~i;J·~·I ~~incipio de l~galidad, y 

6. RapicJezenlas res'Ól~cic)nes. 
,;':'\_·;·. 

Continúa• dici~nd()'A6dst~ Ro~eró: -"el procedimiento_ donde intervienen los 

particulares, c:febé llen~r. de acuerdo con el interés público que se persiga, 

determinados requisitos": 

1. Por escrito; 

2. Motivado; 

3. Dé al particular la garantia de audiencia; 

4. Realizado por órganos competentes, y 

5. Cumpliendo las formalidades exigidas por el Derecho para cada caso. 

Varios autores estiman necesario dentro del procedimiento.administrativo lo 

siguiente: 

1. Que el afectado tenga conocimiento de_la iniciación del procedimiento; 

2. Del contenido de las cuestiones a debaÍir; 

3. De las consecuencias q~e'~e prod~ci~tm en caso de prosperar la acción 

intentada; 

4. Que se le dé oportunidad de presentarse; 

12 ACOSTA ROMERO. Miguel, Teorla General del Derecho Administrativo, Primer curso, Op. cit., 
pp. 777-780. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 

L.-~~----------·--·---·-· 
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5. Que se 'organl~e ·un si.sten:ia ·de comprobación,· donde quien áfirme una 

cosa la prueb~ y q¿ien-la niegu~; tambÍé~; . -

6. Que el. p~cicedin1i~l1-to ¿()~'cluy~ con LJ~~ r~scilución doné:Jeí. sei resuelván 

tcidas l~s ~¿estÍon~~ ciebatid~s . . -_.,,._, 
;/:¡::· :~-- .,-, -: .~:( "· ... ~-·· .· . 

Es importante que: 1á Adílli'rlistra~iéln'i:per~ig~ '¡,¿~car el ~ien'común; ·.pero 

cuando se·· afecten·· de mane~a 1;~s6ende'nte''1()~"ir{t~rese~; del' particular, es 

conveniente otorgarle la garantfa de audiencia, porqÚe ~I particular tiene contra el 

acto administrativo que lo afecta una sede de' reci'urs~s en el ejercicio de los 

cuales, sí podrá hacer valer todos los razonamientC>s y' p~uebas para demostrar su 

razón de derecho. 

1.4 Formalidades y principios esenciales del procedimiento 
administrativo 

Se ha discutido cuáles son las formalidades esenciales que deben satisfacer 

el procedimiento, sobre todo cuando éste afecta al particular, así lo dispone el 

segundo párrafo del Artículo .14 de la Constitución. Tratándose de actos de 

gestión, cuando no se refleja en los intereses del particular, puede. no haber 

necesidad de formalidad del procedimiento, en tanto esos actos se ajusten al 

principio de legalidad. El problema surge cuando se afectan los intereses de los 

particulares. Aquí, las formalidades son el problema, pues no podemos decir 

cuales son éstas o aquéllas, debido a la diversidad de procedimientos existentes 

en la Administración.73 

Señalan Delgadillo Gutiérrez y Luéero Espinos¡:i74 .los principios sustanciales 

del procedimiento administrativo: af el de legalidad objetiva, b) el de defensa, c) 

economfa y d) el de publicidad. 

. "~: ;r.\>:; .. ~t -, 
' '' 

73 ACOSTA ROMERO, Miguel, Teoría Genéral del Derecho Administrativo, Primer curso, Op. cit .. 
r. 780 ' ' ' ' ,,. ·' ' •' 
.¡ DELGADILLO GUTtERREZ, Luís. HúmlÍerto' ·¡ LUCERO ESPINOSA, Manuel, Compendio de 
Derecho Administrativo, Primer curso, Op. ·pit:, pp. 220-229. 
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A) Principio de legalidad, es la columna vertebral de .. la· actuación 

administr~tiva, pues la actuación de la Administración- no· ~s libre,• sol~mente 
puede hacer aquello autorizado por el ordenamient~:jJ~ídi~o:'E.~t~pri~?ipiritiene 
plena ~pH:ació~ no solo en cuanto a la pr~tec~IÓn. subj§ti~a.del'~ob~rn~dooensu 
dere~h~; sin() t~rn~ién, en cuanto a la de~e11~a.CíeJ~:n6rm~'jurfdica~~bj~tiva; a ·¡i_n 

.. ::~~i!i~a~{;Jti~j p~U;;i:r~ª ~=g1:11d:J~t¡~i~t~Jrl~:~üj~f ~~!j~~~J~~~~~~t~::: · 
Jurídic~:· .J~rarq~í~i"N:C>r~atiiJa, id¿~¡~~él:Júifci¡~~;Y R'~2:6ri~ti'¡ffci~d;{· -;;\: · L · 

,." --\:)'·- ·r~~~;; '?::_ ·:;'-"..\· .·.·.~.:';(~.?'" · :;~~r1 •:> ~~:::··;r~-' ···· ~. ,.:.'~--: 

' . . -- .- :--:' - _,., ... ,, .. :-:::~f?: .·::_:}~-.:-.'.-'·:~-~-',:,,'J;.'··· ~(~··,: .. ,·;·_:~::::· :j_:\~:-;~ .:~:}':>--"-~;~(:'' ;·;~~~-~-c'.-.J:-~f:: ··:'- ;~) /-. :. :::>~:- _:: 
. 1 ;· Nor0atividací ;J':!ffdi~a, !~da 1~. a.ctiv.idad adlTiillist~~ti~~-dE!~~ s~sten,tar~e ~n 

normas • ju~ídi~a~ ..•. La Ad~·¡;{¡s\iádÓ~ /ci~be• .. so~~terseº a ¡-¡~ ~.e'~I~ ;·dt dérecho 

preexistente; tanto ex6gená( 10' ¡¡j,;p~está •.por' la• Co~sii1~6ión°fy'; la. f~y,' c'omo 
'.\·- ¡ ~ ·.·.· ':\":".'. ·'>_.' ·: : :_ .· :':< ?~·. ~-. "~~-'.-.},'_ .·_>-:¿·,:·_/"·::· .-_ ···:>:., .. ·. ·_, 

endógena, constituida por la n?~ma qu~ emana .de su propi?;sen°:> La, legal.ldad a 

la que está sometida la A~minf~tr~ciÓn, no sólo se refi~re ·~·Ía;l~y·'~n su ~~ntido 
formal, también debe enten~ers~ en su más amplia acepciÓn, riomprendiendo en .· 
ella a todo tipo de normas que integran el ordenamiento jurídico positivo. 

2. Jerarquía Normativa, el sometimiento de la administración pública al 

ordenamiento juridiéo debe hacerse respetando la ordenación jerárquica de las 

normas. Nuestro sistema jurídico está integrado por diversas normas, unas 

superiores a otras. La' Constitución es la ley suprema de la cual deriva todo el 

sistema jurídico. Es la expresión de la soberanía y está por encima de todas las 

leyes y de todas las autoridades, rige las leyes y autoriza a las autoridades. 

Ning.unanorínao acto emanado de un órgano inferior podrá dejar sin efecto lo 

dispúesto por otra :de mayor jerarquía, pues la unidad del sistema y el normal 

desenvolvimiento.del·orden jurídico impide que ninguna norma, decisión o acto 

~manado d~ ór_~~n6~'inferiores dejen sin efecto lo dispuesto por normas u órganos 

> jerárquiéamenfo 'súiierióres. • 
' .. ' - :. .•"' > _. :;:¿.; ·> .~ .. ~~:. -,~·;~· 

3. Igualdad )urf~fic~, ·1~ administración pública no debe en su actuar, 

establecer ~xce~ciones' o pri~ilegios excluyendo a unos de la igualdad de 
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condiciones concedida a otros. Es decir, no puede otorgar privilegios a unos y 

negárselos .a otros: El principio de igualdad se encuentra previsto' en la 

Constitución, en los· artículos 1º, 2º, 4º, 12 y 13, éstos contienen la garantía de 

evitar, privilegi~s que provoquen injusticias entre los hombres:. Frente a la ley 

cualquier persona debe tener las mismas ventajas queUe~e~ iosó~,ernás: Significa· 

tratar igual a los que se encuentren en igualdad d~ condiciones;~ po~ tanto, el 

principio se enuncia en el sentido de dar trato igual:~ 1ci~'igÜ~i~sy ~e~ig~al ;,¡ los 

desiguales, para cumplir con el propósito de hadar a t~do~ fgÚ~tes ~~te'~ le;.' 
< • ' ' ' V '• ·~i,,.. •'' • • > Í • •, • ' 

4. Razonabilidad, la administración~? sy ~ctúac!ón debe;v~~ific~r l~s h~<::ho~ 
y valorarlos de manera objetiva, en c~anto ár iicib'ad~in,i~Í~~~ivci,'~r~dlJ~ido por el 

procedimiento, debe manifest~rse .razo~a~l~~'é11te:>e~;~~~ciri jlJstiflcado>•e•n 

:::::~,:.!~"~::. ":~:~~.::~t:G;~~i!i~:ti;1;~~;,\1~~~~~:i,.:= 
razonable jurídicamente es lo justo, lo h~ch~p(i;-,í~ r,aió~·Y 1,ó;~quit~tiyf~e~mita a 

los órganos administrativos, actuar con dÍscr~gi~D~lid~~ y~5:í::det~rmfhár'10 jusio y 

equitativo para los gobernados, de co~f~rí!]id~d;c~n losprÍncfp\o~<del sentido 

común y con los juicios de valor general~e'nÍ~ide~t~dci;'.j¡,; ''' ': 
"-.·,_.,;:,.;>.:> 

B) Principio de defensa, de aquí se deriva el derecho de que 'nadie puede 

ser condenado sin ser oído'. La defensa previa está elevada al grado de garantía 

individual en nuestra Constitución y por ello debe aplicarse en todos los casos, no 

obstante que las leyes o reglamentos no la establezcan. La Suprema Corte de 

Justicia de la Nación considera a esta garantía obligatoria para las autoridades 

administrativas y para el Poder Legislativo, quien debe expedir leyes donde los 

gobernados sean oídos en el procedimiento. Aunque las leyes no contemplen la 

defensa previa, las autoridades administrativas deben otorgarla. El principio de 

defensa constituye un aspecto cardinal para el desenvolvimiento del procedimiento 

administrativo, pues ayuda a tener una mejor administración y a la emisión de 

resoluciones más justas, siendo también, un principio de justicia y de eficiencia, 

pues el gobernado puede ser oído, antes de que la autoridad administrativa tome 
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a1guna decisión que 1o'afeé:te. siénc:ló 'ª éfoteinsaun médio de1 gobernado para 

concurrir ante la aútc;ricta'd a hacer J~1e~ sus d~r~chÓs, ~~t~ ~edio ~e integra por 

los siguientes elementos: ·.··-
1;: 

l. El derecho de audiencia o de ser o/db\1rri~ii~l.a 'parucipación activa de los 

administrados en el quehacer administrativ,~.\.ddnie .. ~Ugobemado conozca las 

actuaciones administrativas (solamente se~~n"·~;c~~i~s~éd~ ~anera excepcional 

cuando Ja publicidad entorpezca la labor de 'fis~Íización. de las autoridades; 

cuando pueda ponerse en peligro el honor, bienes, propiedades o derechos de 

terceros; y en los casos en que el interés público lo requiera). También implica la 

oportunidad de expresar sus razones antes y después de la emisión del acto 

administrativo (ésto no sucede en el procedimiento seguido ante la Comisión 

Federal de Competencia, cuando emite el Oficio de Presunta Responsabilidad, sin 

respetar el principio de defensa del presunto responsable, quien puede intervenir 

en el procedimiento, hasta que se le ha notificado dicho acto) y el derecho de 

hacerse patrocinar y representar profesionalmente. 

11. El derecho de ofrecer y producir pruebas, la defensa no seria completa si 

el gobernado no tuviera la oportunidad probatoria; es decir, el derecho de 

demostrar la veracidad de los hechos en los cuales funda sus pretensiones. 

Corresponde a los órganos quienes tramitan el procedimiento administrativo, 

realizar todas las diligencias tendientes a la averiguación de los hechos para 

fundamentar su decisión, por ello antes de emitirla, deben permitirle al gobernado 

el derecho de ofrecer todo tipo de pruebas idóneas para acreditar sus 

razonamientos. No obstante de la importancia de este principio, existen en nuestro 

sistema jurídico algunos casos donde la garantía no se realiza de manera previa, 

sino a posteriori, o bien no tiene lugar su aplicación. 

C) Economfa, este principio tiene dos enfoques: uno de carácter 

procedimental, encaminado a obtener de las autoridades administrativas sus 

decisiones en el menor tiempo posible; el segundo destinado a la gratuidad del 
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procedimiento, por tanto no debe ser sujeto al pago de costas, ni gravado con 

contribuciones, derechos o cualquier erogación donde el gobernado deba de hacer 

a Ja Administración Pública para su tramitación. El fundamento de este principio 

se encuentra previsto en el artículo 17 de Ja Constitución Política de Jos Estados 

Unidos Mexicanos, el cual establece Ja garantía de administración de justicia en 

cuanto Jos tribunales deben estar expeditos para administrarla gratuitamente. 

En el procedimiento seguido de manera oficiosa ante Ja Comisión, para el 

caso de las c0nc~ntraciones, se cobran derechos y aportaciones. Por otro. J¡;¡do, d~ 
acuerdo a Jo ,dÍs¡:)Ges~o por el articulo 34 de Ja LFCE Ja Comisión podrá para, el 

eficaz desempe~o de'sus atribuciones emplear algunos medios de, apremio, entre 

ellos ~sté'Í~ rri'G1;~?1~·~~al podrá imponerse hasta por el importe, cí~J e9ui~~lente a 

1,500 ve~es Ell_salario n-;fnimo general vigente para el Distrito Federal.\:, 

/'" 

Si el , a'rtr~ur~ 17 . de , nuestra . Constitución establ~b~ · Ía '. gara~Ua de 

administración de justicia de ma~era 'gratuita; potqué'ja com(siÓ~,c~~I'ª 'multas 

dentro de su procedimiento, con el pretexto del eficaz 'C:u'íiiplilTlieiito de sus 

atribuciones. 

O) Publicidad, implica el leal conocimiento de las actuaciones 

administrativas, requisito esencial del debido proceso y a su vez presupone una 

caracteristica de la garantía de audiencia del gobernado, prevista en el artículo 14 

Constitucional. La publicidad debe ser satisfecha en todas las fases del 

procedimiento administrativo, para dar a conocer a los interesados toda la 

actuación administrativa, pues no debe darse de manera oculta o clandestina a los 

ojos de los paticulares. 

Durante muchos años la Comisión no tuvo listas, de manera que el particular 

no conocía cuáles eran las actuaciones de la autoridad, violando completamente 

la garantía de audiencia. 
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Por otro lado, Delgadillo Gutiérrez y Lucero Espinosa75 ser'ialan los principios 

formales del procedimiento administrativo: a) oficiosidad, b) informalidad a favor 

del administrado, c) eficacia, d) celeridad, e) buena fe y d) In dubio proactione. 

A) Oficiosidad, los órganos administrativos deben dirigir e impulsar el 

procedimiento, y ordenar la práctica de cuanto estime conveniente para el 

esclarecimiento y resolución de los asuntos sometidos a su consideración. Muchos 

de los procedimientos son iniciados a petición de parte, pero el impulso del mismo, 

debe ser a cargo de la administración, pues los particulares instan, pero no 

disponen la tramitación del mismo. Ya sea de oficio o a petición de parte, la 

autoridad administrativa se encuentra obligada a su impulso de manera oficiosa, a 

fin de indagar y determinar los hechos que originan su actuación, a comprobar la 

verdad de los hechos alegados, a través de la práctica, de oficio, de las pruebas 

pertinentes, para satisfacer el interés público. El impulso de oficio, responde al 

interés público, por tanto, no puede paralizarse el procedimiento, 

independientemente de la actitud del gobernado, activa o pasiva, la Administración 

debe, de oficio, satisfacer el interés público. La caducidad es una excepción de 

este principio. 

B) Informalidad a favor del administrado, implica la ausencia de 

formalismos no esenciales, que complican o retrasan el procedimiento. 

Únicamente se establece a favor del gobernado, a quien no se le puede obligar a 

cumplir con los requisitos formales del procedimiento, pues es la autoridad quien 

se encuentra obligada a la satisfacción de los mismos. Debe interpretarse en 

beneficio del derecho de acción, para asegurar, en lo posible, más allá de las 

dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del 

procedimiento. 

C) Eficacia, este principio se refiere a la obtención de mejores efectos de la 

actuación administrativa y la participación de los administrados, bajo reglas de 

75 Compendio de Derecho Administrativo, Primer curso, Op. cit., pp.230-236. 
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economía, simplicidad técnica y rapidez, a fin de hacer posible una tutela" efectiva 

de los derechos de los gobernados y el poder de la Admil1i~tra~ión.;~¡e pretende 

hacer del procedimiento administrativo un instrumento ágil, efi~ie~t~ ~?simpÚficado 
del quehacer administrativo, para lo cual es necesario la conc;ent;a~ióh"e~ un solo 

órgano administrativo de los elementos de juicio, la eliminación éie:pl~~os inútiles, 

la actuación oficiosa de la autoridad, la aceleración de la tramitación de los 

expedientes a favor del interés público y de los gobernados .. Lo~ p¡~'gedimie~tos. 
seguidos ante la Comisión pueden durar hasta 7 años, lo que d~rri'~~~tra I~ rTÍala 

organización interna que tiene y la paralización sin razón· al~una :de Cii;;~os 
procesos. 

D) Celeridad, este principio esta vinculado con el de oficiosidad del 

procedimiento, pues obliga. a la autoridad a impulsarlo oficiosamente, suprimiendo 

los trámites innecesarios, para conseguir en la brevedad posible el ejercicio de la 

función administrativa. La celeridad se establece en favor de los gobernados y de 

la Administración, pues los primeros esperan obtener una decisión pronta y que no 

se vean afectados sus derechos o intereses y el segundo al actuar de manera 

inmediata, satisface el interés público. Este principio no debe afectar la 

oportunidad de los gobernados para defenderse, ofrecer pruebas y alegar y la 

autoridad está obligada a respetar todas las fases del procedimiento y la garantía 

de audiencia. 

E) Buena fe, la actuación de los órganos de la Administración Pública como 

los particulares no deben actuar utilizando artificios o artimañas, sea por acción u 

omisión, llevando al engaño o al error al gobernado. Es una limitante al ejercicio 

de facultades, provocando confianza en el gobernado, cuando la resolución ha 

sido emitida de buena fe, sin engaño ni error, debidamente motivada y apegada a 

derecho. 

F) In dubio pro actione, la actuación de los órganos debe estar encaminada 

a la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de a=ión del gobernado. 
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Se postula este princ1p10 a favor del derecho de acción, para asegurar en lo 

posible una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento 

administrativo. 

1.5 Recurso administrativo 

"El primer medio de control de la legalidad de los actos de la administración, 

lo encontramos en el recurso administrativo que se conceptúa como el medio de 

defensa legal que el particular puede oponer dentro del término y con las 

modalidades establecidas por la ley correspondiente, con el propósito de obtener 

de la autoridad una revisión o reconsideración del acto, que producir sus efectos 

de revocación, anulación o reforma."76 

Es un medio de defensa establecido en la ley, a favor de los gobernados, 

donde la administr~6iÓn pública tiene la oportunidad de reconocer -corrigiendo-, un 

error de su actu~·C:iéi:n,' haciéndolo, a través de la petición de un particular. Aquí la 

administ~ació,n pública, no actúa como parte dentro del proceso, solamente 

interviene· para· revisar (modificándolo, anulándolo o confirmando) el acto 

considerado ilegal o inoportuno por el particular. Es una garantía del particular. 

El recurso administrativo debe ser agotado previamente a la vía de amparo, 

excepto cuando corra inminente peligro el gobernado o sus bienes; si se trata de 

una ley estimada por el particular violatoria de la Constitución, o bien; se produzca 

un daño irreparable; cuando la ley de la materia exija mayores requisitos que los 

fijados para el amparo, o cuando se violen directamente preceptos 

constitucionales. 

Consideramos los elementos del recurso administrativo siguiendo a Martínez 

Moraies77 quien a su vez sigue a Andrés Serra Rojas: 

76 MARTINEZ VERA, Rogello, Nociones de Derecho Administrativo, Op. cit., p. 252. 
77 MARTINEZ MORALES, Rafael, Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 402-403. 
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a) Es una resolución administrativa, la cual constituye la base para la 

impugnación. 

b) Quien interpone el recurso, es el particular interesado en que la autoridad 

revise su actuación. 

c) Debe afectar al particular, es decir, sería ilógico pedir la revisión de un acto 

a favor del particular. 

Ch) Debe estar establecido en ley. 

d) La autoridad ante quien se interpone debe ser siempre de carácter 

administrativo. 

e) Plazo para interponerlo, pues el recurso nunca se tramita de oficio. La ley 

señalará el tiempo de que dispone el particular para presentar su impugnación, el 

cual es variado, conforme al ordenamiento aplicable. Por ejemplo: se tienen 30 

días hábiles para interponer el recurso de reconsideración ante la Comisión 

Federal de Competencia. 

f) Requisitos de forma, serán establecidos por la ley o el reglamento en 

cuestión, siempre será por escrito. 

g) Procedimiento adecuado, las etapas del procedimiento establecidas en 

otras ramas del derecho, no serán seguidas minuciosamente en materia de 

recursos administrativos, sin embargo es necesario que se respeten las garantías 

del procedimiento. El Código Federal de Procedimientos Civiles es supletorio de la 

legislación administrativa en este punto. 

h) Obligación de la autoridad de dictar resolución, toda la mecánica del 

recurso administrativo parte de la garantía individual llamada derecho de petición, 

es obligatorio que recaiga una resolución, anulando, modificando o confirmando el 

acto impugnado, dicha resolución es un nuevo acto administrativo. 

"El procedimiento administrativo debe ser más rápido, menos formal, sencillo, 

buscar la eficacia en la acción administrativa. El procedimiento no siempre afecta 
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los intereses de los p~rticulares, ni tampoco debe ajustarse a formalidades 

determinadas, c~~ndo no sean estrictam~~te lndispensabl~s:"7ª 
:;:::.{ ·~·>·'¡ "r:<·; : ,-:;:-<·_:':::··,· 

·--~ 

Los recursos administrativos deberr'an suprímifsÉÍ•pUes, en mi opinión son 

trampas procesales que entorpecen Jos procedimientos {los hacen .más largos. 

Además es tan basta Ja legislación en materia administrativa que, el particular se 

confunde en saber cual es el medio idóneo para impugnar las resoluciones o 

laudos emitidos por la autoridad. 

1.6 Proceso contencioso-administrativo 

"El contencioso administrativo surge en virtud de considerar que Ja 

administración pública por ser uno de los poderes de. Estado, •. no tiene porque 

so'meter Ja solución de Jos conflictos derivados de su accionar al conocimiento de 

otro poder, es decir, del judicial. Por esta razón, se c,reá~·.·ó;ganos dentro de la 

' propia administración pública, investidos de mayor o m~~o~~a~uíonomía, los cuales 
. -·-- ,_ - •"-.' -- .. - . . - . ,-. ,.-_.··-.·---,:o--_'.>'-·· _,., 

hábrán , de• resolver ju~isdiccionalmente las .controver.siás' s~rgi~as entre· ésta y el 

' particula~ ~ue se c~nsidere afe~tado por algÚn ació admi~iit~~ti~o.''~9 
·;:~-~;/ ~~ "- ~,:->:• . ;.--__ tf..,-,-· ~~~-L ,; .. :,__,,;. :_,~:- ,,_ ;,._;:;~·::.-~ 

NavaNegrÉíteif •¿~~~1~:~al i~spéC:to lo siguiente: el.·cont~ncio~o adm.inistrativo 

aparece' como' un'~r~:C~s8~~dministrativo promovido por los administrados o la 

Administración Públiéa y c~ritra actos de esta última ante órganos jurisdiccionales. 

Luego es juicio:y.contienda administrativa, defensa de los derechos e intereses de 

los partÍcula~es y ~ontrol jurisdiccional de los actos administrativos. De él conoce 

latu sen.Su '~ j~risdicción administrativa, sean tribunales administrativos o poder 

judicial. 

78 ACOSTA ROMERO, Miguel, Teorla General de Derecho Admlnlstrallvo, Primer curso, Op. cit., p. 
777. 
79 MARTINEZ MORALES, Rafael, Derecho Administrativo, Segundo Curso, Ed. Haria, México, 
1991, p. 405. 
00 NAVA NEGRETE, Derecho Procesal Adminislralivo, Ed. Porrúa, México, 1959, pp 111-116. 
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El contencioso administrativo se enfrenta al surgimiento de un conflicto de 

intereses opuestos y para resolverlo las partes se someten a la jurisdicción de un 

tribunal administrativo, donde se sigue un procedimiento y se. dicta una sentencia 

confirmatoria o anulatoria de la resolución impugnada. 

El derecho vigente en México establece la f e~iit~nii~ ·d~ l~s Tribunales 

Administrativos por un lado y del .Pod13r Judici~I p'~r-~Úoí~¿,•_¡'~'p81é~i~ sigue 

abierta entre los partidarios de uno y otrC> siste~~; l~sq~~ ~~Íi~~~ n:O. debe haber 

tribunales administrativos independientes, d~f .poder'jÜdi~ial }'q~Íén~s ·opinan que 

la existencia de éstos no debe depender del pod~f jU~l~i~íi .. , · . 
·,i·( ~ :;:'I ·-=~.:?: · <:;/ ·.~· 

El Maestro Rafael Martrna'~81 )~~~~laiJ ~u·~iro · tipos de contencioso 

administrativo, de acuerdo al ~lc~he:~·de ;~~,¡j~¿~~·i~~~·s·: · 

a) Contencioso de plena jurisdiéció(1<J'~;b,)~tivb,"e(tribunal administrativo al 

revisar el acto impugnado, indicará.ala'aª~:inl~fr~~ióppú~lica en que·se.ntido 
debe emitirse dicho acto. ~- ;·~y:;¡~.~ :;?~: ;:·:·;·:.;, . · · 

b) Contencioso de anulación, deilegilif11ida~~:ob¿eti~o;e1}r~ano'(:ontenciC>so 
administrativo se limitará a declarar., la; n~'1\J~d te\~.~Jjd~~'.~~~ ~~¡~;·q~e: ha ·sido 

,.,;·:r~;;:;:::·d:~:;::;;,:§~~:~;~f 0~1i;t~1r~ii~;.;; "" . ª"º 
administrativo, solicitará_ al tribun~l :su ~~ini·~~ r~~p~bto'~r~~~tÍdo El¡, que debe 
expedirse dicho acto. :¿~_: · ' · '.\A ,,. · :. ; 

Serra Rojas62 señala los .elementos del contencioso-admi~istraliJo: . 
1. Un conflicto jurídico con el carácter de definitividad, por>sú propia 

naturaleza, o porque se hayan agotado los recursos que establecen lasJeyes;. 

81 MARTINEZ MORALES, Rafael, Derecho Administrativo, Segundo curso, Op. cit., p.405. 
•> SERRA ROJAS, Andrés, Derecho Adminislrativo, Novena edición, Segundo Tomo, Ed. Porrúa, 
México, 1979, pp. 542-543. 
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2. Provocado por un acto de· la . Administración Pública en usos de sus 

facultades regladas para la realización de sus fines; 

3. Lesiona a un particular, o a otra pers.ona o autoridad autárquica; 

4. Vulnera derechos subjetivos de carácter administrativo, 

5. O agravia intereses legítimos; 

6. Infringe la norma administrativa que regula su actividad; 

7. A la vez protege tales derechos e intereses; y 

8. Permite que el Estado asegure el interés público; 

Los actos generadores de la contienda contencioso-administrativa son los 

siguientes: 

a) Deben ser actos administrativos, fundados en leyes administrativas. 

b) Emanados de la autoridad pública administrativa. 

c) En el desenvolvimiento de la gestión administrativa.83 

1.7 Diferencias entre procedimiento civil y administrativo 

Colocado frente al proceso civil el administrativo posee un carácter especial. 

Eso se debe fundamentalmente a la naturaleza pública de los intereses que 

representa la Administración, a la presunción de legitimidad de la actividad 

administrativa, a la índole ejecutiva de los actos administrativos y a la 

inembargabilidad de los bienes de la Administración Pública. Aunque los bienes 

del dominio privado si son embargables. 

Al respecto Nava Negrete84 señala las siguientes diferencias: 

a) En los procesos administrativos, existe una desigualdad procesal -entre 

Administración y administrado- lo cual no se da con tales notas en el proceso civil. 

b) El interés público del administrativo frente al privado del civil. 

83 SERRA ROJAS, Andrés, Derecho Administrativo, Op. cit., p. 543. 
84 NAVA NEGRETE, Alfonso, Derecho Procesal Administrativo, Op. cit., p.117. 
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c) Los sujetos: .en ;~ladministrativo.·Adm_inif!tración~particular y,. en el civil 

particular-particular. 
. . 

Con• basé -en -·.10. ant~ri()r; p~:~ernos ;co~~luir; 1. '.El; p;ob~di[11e~to civil . está 

dirigido por lás partes:m1s"inas> é~ c'ii'i;,bio, 91' ad~iriistrati~o.·-~stá' ci'irigidÓ por la 
: ·- .~,'>'. ,_, > :.,· ·.:;: .:' ·.'· .o:.-.'. '" •. ·o.'. ~~: .. :¡- ~,;-}/.-J.::."~;·.-~·);·_:·:·-_:<<~~' <·:>:.'r .• :~-;:-,::···;: .... \'; .. ·"\(> :.::,-,:: -. ·." '.:. ·<; 

Admin_ist~ación ··•·.Yr; ~··::; El,pro~~~irJ1i.ent~;c ~i~i:''.~r~s'~f.e~~~ra:me~te _: ~úplico, _ el 

:~:in1:tr~d:~r~~~f~~l1i1~:sjJ1~í~~~~fé~iZ~~n2~¡í~~rfi:~b~-1~\~Z1~;i;;~¿~º; 
presunto responsable no tiene acceso al expédiente. 

A continuación se expone el siguiente criterio jurisprudencia!: 

"COMPETENCIA ECONÓMICA. LAS CARACTERÍSTICAS DEL 
PROCt:DIMIENTO ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL 
CORRESPONDIENTE, LO IDENTIFICAN COMO ADMINISTRATIVO 
Y NO COMO CIVIL. El procedimiento establecido en los artículos 33 y 
39 de la ley mencionada tiene características que no corresponden a 
las del proceso civil, donde, predominando los intereses particulares, 
las defensas y recursos son más pormenorizados y los juicios más 
prolongados, lo que no sucede en los procedimientos administrativos, 
fundamentalmente, porque en estos predomina el interés general, que 
exige eficacia, seguridad y expeditez, en virtud de que tiende al 
aseguramiento de los fines del Estado, estableciendo vías rápidas y 
eficaces, eliminando todos los actos que dilaten o entorpezcan la 
acción de la administración pública, sin perjuicio de que ante la 
presencia de intereses particulares, se respeten, esencialmente, las 
garantlas individuales de los gobernados. Estas peculiaridades 
corresponden al procedimiento establecido en las disposiciones 
citadas y, por consiguiente, no cabe exigir de su normatividad, 
recursos y defensas que son propios de un proceso civil. 

Amparo en revisión 643/99.- Warner Bros (México), SA- 15 de mayo 
de 2000.- Unanimidad de diez votos.- Ausente: Presidente Genaro 
David Góngora Pimientel.- Ponente: Juan Díaz Romero.- Secretario: 
José Luis Rafael Cano Maelínez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy once de julio en 
curso, aprobó, con el número CXll/2000, la tesis aislada que antecede; 
y determinó que la votación es idónea para integrar tesis de 
jurisprudencia.- México, Distrito Federal, a once de julio de 2000." 

--- . 
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Gabino Fraga señala otra diferencia entre el procedimiento civil y 

administrativo: " ... deriva de la naturaleza misma del acto administrativo y de la 

sentencia judicial, pues mientras que esta última supone la existencia previa de un 

conflicto de derechos, que es precisamente lo que va a resolver la. sentencia, y el 

que explica que las partes en el conflicto sean las que animen todo el 

procedimiento judicial, en la actuación administrativa, por el contrario, el conflicto 

de derecho no surge sino hasta que se dicta la resolución, o sea precisamente 

después de que se ha seguido todo el procedimiento administrativo."85
. 

65 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Trigésima tercera edición, Ed. Porrúa, México, 1994, p. 
256. 
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CAPITULO 111. EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN ADMINISTRATIVA 

1. CONCEPTO 

Los actos administrativos se clasifican según Gabino Fraga en: "a) la 

naturaleza misma de los actos; b) las voluntades que intervienen en su formación; 

c) la relación que dichas voluntades guardan con la ley; d) el radio de aplicación 

del acto; y e) su contenido y efectos jurídicos."86 

a) Desde el punto de vista de su naturaleza, los actos administrativos pueden 

ser: actos materiales y actos jurídicos. Los primeros no prodJcenningún efecto de 

derecho y los segundos sí producen consecuencl~s j~~¡cjf~~ . .. . . :.- . . . : _, .-· ;· .·· . . -: . .. 
:'t: 

'~::'-' ·'' 

b) ?esde .E!IP~q~~ de yista .. d~lasv·o1uqía~e~.qÚeinteí\'iener en la form.aéión 

del act~!io~ .. ~~tos. ~drn1ni;str~tivos:plJ
0

ed~n. diti~ir~e e~ ~~t~s.-~n~tituid,os 
0

por. una. 
voluntad • Ün76~ ~:;:. ~p(</f :r~;-;;~·¡¡g5·'~'ó;:':~¡ ~~ncJ;s~-·'eié -~~rias: voiii;t~des. ·•Los 

segundos púede~ se~: actos colegiales, éompfejos, aé!O unión y contrato. 

~)D~s~~~;·¿u~:E~evistade la relación que dichas voluntades guardan con 

la ley; los actos administrativos se clasifican en: acto obligatorio, reglado o 

vinculado y ·acto discrecional. El primero constituye la aplicación de la ley, el 

cumplimiento de una obligación que la norma impone a la Administración. La ley 

determina cual es la autoridad competente y el modo de actuar de la misma. El 

segundo tiene lugar cuando la ley deja a la Administración un poder libre de 

apreciación para decidir si debe obrar o abstenerse o en qué momento debe obrar 

o que contenido dará a su actuación. 

86 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Trigésima tercera edición, Ed. Porrúa, México, 1994, p. 
229. 
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d) Desde el punto de vista •del radio de aplicación del acto, .los actos · 

administrativos se clasifican en internas y externos. Los primeros son aquellos que 

no están establecidos con:io una. garantía para Jos particulares, sino. solamente 

están prescritos en interés del buen orden administrativo. Los segundos son 

aquellos por medio de .los cuales se realizan las actividades fundamentales del 

Estado, d.e prestar los ·servidos que son a su cargo, los necesarios para el 

mantenimiento y conservación del orden público, los de. ordenar y controlar la 

acción de los p¡;¡rticulares y los de gestión directa. 

. . - -

e) Desde el p~nto de vista de su contenido, lo~.actos admÍnistrativos pueden 

clasifi~rse en: 1. Actos directamente deslin~dos a amplfar la ~sfera jurídica de los 

particulares. 2. Actos directamente destinados ~. iimit~r I~ esfera Jurídica y .3. Actos 

que hacen c~nstár la existencia de un estadCl:d~ he~ho o derecho . 
.': ' . ' :.· ";_ "·.>--- . . . 

•' :'-•., .· ' 

En la primera clasificación se encuentran los a'ctos de admisión, aprobación, 

dispensa o.co~donación, licencias,:/J~rfnisos~~ ~·Útorizacicmes,concesiones y 

· pri~il~gios, de p~tentes. En la segunda C:lasÍfi~~ión s;e encuentran. las ór~~nes, los 

actos • de ~xprÓpiación, las . sanCion~s ~;;,··1~s ~ét~s de• ~jecución'. .· En. la tercera 

clasifi~ció.n<•s~.· .. · ·.~ncJentran • l~~·;;:ados'Nde'{registro,•• d~ .:c'erliflcacióh, de 
· autoÍd~ntifi~ación, las notificaciónei )<fa~:.tú61i~a~ion~s. •· .. 

, • ., J' <>::; 
~~-· -· "-;_~· 

Los. actos de admisión son los que dan acceso ·a 'im particular a los beneficios 

de un s~rvicio público. Los actos d~ a~~Clb;bfÓ~ ~()r! aquellos por virtud de los 

cuales, una autoridad sup~rior da', ~u ~()~~~n'ti~iellto para que el acto de una 

autoridad inferior pueda producir''. s·¿5. efectos. La dispensa es el acto 
- ... - ~ .. 

administrativo, por virtud del cual ·se'exónera a un particular de la obligación de 

cumplir una ley de carácter generál o de satisfacer un requisito legal. La 

autorización, licencia o permiso, es un acto administrativo por el cual se levanta un 

obstáculo o impedimento que la norma legal ha establecido para el ejercicio de un 

derecho de un particular. "La concesión administrativa es el acto por el cual se 

concede a un particular el manejo y explotación de un servicio público o la 
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explotaciór;i y aprovechamiento' de bienes del dominio del Estado."87 Las órdenes 

administrátivas son' act()S administrativos• que frnp~nerl a,·· Jos particulares una 

obligación de dar() ha~r o de no tiacer; llamá~do~~·. según el caso, mandatos o 

prohibicion~;, ~~ ekp~Ofiación pública,. es un acto por medio del cual el Estado 

impC>ne ~ un pa~i4~1a~ la ce~ión de su propiedad por causa de utilidad pública, a 

•cam~io de .. ~nít~o~~e~~ación. Las sanciones yla ~jecución forzada constituyen 

cactos·a~ílliÍJ'ist~ati~f~ p~~ médio de los cuales i~ autoridad administrativa ejercita 

~oacció~ so'bré.Ú(.¡siparticulares que se niegan a obedecer voluntariamente los 

mandatosd~(1aiey·~·las Órdenes de Ja referida autoridad. "Los actos de registro, lo 

'mismo . qué'; losdie·;~~rllfic~ción, no en todos· Jos. casos producen los mismos 

~fect~s ju;rcii66s';'p~~s iTiientras que algunos Uenen efectos constitutivos respecto 

de I~· rel~ci§n ,;}srTia, tales como el matrimonio civil, el r~gistro de sociedades 

rner~~tiies;· btr6s se limitan a constituir una prueba del. hecho o de la relación, 

comd el registró de nacimiento o defunción.)88.Los acÚ:J; de notificación y los de 

p~blicacfón, su· objeto es dar a conocer. resolucio~Éi·s iad'n1i~is'írativas ·fijando el 

punte> dé partida para otros actos o recurso .. 
. . ; _'·., ·.·, . 

f) Desde el punto de vista de su finalidad, los actos pueden sep~rarse en 

preliminares y de procedimiento, en decisiones o resoluciones y·~r{'actos de 

ejecución. Los primeros son aquellos necesarios para que la Administ;a.ciÓri pueda 

realizar eficientemente sus funciones. Los segundos constituyen el principal fin de 

la. actividad administrativa. Y Jos terceros "Los actos de ejecución están 

constituidos por todos aquellos, unos de orden material y otros de orden jurídico, 

que tienden a hacer cumplir forzosamente las resoluciones y decisiones 

administrativas, cuando el obligado no se allana voluntariamente a ello."89 

"El acto administrativo requiere normalmente para su formación estar 

precedido por una serie de formalidades y otros actos intermedios que dan al autor 

del propio acto la ilustración e información necesarias para guiar su decisión al 

87 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., p. 242. 
88 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., p. 242. 
89 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., p. 234. 



"El procedimiento debe comprender la regulación de las formalidades para la 

formación, ejecución y revisión dentro de la esfera administrativa de los actos de. la · 

·Ad,mini~traé:iÓn, así como las normas para la presentación, tramitación y resolución 

de las impugnaciones que se dirijan contra estos actos cuando sean definitivos por 

no ser susceptibles de revisión por órganos de la Administración activa, lo. cual 

· si~~ifica: q¿~ la ley debe regular el procedimiento que se denomina procedimie~to 
ad.ministrati~o simplemente, o procedimiento de la Administración activa, y. el 

. procedimiento llamado procedimiento contencioso administrativo o ·de justicia 

administrativa."92 

00 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 254-255. 
91 FRAGA, Gabino, Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 258. 
92 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 258. 

TESIS CON 
FALLA DE OWGEN 
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Así las cosas, ,las normas del procedimiento deberán ser diferentes según se 

trate de una ¡:¡c:tua~i~n ~spontánea de la Administración o de una actuación 

realizada a instanciáde'un particular. 

"La cO:nclÓsió~ del, procedimiento tendrá que ser el acto o la resolución 
.... ,-.,, -·=:J_-:, ., . . 

administrativa ~xpl"esa .º·presunta en caso de silencio de la autoridad respectiva, o 

bien·• el .. sóbres~imi~~to' por . desistimiento o cualquier otra causa. Dictada la 

resolución yd~~c~~fcl~ C:onsu naturaleza debe proceder a su ejecución voluntaria 

o fo¡zo;~ obie~}ia'c,e~ ~na r~visión de ella ya de oficio o ya a petición de parte."~ 

De e~~~:~~~~~~ ~~ ~odrán · iniciar nuevos· procedimientos ya sea. para la 

ejecución, o bien, para la revisión administrativa del acto o ~uando)la;adqu,i~ido 
defin'iliv,idad Ém el orden administrativo, el p~rticular pueda ·il'llpugnarlo por medio 

. del contencioso-administrativo. 

2. PROCEDIMIENTO DE PARTE 

"La fase de iniciación del procedimiento administrativo, también llamada de 

apertura o preparatoria, se puede presentar de dos formas; de oficio o a petición 

de parte interesada."94 

"El procedimiento se inicia a instancia de parte interesada cuando es 

promovido por cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que invoque 

un derecho subjetivo o un interés legítimo, ya que sólo estos sujetos son 

considerados como parte interesada en el procedimiento administrativo. A fin de 

que la petición del promovente pueda dar origen a la incoación del procedimiento, 

es menester que se cumpla con los requisitos subjetivos y objetivos que toda 

93 FRAGA, Gablno, Derecho Administrativo, Op. cit., pp. 258. 
94 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto I LUCERO ESPINOSA, Manuel, Compendio de 
Derecho Admnlstrativo, Prtmer curso, Segunda edición, Ed. Porrúa, México, 1997, p.239. 
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promoción debe,contener."a5Los requisitos subjetivos deben qu~da/plenamente 
satisfechos, pues el procedimiento administrativo da origen a-'~na relación jurídica 

procedimental, e~tre la- Administración, por un lado y, por la otra, la parte 

interesada. La Administración es el órgano competente, facultado para tramitar el 

procedimiento y· emitir la resolución final. Del otro extremo· de esa relación se 

encuentra la parte interesada, persona física o jurídica, pública o privada, con 

plena capacidad jurídica y legitimación para hacer valer sus propios derechos 

subjetivos o fntereses legítimos. 

Posteriormente se pasa a la fase de instrucción donde "el órgano 

administrativo se allega de los elementos necesarios para alcanzar una 

determinada convicción respecto del asunto de su conocimiento. Los particulares 

que sean afectados por el acto que se dicte deben ser oídos y tener la pi::is,ibilidad 

de aportar las pruebas y formular.alegatos para fa defensa de sus intereses .. ; Es 

en esta etapa en donde se pone~ de! ~anifiesto Ja mayoría de Jos princÍpfos del 

procedimiento administrativo, tales como el de legalidad."96 

\ ' .-

Después se pasa a 1a: fase de decisión, la cual "se i'ntegra con el 

pronunciamiento que la autoridad hace de la convicción formada. con los 

elementos que se allegó, ek .decir, con la emisión d~I act6 final objeto del 

procedimiento."97 Finalmente' d~be darse publicidad al aéto, a .fin de adquirir la 

idoneidad necesaria para prÓdu.cir sus efectos. A partir de la notificación del acto, 

adquiere el carácter ejecutivo y ejecutorio y, se inicia el plazo para que el particular 

afectado pueda impugnarlo a través de los medios de defensa que le otorgan las 

disposiciones legales. 

95 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto I LUCERO ESPINOSA, Manuel, Comoendlo de 
Derecho Admnistrativo Op. cit., p. 241. 
w DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto I LUCERO ESPINOSA, Manuel, Compendio de 
Derecho Admnistrativo Op. cit., p. 242. 
91 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto I LUCERO ESPINOSA, Manuel, Compendio de 
Derecho Admnistralivo Op. cit., p. 244. 

'l'ESIS \.JOrJ 
FALLA DE omGEN 

-~-=~,,..--~--~-~-~~----------------
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2.1 Conflicto entre particulares 

En principio la Administración Pública no resuelve. conflictos entre 

particulares, sin · embargo ante Ja Procuraduría Federal del . Consumidor, la 

Comisión Federa!' de Competencia, etc., se resuelven controversiás entre 

particulares. · 

Los juicio~ arbitrales son aquellos que se dan entre particuÍ~re~,;~unque a 

veces la administración pública intervenga: 

2.2Suplencia de Ja queja 

Todo procedimiento .es de estricto derecho, sin embargo, puede darse en él 

la suplen~i~ d~-1~ qLeja, I~ cual puede ir desde un simple error hasta la omisión de 

Jos conceptos cie ~lolacióri.> 
- . . ' 

La suplencia d~ Ja defiCiéJ'ncfa de la queja se aplicará dependiendo de la 

_materia de derech~; por ejempÍo, en materia agraria es muy amplia y su aplicación 

es muy común, de acuerdo al articulo 212 de la Ley de Amparo, se aplica en favor 

de los núcleos de población ejidal o comunal, así como ejidatarios y comuneros en 

sus derechos agrarios y quienes pertenezcan a Ja clase campesina, por su lado en 

materia administrativa y civil es muy raro encontrarla, pero si se aplica. 

La suplencia se relaciona con Ja insuficiencia de Jos conceptos de violación o 

agravios, siempre que el juzgador advierta una violación manifiesta de la ley, que 

haya causado indefensión al gobernado. La palabra suplir significa integrar lo que 

falta en una cosa, complementarla y corregirla; por tanto, la suplencia a que se 

refiere la Ley de Amparo consiste en completar el o Jos argumentos materia de los 

conceptos de violación o agravios si de su texto se advierte que se omitió hacerlo; 

no se requiere la expresión concreta y precisa de conceptos de violación o 

agravios para suplir la deficiencia de los argumentos contenidos en ellos, ya que 
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se nece~ita úni~m'ante.que. el motivo de inconformidad sea incompleto, para que 

el juzgador,. en eje~cici()~rje.la facultad prevista en el artículo 76 bis, fracción VI, 

supla su cieficiencia·v re~G~1~á 1á mis constitucional planteada. 
' , _·. j' •••• 

3. PROCEDIMIEN~ci [)~;h~ÜEN PÚBLICO 

. ·.El. pr()cedirnfe~t·gd~·:ci~~·~~ público.:~s el C()~juH de~ ~c{6s, 11.elladCl~· ª· cab~ 
para resolv~~ una. co.~t~ov~~sia y enc:ami~ados .. ~l·b.lf n~~ta~.'~ornÓn. Los' actos se 

dirigen a resÓl~er u~ conflicto• pero ~iempr~ ~; f~~¿,¡. ~~ 1ab61~6tividad'.: ... 
. · . '" > , ",,;_ :,j:.· ;;i::·:::i;;;.~\~t?;t:.·-: .. ~-;:.::_·~ f,~;,) ... -~.::~-(:.· .. LIP·}:.\ ___ ._··:, 

< ':.~,~ -,~; : . ':~-"~ 

Todo procedimiento es de ord~n p'Ób1i6'() {eh 'él: Ía aÚtoridaddebe .observar 

los principios generales de derecho,)e~~~tahc!~';i~~.'~1á~~~{y't~!ilii~~s.para que 

cada parte procesal pueda probar Y,. aleg.ar s~s pr,eiensilJnes·;~ terminando con una 

resolución fundada y motivada conforme a derecho, todo éllo e,n beneficio de la 

sociedad. 
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CAPITULO IV. PROCEDIMIENTO SEGUIDO ANTE LA COMISIÓN FEDERAL 
DE COMPETENCIA. 

1. PROCEDIMIENTO 

El procedimiento previsto en la Ley Federal de Competencia Económica 

(LFCE) se compone de los artículos del 30 al 33, que textualmente disponen: 

"CAPITULO V 
< . -. . - . 

Del Procedimiento 

ART. 30.- El procedimiento'aríte 1a;corriisión sé inicia _de oficio o a 
petición de parte. ;,- · •' · · · · 

;. .::_-. '·':·-· _: _-' .· ' 

ART. 31.- La Comisión, ~~ ejercicio de sus atribucfories, podrá 
requerir los informes o documentos relevantes para realizar . sus 
investigaciones, así como citar a declarar a quienes tengan relación 
con los casos de que se trate. 

La información y documentos que haya obtenido directamente la 
Comisión en la realización de sus investigaciones, asi como los que 
se le proporcionen, son estrictamente confidenciales. Los servidores 
públicos estarán sujetos a responsabilidad en los casos de 
divulgación de dicha información, excepto cuando medie orden de 
autoridad competente. 

ART. 32.- Cualquier persona en el caso de las prácticas monopólicas 
absolutas, o el afectado en el caso de las demás prácticas o 
concentraciones prohibidas por esta ley, podrá denunciar por escrito 
ante la Comisión al presunto responsable, indicando en qué consiste 
dicha práctica o concentración. 

En el caso de prácticas monopólicas relativas o concentraciones, el 
denunciante deberá incluir los elementos que configuran las prácticas 
o concentraciones y, en su caso, los conceptos que demuestren que el 
denunciante ha sufrido o puede sufrir un daño o perjuicio sustancial. 

La Comisión podrá desechar las denuncias que sean notoriamente 
improcedentes. 

ART. 33.- El procedimiento ante la Comisión se tramitará conforme a 
las siguientes bases: 

TESIS CON 
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1.- Se emplélzará al' presunto · r~sponsable, informándole en qué 
consiste la . investigación, acompañando, en su caso, copia ·de la 
denuncia; - · · ·· - · · 

11.- El eriih1~Z:~d~··:8o~f~ráº~ri un plazo de treinta días naturales para 
manifestar··10~.que'•á;,su :derecho ·convenga y adjuntar las pruebas 
documeiitalE!s':,que' ·Obren; en su poder y ofrecer las pruebas que 
ameriten .éfes~hogó; · (o: ' : · -

r·~,~ 

111.- Unaºvéz:c:lesahogadas las pruebas, la Comisión fijará un plazo no 
mayor de' tre.i11ta -días' naturales. para que se formulen los alegatos 
verbalmente o por ési::rito: y 

: '. ·. ~' ·. ; 

IV.- Una\ vez. integrado el expediente, la Comisión deberá dictar 
resolución' en _ún plazo que no excederá de 60 días naturales. 

En lo no previsto, se estará a lo dispuesto en el reglamento de esta 
ley.",- -
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De laJe.cturá .de estos preceptos se desprende que dentro del procedimiento 

previsto eri ¡ la LFCE, se establece la obligación de la Comisión Federal de 

-Comp~ten~ia (Comisión) de emplazar al presunto responsable, informándole en qué 

· consiste la :investigación, acompañándole, en caso de existir, copia de la denuncia, 

de conced.erle un plazo para manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecer toda 

clase• de pruebas y de formular alegatos, terminando con el dictado de una 

resolución. 

En la. ley no se prevé, que antes del emplazamiento pueda verificarse una 

etapa .. de. _investigación sin audiencia del particular, como sí se hace en el 

Reglar:nento de la LFCE (RLFCE), en contravención del principio de supremacía. 

Er1 mi o~_i.nióf1; s.ón . inconstitucionales los preceptos del RLFCE que se 

.refieren al ~l'ClceÍ::fimiento, pór cuanto que a través de ellos se crea una tramitación 

distinta a lapre~i~ta en la propia ley que reglamenta, principalmente por el hecho 

\¡~ • h'3ber crel3do una etapa previa de investigación, que se realiza sin Ja 

intervención del agente económico denunciado, pues se efectúa antes de que se 

lleve a cabo el emplazamiento de ley. 

TE .. ~;;--·~()···~;-·"·¡ L>LU' V•. !.''· 

F'" TLA Dtt' 0')1('ff;1111 .nL .c. - .tu u .bfi 
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_' - ·.·' ·:.:. ·. _: ..... _ ,'._, :. . 

Ahora bien, según el. artícuíÓ 30 i deL ~LFCE, el oficio de presunta 

responsabilidad no se erpite y, pcir. eride,'el emplazamiento no se realiza, salvo 

que en efecto se hubi~se u~~¡;¡é:fo'~ ca~º 'uria auténtica investigación por parte de 

la Comisión para corrobór~r1a'~e~a6i'c:Í~d yrealidad de las conductas denunciadas 

y constitutivas de•. prá~tl'~s : .:r~néi~Ólicas. 6 concentraciones sancionables y 

siempre y cuando/ se t~~¿~~ f31~ine~tos suficientes para sustentar la existencia de 

tales prácticas o co~ée;n't,:;6i~~~s .. 

El artículo 30.'del RLFCE dice lo siguiente: 

"Arti<iÚ:I~· ··;o.. Concluida la investigación, si existen elementos 
suficientes para sustentar la existencia de prácticas monopólicas o 
concentraciones prohibidas, el Presidente y el Secretario Ejecutivo 
de.la Comisión emitirán un oficio de presunta responsabilidad, el·que 
. contendrá el nombre y domicilio del presunto responsable, Jos 
hechos materia de la práctica monopólica o concentración prohibida 
que se le imputen, Jos artículos que se estimen violados, y íos 
elementos en que se apoye la presunta responsabilidad, con Jo cual 
la Comisión emplazará al presunto responsable." 

Si del oficio de presunta responsabilidad se desprende que Ja Comisión no 

llev? a cabo una investigación exhaustiva de los hechos y conductas descritas en 

las denuncias, ni corroboró Ja veracidad de tales hechos y conductas, ni tiene 

elementos suficientes para sustentar la ~~.ist~ncia de prácticas monopólicas o 

concentraciones sancionables y atribuibl~~:~~Íag~rÍte económico, estará violando 

sus garantías individuales. 

Si Ja Comisión no hace una investigación ni un análisis independiente que se 

funde en documentos imparciales, provenientes de terceros y se basa 

exclusivamente en los hechos y conjeturas presentadas por los denunciantes, 

también estará violando las garantías individuales del agente denunciado. 

Por tanto, si el sustento que sirve a la Comisión para llegar a las conclusiones 

de su resolución son totalmente parciales, subjetivas y provenientes de parte 

TESIS ccÑ··:i 
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interesada, sin que pÚed~ desprenderse de ~I un• análisis imparcial e 

independiente, en el que .se hayan confrontado la información aportadápor las 

denunciantes, con docum¿nt~s.i0parciai~s. provenie~te~cle,terc~ros,,tárÍi,bié~,se 
estarán violando las garantías individuales del partÍcuÍar d~n~néiado: . .. 

La Comisión no debe apoyarse en el oficio cl~,'.pr~sú11~arespcmsabilidad con 

los mismos hechos o conductas conten,idos en la denuncia, tampoco debe tomar 

como ciertos los hechos narrados en las denúncias y, para ello, no puede basarse 

única y exclusivamente en información y documentos aportados por las propias 

denunciantes, .sin corroborar si dicha info~m.aciÓn y documentación son verldicas y 

sin confrontarlas· con sustentos auténticamente probatorios provenientes de 

fuentes independientes e. lmparcial~s, distintas a las partes interesadas. 

En virtud de todo ell(l{_I~~ C()n,clusiones a las que debería llegar la Comisión 

en el oficio d9, pr6:sunt¿¡ re~p~~sabilidad, deben ser sostenibles, partiendo de una . 

investíga~ión,y"an~lis.is b~sa?~~k:eiementos probatorios que demuestren, de 

rnane.ra f~haci~~Í~,:y·j:cibJ~Íi~a7: ·18si'¡,'echos y conductas que se denunci~n. 
• deterrnin~ndo qu~·"~1 ~~~,i¡[9 ~ciínÓ~i~b denunciado incurrió o no en las prácticas·· 

~::. : : .. · :··_:.e:.·, ;.:;i.- 0 ' .~., ;_ •• ;~_:: __ \:.; ;?.·-.'·~:.:?¡:;._- :. ·---Y'.".'::.->1-~F···.:'"~;'~· ·::-\· . ·.: 
:m~nopóli~~ o·~nla c~~centr~ción'qu~ se le atribuyen. 

La· Comisión no debería concretarse a hacer un resumen de los. hechos y 

conduc'tas narrados en las denuncias, como generalmente sucede en· la práctica, 

, ni .debería tomar corno válidas las apreciaciones de los denunciantes y concluir de 

manera dogmática. La función de la Comisión debe ser, sustentar una resolución 

de presunta responsabilidad para justificar la substanciación del procedimiento con 

la participación del agente económico denunciado y entonces efectuar una 

auténtica investigación, corroborando la veracidad de los hechos y conductas 

materia de la denuncia y emitir una resolución debidamente fundada y motivada, 

en la que sustente que los hechos y conductas, son o no constitutivos de prácticas 

monopólicas o de concentraciones sancionables. 
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Dentro del procedimiento, la• Co~isiÓn debe definir lo que es el mercado 

relevante, pues ello con~tituirála pledr~ ~ngular para el análisis que haga en la 

resolución de prei~unt~ resp~·nsablfida:~\P:or. ~úi;, es conveniente destacar que la 

determinación y clasifi~ci~n c¡~·e d~'eu~'s~· ~aga debe ser correcta y relacionarse 

con el contenid~ de Íos he~~bs nar~aéioi pbr lo~ 'denunciantes en sus respectivos 
.~ ;.~ , .. ;' 

libelos acusato~~s. Te; _\_;· :·· x• (:::.:>,_, 
. -'"'.<:' -,-.~~i:;: (>':.: ,--~<- ::~t~i;:f_ ¡ .. ú:; :-::¿:, 

Para la. deterrninaCJón·;~cl~I \mercado~"relevante" es necesario considerar los 
' I"-" ,.. .., e") '" 

cuatro criterios 'que 'expresa'inente señ~Ía' el 'artícÚfo:12 de la· LFCE. 
:_, :>'·> ,_ :·:<~ :.'_/<-·~ . ,,, :':-..,' --

La Comisión debe'log'rar la Íipificacióh-específica.de la conducta o situación 

previstas, en I~ -· pe~SC)~~ }esp~cto''~e la C~al ~pÍ~tericJa h~-cer~e' la calificación 

correspondÚmte, 

Nos encp_~tra~os fr~nte ~ disposiciones determinantes que requieren para su 

aplicación la a~ecuaciÓn precisa de la conducta al tipo previsto. Para ello, es 

necesario que' la' Comisión . siJstente la tipificación en elementos fehacientes, 

indisput~bles y¡:>le~~~Él~t~ c~rroborables en cualquier supuesto. 

No es suficie~~~_qu~ labomisión estime, presuma, o infiera un hecho sin que 

quede plená'ment~- demostrado y acreditado previa la calificación o determinación 

del mercado reievante. Los. supuestos hipotéticos, inminentes, probables o de 

cualc¡ui~r. otr¡¡ forrn~. que no se basen en una situación concreta, específica y 

demostrablf;l,\m:i; d~~eríán ser elementos constitutivos de la determinación del 

· mercado; ni'sustento fundamental o motivacional del mismo. 

La Comisión no está exenta del principio procesal que establece que los 

hechos deben probarse y que sólo el derecho no requiere prueba. Por ello, cuando 

una autoridad emite un acto basado en determinados hechos o conductas, debe 

acreditarlos plenamente para que su determinación sea válida. 
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En el oficio de presunta responsabilidad, la Comisión debe partir de 

supuestos demostrado~, de hecho~ comprobado~, de situaciones reales y no de 

presunciones o conjeíura~>: . . . ' 

:::~~:l~~~~r!~i~~IJt:::=:::: ,: 
,,, '"•/¿':'.'.JF> .. ~ X~,;Z' ;::-:'.;~;::~!~:~¡;f~'. .:· ,:·_~;::::..:-·· -~t':. .. , 

:·" .:/::> ...... -·. _, ... ,., .. ::» .. <'-'.:~" ·:·.,-::::··,::_ :>:~ 
[)~ la'' a&piitLlci a;: P.ª~ic~IB,r'icia~:~'~()~;que' se. haga la clasificación de los 

mercados rje~~~~~r~ ~Í ré'~~ltii&~·~ qh ~~;uégue. De esta forma, mientras más 

amplia re~ü1te''1'a ~·efinl.ció~;·d~['.111~ica'~o·.···~~le~ante", menor posibilidad habrá de 

que se pued~ §6n~f~i~;qiie~xi~l~D ~fá~tí6:a;:~n.tiéompetitivas. Por el contrario, si la 

clasificació~ de:.oi~~c~~~,;~(1Í~it~d·a.o:·p~·rticU1ar, se .cae .en el riesgo de crear 

merca~~s ~et~/;~~;· 9/ ciec'i~; ~ dr~~?ún~· . ~itG~~ión especifica para un solo agente 

ecoriómico/lo '~Ue de suyo es ilegal. · . 

Debe recordarse que por imperativo legal no puede existir crimen sin pena y 

que tampoco puede existir pena sin crimen, según el aforismo romano nulla 

poena sine legem, nullum crimen sine legem. En otras palabras, para que una 

conducta pueda ser sancionada debe existir primero el marco regulatorio que asi 

lo establezca. Antes debe existir lo que se conoce como conducta punible o tipo, 

para después adecuarla al caso concreto. No se puede partir de la conducta 

específica para después establecer la sanción. 

En el procedimiento seguido ante la Comisión, se pretende en ciertas 

ocasiones y sucede en la práctica que ilegalmente se agrupan dos o más bienes o 

servicios y se considera la combinación de éstos para determinar los mercados 

•relevantes'', lo que viola flagrantemente lo dispuesto por el articulo 12 de la LFCE. 

La fracción 1 de este articulo claramente habla de un sólo bien o servicio para 

analizar la posibilidad de su sustitución. De la misma forma la fracción 11 utiliza el 

singular para referirse al bien de que se trate. Las fracciones 111 y IV, que hablan 
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ya de mercados, se refieren claramente a las dos fracciones que les preceden y 

en ninguna de ellas se habla en plural ni se establece la posibilidad de combinar 

bienes o servicios distintos, pues es evidente que si para clasificar Jos mercados 

se permitiese acudir a la combinación de diversos bienes o servicios, se llegaría al 

absurdo, de crear mercados especiales o artificiales para determinados agentes 

económicos. 

El oficio de presunta responsabilidad puede resultar infundado por no hacer 

análisis alguno que lleve a concluir Ja segmentación o clasificación de los 

mercados "relevantes". 

Por las razones expuestas, en mi opinión, el análisis y determinación de 

mercado' n~ debe acudir a Ja combinación de bienes o servicios, sino que es 

necesari~; t~rr,i~r <en cuenta, Ja dimensión de ambos (bienes o servicios), las 

posibilidades'de sustitución de éstos, Ja participación de Jos agentes económicos 

en cada ú'n~ ~la den~ldad de la combinación~~ comparación c~n la prestación de - -· ,_ ~ - -· . -- - - ' .. - . - .__. -- ·- ,_ -· . . 
los servíciosaisladamente, o en cada uno de SlJS respectivos mercados. 

Si seiLITJtli~an dos o más bienes o servicios para hacer la determinación de 

un mercadb; d~b~n tomarse en cuenta Jos elementos que previenen de la ley 

respecto de cada· uno de dichos bienes o servicios. 

2. INICIO DE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN 

En Ja LFCE no se prevé, que antes del emplazamiento pueda verificarse una 

etapa de investigación sin audiencia del particular, como sí se hace en el RLFCE, en 

contravención del principio de subordinación. 

El problema que aparece cuando se sigue el procedimiento, es que el 

Reglamento cambia Ja estructura del mismo. 
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En efecto, en los artículos 23, 25, 27, 28, 2~, 30,31 y 32 del RLF,CEse clispÓne 

lo siguiente: 

"Art. 23.-.De conformidad éo~'e!Capft~lo-V ele la Ley,laComisión 
iniciará una investigación cuando tenga éonocimiento de hechos de los 
cuales pueda deducir la probable e~i~tericia ~e: -- · 

l. PrácticasmonopÓlicás; , ~· ';;:;:-
' :.:·:,:~ ,;, 

!'~;~·· 

11. Concentraciones prohibidas a'q~·~ ~~ refi-~re ~I artfcuÍo 16 de la Ley, 
incluso aquellas que hayan obtenido resolución favorable con base en 
información falsa, o 

111. El incumplimiento de la obligación de realizar la notificación en 
términos del artículo 20 de la Ley. 

En los casos de las fracciones 1 y 11 el procedimiento se iniciará de 
oficio con la emisión del acuerdo respectivo o a petición de parte con 
la presentación de una denuncia. Para el caso de la fracción 111, 
dicho procedimiento sólo se iniciará de oficio." 

"Art. 25.· Dentro de los diez días siguientes a aquél en que se reciba la 
denuncia por la oficialía de partes, se deberá dictar un acuerdo que: 

l. Ordene el inicio de la investigación; 

11. Deseche la denuncia parcial o totalmente por ser notoriamente 
improcedente, o 

111. Prevenga por una sola vez al denunciante, cuando en su escrito se 
omitan los requisitos previstos en la Ley o en este Reglamento, para 
que la aclare o complete dentro de un plazo no mayor a quince días, 
mismo que podrá ampliar la Comisión por un término igual, en casos 
debidamente justificados_ Desahogada la prevención se deberá dictar 
dentro de los cinco días siguientes el acuerdo que corresponda. 
Transcurrido el plazo sin que se desahogue la prevención o sin que se 
cumpla con los requisitos se tendrá por no presentada la denuncia. la 
resolución de la Comisión que tenga por no presentada la denuncia se 
deberá notificar al denunciante dentro de los cinco días siguientes a 
aquél en que haya vencido el plazo para el desahogo de la prevención. 
Si no se emite acuerdo alguno dentro de los plazos antes señalados 
se tendrá por iniciada la investigación correspondiente_" 

"Art. 27.- Un extracto del acuerdo por el que la Comisión dé inicio a 
una investigación se publicará en el Diario Oficial de la Federación 

_ TESIS CON _ ¡ 
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dentro de los diez días siguientes a su em1s1on, el cual deberá 
contener, cuando menos, la práctica monopólica o concentración 
prohibida a investigarse, y el mercado en Ja que se realiza, y podrá 
difundirlo en cualquier otro medio de comunicación cuando el asunto 
sea relevante a juicio de Ja Comisión, con el objeto de que cualquier 
persona coadyuve en dicha investigación. En ningún caso se 
revelará en la publicación a que se refiere este párrafo el nombre, 
denominación o razón social de los agentes económicos 
involucrados en la investigación." 

"Art. 28.- Iniciada una investigación de Ja cual se desprenda que 
existen elementos suficientes para determinar que el objeto o efecto de 
la práctica monopólica o concentración prohibida, sea o pueda ser 
disminuir, dañar o impedir el proceso de competencia y libre 
concurrencia a nivel nacional; que las mismas incidan negativamente 
en el mercado relevante y otros mercados relacionados; que existan 
otros agentes económicos involucrados; o que exista una pluralidad de 
prácticas monopólicas o concentraciones prohibidas, Ja Comisión 
podrá tramitar un solo procedimiento, ampliar los hechos de la 
denuncia o iniciar nuevos procedimientos, según sea más adecuado 
para la pronta y expedita tramitación de Jos asuntos." 

"Art. 29.- Toda persona que tenga relación con Jos hechos que 
investiga la Comisión, tendrá obligación de proporcionarle dentro del 
plazo que le sea fijado, bajo protesta de decir verdad, la información y 
datos relevantes que se le requieran por escrito, así como presentarse 
a declarar cuando sea citado." 

"Art. 30.- Concluida la investigación, si existen elementos suficientes 
para sustentar la existencia de prácticas monopólicas o 
concentraciones prohibidas, el Presidente y el Secretario Ejecutivo de 
la Comisión emitirán un oficio de presunta responsabilidad, el que 
contendrá el nombre y domicilio del presunto responsable, Jos hechos 
materia de la práctica monopólica o concentración prohibida que se le 
imputen, los artículos que se estimen violados, y Jos elementos en que 
se apoye Ja presunta responsabilidad, con lo cual la Comisión 
emplazará al asunto responsable." 

"Art. 31.- Las diligencias practicadas por Ja Comisión con anterioridad 
al emplazamiento tendrán plena validez para sustentar el oficio de 
presunta responsabilidad. En la práctica de dichas diligencias serán 
aplicables en lo conducente las disposiciones sobre pruebas previstas 
en este Reglamento. 

En caso de que no existan elementos suficientes para sustentar la 
presunta responsabilidad de un agente económico, el Pleno de la 
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Comisión decretará· el cierre del expediente y en su caso, notificará 
esta resolución al denunciante." 

"Art. 32.- Para efectos de la fracción 11 del artículo 33 de la Ley, el 
emplazado deberá referirse a cada uno de los hechos expresados en 
el oficio de presunta responsabilidad. Los hechos respecto de los 
cuales no haga ninguna manifestación se tendrán por ciertos, salvo 
prueba en contrario, lo mismo ocurrirá si no presenta su contestación 
dentro del plazo señalado en la citada fracción 11. 

El presunto responsable podrá presentar su contestación y ofrecer los 
medios de prueba que considere pertinentes, en una o más ocasiones, 
pero en todo caso deberá hacerlo dentro del plazo a que se refiere la 
fracción 11 del artículo 33 de la Ley." 
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En mi opinión, las disposiciones del RLFCE contrarían y van más allá de lo 

dispuesto en la ley que reglamentan, puesto que si en la LFCE se dispone que se 

debe emplazar al presunto responsable desde el inicio del procedimiento, 

·informándole en qué consiste la investigación, acompañándole, en su caso, copia 

de la denuncia, el problema es que, como ya se dijo, el Reglamento cambia la 

estructura del procedimiento y establece una etapa de investigación previa, 

anterior ·al emplazamiento, que debe substanciarse sin audiencia del particular 

afectado. 

Las disposiciones del RLFCE que prevén el procedimiento, en mi opinión son 

con.trarias a la Constitución. El procedimiento creado en el reglamento no cumple 

con los requisitos exigidos para respetar la garantía de audiencia prevista en el 

artículo 14 constitucional, ya que, entre otras cosas, se faculta a la Comisión a 

substanciar una etapa previa de investigación sin audiencia del particular afectado. 

El artículo 14 constitucional establece en su segundo párrafo que 'Nadie 

podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 

derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 

establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.' 

-------~·1 
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La interpretación y el al~ance' de este imJ~ratiZo constitucional son los 

siguientes: 

La garantía de audiencia se integra de cuatro' garantías específicas de 

seguridad jurídica y que son: 1) el juicio previo al acto de privación; 2) que dicho 

juicio se siga ante tribunales previamente establecidos; 3) que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento; y 4) que se juzgue con base a las 

leyes vigentes con antelación a la causa que . origine el juicio. Estas cuatro 

garantías especificas son necesariamente concurrentes. En tanto que la garantia 

de audiencia se forma con la conjunción indispensable de las cuatro, se entiende 

vulnerada aquélla con la sola violación de una de ellas. 

El concepto de juicio previo a que se refiere esta garantía individual abarca 

todo procedimiento, es decir, toda secuela de actos concatenados entre sí afectos 

a un fin común que· les proporciona unidad. Por tanto, el respeto de esta garantía 

de audiencia incluye a las autoridades distintas de los tribunales que si bien tienen 

· funcion~~ • ·'!6¡.Jl1~1ní~~Íe administrativas gozan ·de facultades materialmente 

jurisdiccionales. Así lo ha resuelto nuestro más alto Tribunal, en la siguiente forma: 

"No es exacto que sólo las autoridades judiciales son 
constitucionalmente competentes para privar de sus propiedades y 
derechos a los particulares, en Jos casos en que la ley aplicable así lo 
prevenga. Si bien, el segundo párrafo del artículo 14 constitucional 
exige para ello "juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos'', es tradicional Ja interpretación relativa a que los 
tribunales previamente establecidos no son exclusivamente los 
judiciales, sino también las autoridades administrativas, a quienes la 
ley ordinaria confiere competencia para ello, pero eso sí, respetando la 
previa audiencia, la irretroactividad de la ley, las formalidades 
esenciales del procedimiento y la aplicación exacta de la ley. Esta 
interpretación tradicional se debe a que por la complejidad de la vida 
moderna sería imposible que el Estado cumpliera sus funciones 
públicas con acierto, prontitud y eficacia, si tuviera siempre que acudir 
a Jos tribunales judiciales para hacer efectivas sanciones establecidas 
en las leyes. "98 

98 Informe de 1969. Tribunal Pleno, Primera Parte. p. 216 . 

........ ----------
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Por la misma razón, la garantía de audiencia prevista en el artículo 14 

constitucional no sólo es operante frente a los tribunales propiamente dichos, es 

decir, frente a los órganos del Estado que están legalmente adscritos al poder 

judicial, sino que su cumplimiento también es obligatorio para las autoridades 

administrativas de cualquier tipo ante las que deba seguirse un procedimiento. 

Conviene. precisar, ·además, que. el concepto "mediante juicio" significa que 

deb~ seguirse un procedimiento previri al .~ct6 de autoridad. "En efecto, la palabra 

,;m~diante'' utilizada en.el segundo párrafÓ cÍe1·artfculo 14 constitucional es sinónimo 

de esia expresión: "por medío;~e'',~Ahd;~ bie~. el "medio" en su acepción lógica, 

debe necesariamente pre~der: al fi~. 'p'úes de otro modo desvirtuaría su propia 

índole. Port~nt;;, sl ~I ·~9i~@~d~:~~e habla dicho precepto es un medio para privar a 

alguna persona de.·:cualquier bien jurídico (la vida, la libertad, las propiedades, 
•·. '• ;""-1'. é-·' __ ,,:.: .•. , 

posesiones' o · .ci~~~cho~),\es decir, si la "privación" es el fin, obviamente el 

procedimie11tO.e~~9y~-.~q~i1,s.e.traduce debe preceder al acto privativo, lo cual no 

. amerita maycir~~ ~;~~T~rios."99 

Así· las :cb~:s::~I ;;procedimiento nuevo y distinto, creado en el RLFCE, no 

cumple ccin- 1~:'H~ri:~.~a garantía específica apuntada, pues no respeta las 

formalidad~~ ·~s~~6i~ies d~I proeedimiento. 
,. - ·- ' - ~- '.. .. •"·· .. "" . - . ' 

¡ :·._~·> 
De.· la •· 1eciJr~ ;\j'.,;;;;la~ /di¿posiciones que contemplan tal procedimiento se 

desprende q~e ~i bi~~ 5¿i ~~e~é ~I emplazamiento del presunto responsable, ello se 

verifica con pÓsí~ri~ridad·~ que roncluye la etapa de investigación, en la que no es 

escuchado. 

Nuestro régimen jurídico no prevé ni contempla que los particulares deban 

ser considerados como culpables hasta en tanto se demuestre lo contrario. La 

09 BURGOA, Ignacio. Las Garantías Individuales. 17• edición, México, 1983, Editorial Porrúa, p. 545. 
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máxima jurídica vigente en nuestro estado de derecho es precisamente la 

contraria, la de presunción de inocencia: "toda persona debe considerarse 

inocente hasta en tanto se demuestre su culpabilidad". 

Las formalidades esenciales del procedimiento se constituyen por la serie de 

actos concatenados entre sí que se deben llevar a cabo para dirimir una 

contienda, para declarar un derecho;.lmponer una condena o, en general, para 

fijar una situación jurídica respecto de un particular. Son esenciales todos los 

actos que necesariamente deben.· verificarse para que no quede duda de que el 

particular ha sido auténticamente ~íd~·en el procedimiento de que se trata. 

Un juicio reunirá ;·en ~u desarrollo las formalidades esenciales del 

procedimiento, si las: leye's que lo regulan y las autoridades que .lo tramitan, 

estable.can y c:.umplen los siguientes requisitos fundamentales: 1) que el particular 

tenga . ccÍhocimiento del inicio del procedimiento; 2) que además tenga 

conocimiento de la cuestión a debate y de las consecuencias que se producirán en 

caso de q
0

Ue prospere la acción; 3) que se le de oportunidad de presentar sus 

defensas; 4) que se organice un sistema de comprobación o confirmación para 

que quien afirme o sostenga una cosa lo demuestre y quien sostenga lo contrario 

pueda también comprobarlo; 5) que se de oportunidad a las partes de formular o 

presentar alegaciones; y, 6) que el procedimiento concluya con una resolución que 

decida sobre la cuestión debatida y, al mismo tiempo, fije la forma como ha de 

cumplirse. 

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto 

en jurisprudencia definida, lo siguiente: 

"FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS 
QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA 
PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.- La garantía de audiencia establecida 
por el articulo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la 
oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, 
libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto 

... ~--·~---¡ 
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impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el 
juicio que se siga se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento. Estas son la que resultan necesarias para garantizar la 
defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera 
genérica, se traduce en los siguientes requisitos: 1) La notificación 
del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La 
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la 
defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución 
que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, 
se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es 
evitar la indefensión del afectado."100 

AUDIENCIA. GARANTIA DE. REQUISITOS QUE DEBEN 
CONTENER LAS LEYES PROCESALES EN RESPETO A LA. De 
acuerdo con el espíritu que anima el artículo 14 constitucional, a fin de 
que la ley que establece un procedimiento administrativo, satisfaga la 
garantía de audiencia, debe darse oportunidad a los afectados para 
que sean oídos en defensa, antes de ser privados de sus propiedades, 
posesiones o derechos, con la única condición de que se respeten las 
formalidades esenciales de todo procedimiento. Este debe contener 
"etapas procesales", las que pueden reducirse a cuatro: una etapa 
primaria, en la cual se entere al afectado sobre la materia que versará 
el propio procedimiento, que se traduce siempre en un acto de 
notificación, que tiene por finalidad que conozca de la existencia del 
procedimiento mismo y dejarlo en aptitud de preparar su defensa; una 
segunda, que es la relativa a la dilación probatoria, en que pueda 
aportar los medios convictivos que estime pertinentes; la subsecuente 
es la relativa a los alegatos en que se de oportunidad de exponer las 
razones y consideraciones legales correspondientes y, por último, 
debe dictarse resolución que decida sobre el asunto."'º' 
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En tal virtud, el particular no puede ser llamado a la mitad del procedimiento, 

sino que debe ser notíficado de su existencia desde su inicio, para que de esa 

forma tenga en plenitud la oportunidad defensiva que le concede la Constitución 

en todas las etapas del procedimiento. 

"Ahora bien, la decisión de un conflicto jurídico impone la inaplazable 

necesidad de conocer éste, y para que el órgano decisorio (tribunal previamente 

100 Gaceta al Semanario Judicial de la Federación. Tesis jurisprudencia! número P.LV/92A, Pleno, Núm. 53, 
Mayo 1992, Octava Época, p. 54. 

101 Semanario Judicial de la Federación. TesisJurisprudencial. Pleno, Volumen 115-120, Séptima Época, p. 15 
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establecido) tenga real y verdadero conocimiento del mismo, se requiere que 

el sujeto respecto del que se suscita manifieste sus pretensiones. De esta manera, 

la autoridad que va a dirimir dicho conflicto, esto es, que va a decir el derecho en 

el mismo, tiene como obligación ineludible, inherente a toda función 

jurisdiccional, Ja de otorgar Ja oportunidad de defensa para que Ja persona que 

vaya a ser víctima de un acto de privación exteme sus pretensiones opositoras 

al mismo. Es por ello por Jo que cualquier ordenamiento adjetivo, bien sea civil, 

penal o administrativo, que regule la función jurisdiccional en diferentes materias, 

debe por modo necesario y en aras de la índole misma de esta función, estatuir Ja 

mencionada oportunidad de defensa u oposición, Jo que se traduce en diversos 

actos procesales, siendo el principal la notificación al presunto afectado de las 

exigencias del particular o de Ja autoridad, en sus respectivos casos, tendientes a 

Ja obtención de la privación."1º2 

Además, conforme a Jo dispuesto en el artículo 33 de la propia LFCE, Jos 

particulares ~·aben ser notificados del inicio del procedimie~Íci''p~ra que, de esa 
.~ '.~·.-º-.: -_, -. - . (:-·/.: :: '. ·~ 

forma y desde el principio, puedan participar de las actuaciÓnes 'que se realicen y 

así se asegure su derecho de defensa desde la primará y hasta la última 

actuación. 

En conclusión, opino que no debería ser procedente la emisión de resolución 

alguna sobre el fondo de un asunto materia de un procedimiento, sino hasta que el 

particular presunto afectado sea emplazado, oponiendo sus excepciones y 

defensas y que sean desahogadas las pruebas que ofrecidas. 

3. EMPLAZAMIENTO 

Como ya se mencionó, en el Reglamento se dispone, en contravención al 

mismo artículo 33 de Ja ley que reglamenta, que Ja Comisión puede substanciar 

'º2 BURGOA, Ignacio. Las Garantias Individuales, Op. cit., pp. 547-548. 
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una etapa previa de investigación, antes de que el particular s~a. noti~cad~ del 

inicio del procedimiento, lo que constituye una e\¡idente ~iolacl~r(ala_ga~antra de 

audiencia, pues no se respeta la más importante'y'~sencial de'ias formalidades 
procesales: el emplazamiento. e:.: -•\.•· ,,.,. ''1''- ,._,, 

:.;:','.,' ·-.·.•· .. ;·~ ~>'·>-

El emplazamiento supone ~n ll~~amÍE!~t~;;:~ Jtj~iciJog~l~~~nt~ anterior a 

cualquier pronunciamiento de la auto~idJd;~?~Y~r·f~~~~·'~e(~-s~h~o.' No es válido 

que el llamamiento al pr~c~d,imiento ~~:h~g~'.~ri~~~~~?~~~ i'~'a~toridad ya se ha 

pronunciado _sobre el_ fondo el~ 1~;~~~st1¿i;~~;~IJ~;·R¿['.~á{que s'e de oportunidad 

al particular de refutar ~I pronú~Ó!~~i~nt~ ya:h~~8o!.'I~ pri'vación que se sufre de 

nO poder participar . desde el inicio del prO'cecilrniellto, en la investigación y 
- •• • - • - >, • - .--• •• .',.' :·' ··-·. • :- •• : 

recopilación 'de información y en la cóllforrnaciórí' p'récisamente de las ideas y 

consideraciones que llevan a la autó~idada ·p~()~unciarse respecto del asunto, ya 

no se repara con el hecho de queO emitid~ el pronunciamiento, se de oportunidad 

al particular de rebatirlo. 

"No debe confundirse. la preexistencia de la oportunidad legal defensiva al 

acto de privación, con la impugnabilidad de éste mediante recursos que consignen 

las leyes normativas ele dicho acto. En el primer caso, es evidente que se observa 

la garantíade audiencia; mientras que en el segundo, se deja de acatar, en virtud 

·de la anterioridad ·del acto privativo a la oportunidad de defensa, Ja cual no se 

. · dedudría ~orri~ previa, sino como posterior a dicho acto a través del medio de 

impugnación que legalmente se establezca. Cuando una ley administrativa faculte 

a' la auioridacl :d~ que se trate para realizar actos de privación en perjuicio del 

gobernado, , sin consagrar un procedimiento defensivo previo, se estará en 

presencia de una violación a Ja garantía de audiencia, aunque Ja propia ley 

estatuya recursos o medios de impugnación del mencionado acto."1º3 

103 BURGOA, Ignacio, Las Garantías Individuales, Op. cit., pp. 542-543. 
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De la misma forma, cuando la ley previene un procedimiento de defensa 

previo; pero en el Re'glamento se autoriza la substanciación de una etapa previa 
- ' ' 

de investigación, se está en presencia de una evidente violación a la garantía de 

audiencia,'·~omo sucede en el procedimiento seguido ante la Comisión, pues ella 

inicia I~. etapa _de investigación sin emplazar al particular presunto responsable, sin 

correrle . traslado con la denuncia y anexos presentados y sin hacer de su 

conocimien.to '1os he_chos o conductas concretas que se investigan. 

Por oircí lado, _debe decirse que no cabe excepción alguna a la garantía de 
' --, <' 

audiencia, rii por ley secundaria ni por acto de autoridad. Las únicas excepciones 

válidas a da g~r~~ira de audiencia, como a las demás garantías individuales, 

deben estar previstas en la Constitución General de la República. 

E_n la ley suprema no se previene excepción alguna para el caso de los 

procedimientos que compete seguir a la Comisión. 

"Ahora bien, las excepciones a la garantía de audiencia sólo deben 

consignarse en la Constitución, atendiendo a la circunstancia de que, por significar 

limitaciones a los derechos públicos individuales del gobernado, la fuente formal 

única de las mismas es la Ley Suprema. Así dentro de nuestro orden 

constitucional podemos apuntar las siguientes principales excepciones a dicha 

garantía: 1. La que se prevé en el artículo 33 de la Constitución, en el sentido de 

que los extranjeros que juzgue o estime indeseables el Presidente de la 

República, pueden ser expulsados del país, sin juicio previo; ... 2. La que se 

desprende del artículo 27 constitucional en lo referente a las expropiaciones por 

causa de utilidad pública, conforme al cual el Presidente de la República o los 

gobernadores de los Estados, en sus respectivos casos, pueden, con apoyo en las 

leyes correspondientes, dictar el acto expropiatorio antes de que el particular 

afectado produzca su defensa, la que, sin embargo, puede ser previa, según lo 

consigne el ordenamiento que regule dicho acto de autoridad, puesto que el 

párrafo segundo de la fracción VI de dicho precepto remite a la legislación 



89 

secundaria federal o local "la determinación de los casos en qUe. sea de utilidad. 

pública la ocupación de la propiedad privada" y de acuerdo. con·· 1a ·que 'ºla 

. autoridad administrativa hará la declaración correspondiente:~.~ 3: La· Suprema 

Corte ha establecido otra excepción o salvedad a la gal"antf~ ~~ aÜcli~ncia ~n 
materia tributaria, en cuanto que antes del acto que fije u~ lmpue'sto,. fa- autórid~d 
fiscal respectiva no tiene 1a obligación de escuch¡;¡r a1 cáusan_te:;: 4~ i'arhf:,o~o es 

observable la garantía de audiencia tratándose. de . órdenes' jUdiciales: de 

aprehensión, salvedad que se deriva del mismo artículo .16 constitucional,·. cuyo·. 

precepto, al establecer los requisitos que el libramiento de · aqüéllas. debe 

satisfacer, no exige que previamente a él se oiga al presunto indiciado en defensa,. 

pues únicamente determina que dichas órdenes estén precedidas pcir algÚna 

denuncia, acüsación o querella respecto de un hecho que legalme~le_se castigue 

con pena corporal, ªPC?Yada en declaración bajo protesta "de persona digna de. fe" 

o en otros datos "que hagan probable la responsabilidad del inc~lpadoH.''.1~ ' . • 

En consecuencia, el RLFCE, al pre¡verlasubstanciaci~~de_esa ~tapapre~ia ·. 

de investigación, sin audiencia del ~artic~lar,su¡etó del. pr,o?~di~Íe¡~to,::resulta 
violatorio del artículo 1 ~. co~stitucional. y p~rta~to de 1.~A~r,a~tfa d~;~~di~~cia q~-e 
corresponde al particular Ínvestig~d~ ~i~sÜ~ti/~s~i?s$~)~~{~,~f .~;· : . · -

Además de lo.anteri~~·.•·E!~ ·.di~hb're~i;~~Jni~;:~ri;;~e'd~cfÚye!~,u~a serie de 

reglas necesarias< p¡;¡r~ ~.aseg~~~~.- el; ~e~ido', ~~o~~~o í~9ci1 · ·q~~ ~rdena -. la 

Constitución, ya ql!~: _,_ ;;L i• . - : . _, 

. ·' ' i;,, "' é >. ·.·,' .··~':·~·;: :·· < 

i) Por. la ·forrn_a:en:q~E! se regula el emplazamiento, la Comisión no tiene 

obligación de correr traslado con la solicitud de la autoridad o con la denuncia 

y a'nexbs pre~entado~ por el agente económico interesado en que se haga la 

declaración respectiva. 

104 BURGOA, Ignacio. Las Garantlas Individuales, Op. cit., pp. 549·554. 



ii) No se. establece. la forma y térmipos en que habrán . de tramitarse las 

excepciones y defénsas opuestas· por el particular ~feétado'.: 

iii) No . se establecen. todos los requisitos y reglas necesarios para .. el 

ofrecimient~. ~drñi~iÓn y desahogo de pruebas, además de : qú~ ria se 

sefialan 1ós lineamientos a los que debe ceñirse la autorid~d i!;lntopara 

valoradas/. ccin'io para investigar, verificar, cerciorarse o allegarse de 

elementos ·para resolver. 

La Suprema Corte de Justicia ha resuelto que la garantía de audiencia debe 

ser respetada por el poder legislativo al momento de crear las leyes en las que se 

establezca algún procedimiento. La jurisprudencia es la siguiente: 

"AUDIENCIA, GARANTIA DE.- Haciendo un análisis detenido de la 
garantía de audiencia para determinar su justo alcance, es de llegar a 
la conclusión que si ha de llegar a tener eficacia, debe constituir un 
derecho de los particulares no sólo frente a las autoridades 
administrativas y judiciales, las que en todo caso deben ajustar sus 
actos a las leyes aplicables y cuando éstas determinen en términos 
concretos la posibilidad de que el particular intervenga, a efecto de 
hacer la defensa de sus derechos, conceder la oportunidad para 
hacer esa defensa, sino también frente a la autoridad legislativa, de tal 
manera que ésta quede obligada, para cumplir el expreso 
mandamiento constitucional, a consignar en sus leyes los 
procedimientos necesarios para que se oiga a los interesados y se les 
dé oportunidad de defenderse en todos aquellos en que puedan 
resultar afectados sus derechos; de otro modo, de admitirse que la 
garantía de audiencia no rige para la autoridad legislativa y que ésta 
puede, en sus leyes, omitirla, se sancionaría la omnipotencia de tal 
autoridad y se dejaría a los particulares a su arbitrio, lo que 
evidentemente quebrantaría el principio de la supremacía 
constitucional y seria contrario a la intención del constituyente que 
expresamente limitó, por medio de esa garantía la actividad del estado, 
en cualquiera de sus formas." 

Precedentes: 

Z. Manterola María Teresa y Coags. Pág. 1198, tomo CX, 12 de 
noviembre de 1951. 5 votos. 

TESIS CON ! 

FALLA DE 0~9.~!J 



Sostiene Ja misma tesis: 

Noviembre 12. Ríos Centeno Elena, contra actos de Ja legislatura de 
Durango y otras autoridades. 5 votos. Ver jurisprudencia 661, pág. 
112, Octava Parte, Tomo Común. 

Tomo CJ, pág. 2357. 
Tomo CIJ, pág. 493. 
Tomo LXXX, pág. 3819. 
Tomo LXXXIX, pág. 2146. 
Tomo LXXIX, pág. 5919."1º5 
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En conclusión, el problema es que el procedimiento establecido en el RLFCE 

no cumple con Jos requisitos exigidos por el artículo 14 constitucional y por tanto, 

en mi opinión, son inconstitucionales las disposiciones del Reglamento que prevén 

el procedimiento. 

4. DILIGENCIAS PROBATORIAS ADICIONALES 

De acuerdo a Jo establecido por el artículo 39 del RLFCE, Ja Comisión puede 

decretar Ja práctica de diligencias probatorias adicionales en el procedimiento: 

"Articulo 39.- Desahogadas las pruebas, la Comisión, en un término que 
no excederá de quince días podrá acordar, para mejor proveer, Ja práctica 
de alguna diligencia probatoria adicional que estime pertinente para el 
esclarecimiento de Jos hechos objeto del procedimiento, Ja que 
desahogará dentro de los veinte días siguientes, debiendo previamente 
dar vista a los agentes económicos para que manifiesten Jo que a su 
derecho convenga." 

Como señala el artículo, debe darse vista a Jos agentes económicos del 

procedimiento, para que en el término señalado por Ja Comisión, manifiesten Jo 

que a su derecho convenga respecto a las prácticas. Dicho término se contara a 

partir del día siguiente al en que surta efectos Ja notificación de dicha resolución. 

105 Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época, Tomo CX, Segunda Sala, p. 1198. 

TESIS CON · 
,__F_l\L_LP_L D~E_O_RI_GE~~ 
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Una . vez desahogada la vista y expresadas las razones con ·.base. en las .. . . -· 
cuales resulte ó no procedente que se decrete la práctica df! diligencias 

probatorias adicionales, la Comisión deberá desahogarlas dentro d~ l~s veinte • 

días siguiente~ al desahogo de la vista. 

La ie~oÍució~ ·donde se determina llevar a cabo la práctica d~·c:Úlige~cias 
probato~ias adicionales, deberá ser emitida en un término q~e ~i:/ex~~clerá de 15 

días, una vez que han sido desahogadas las pruebas. 

lnicia_dá la práctica de tales diligencias, la Comisión girará oficios de 

requerimiento de información a los agentes económicos, informándoles cuales son 

los elementos de pruebas necesarios para poder resolver el conflicto. 

La realización de la práctica de las diligencias, puede resultar violatorio del 

artículo 39 del RLFCE, de los principios de legalidad, de certeza y seguridad 

jurídÍ~. a~ic_briiode las normas de debido proceso legal, en razón de lo siguiente: 

De la 'simple iecÍura del artículo 39 se desprende que para el ejercicio de la 

facultad ~~n~i~nada (ordenar la práctica de diligencias probatorias adicional~s), 
deben adtLad;ár~e l~s siguientes supuestos y cumplirse Jos requisitos que a 

co~tiriua~iÓ~ ~~ enumeran: 

1) Que se hubiesen desahogado todas las pruebas ofrecidas y admitidas a 

las partes. 

2) Que la facullad se ejerza dentro de los quince días siguientes a que 

hubiese culminado el desahogo de las pruebas antes mencionadas. 

3) Que la práctica de alguna diligencia probatoria adicional sirva para conocer 

la verdad de algún hecho objeto del procedimiento. 

4) Que previo al ejercicio de Ja facultad indicada, se de vista a los agentes 

económicos para que manifiesten lo que a su derecho convenga. 
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5) Que se funde y motive la decisión de iác6inis}ón para Cl~denar la práctica 

de alguna diligencia probatoria adicional,, con vista< en las constancias del 

expediente, según el resultado de las prueba'.~.de~~·hogadas y ofrecidas por las 

partes, exponiendo los razonarl'lient6s: 169T~Ó~juÍÍdicos que demuestren la 
" ··;:.·, ..... -·-·-·¡ ._ 

necesidad de dicha diligencia probai~ria ~~i:i~nal para conocer la verdad sobre 

los hechos objeto del procedimiento;·~~z9:~ª~·~n,tos con los cuales debe darse 

vista a los agentes económicos ihv~lu~~ad~·~:· ~révio a tomar la decisión definitiva 
.~~ (<' .'::;. ' : ' •• 

.< ·;~.' 
respectiva: 

De esta manera se desprendé,·~ntr,e ofra~ cosas, que previamente a que la 

•Comisión decrete la' práctiéa' d.~ ~il~gen6,i~~ pr~batorias adicionales, es necesario 

quedé vista a k>s agentes. económi~~s ir1vo10crados para que manifiesten lo que a 

su derecho convenga. SÓio después'cie/desahogada la vista o de fenecer el plazo 

otorg~cfo para tal efecto, es que la d~rnisión está en posibilidad de emitir la 

. resolución en la que decrete la práctl~de tales diligencias. 

Asimismo se desprende que la raso.lución en la cual se decrete la práctica de 

las diligencias probatorias adicionales debe emitirse dentro de los quince dfas 

siguientes a que se hubiesen desahogado las pruebas en el procedimiento, pues 

transcurrido ese plazo la Comisión deberá citar para alegatos. 

La Comisión debe prever la vista ordenada por el artículo 39, de tal suerte 

que transcurridos los plazos otorgados para el desahogo de esa vista, esté 

todavía dentro de los quince días siguientes a la culminación del desahogo de las 

pruebas para decretar la práctica de las diligencias probatorias adicionales. 

El agente económico debe manifestar lo que su derecho convenga respecto 

a la práctica de pruebas para mejor proveer y los oficios de requerimiento de 

información necesarios para el perfeccionamiento de tales probanzas, serán 

emitidos una vez que todos los agentes económicos desahoguen la vista a que se 
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refiere el artículo 39 del RLFCE o una vez que venza el plazo legalmente 

otorgado para ello. 

La Comisión debe respetar los plazos y términos establecidos en el artículo 

aludido, de lo contrario decretará la práctica de tales diligencias con 

extemporaneidad y violando la garantía de . seguridad jurídica de los agentes 

económicos. Si la Comisión no respeta las reglas del artículo 39 del RLFCE, en .mi 

opinión, serán ilegales tanto los actos que decrete extemporáneamente para .la 

práctica de diligencias probatorias adicionales, cuanto aquéllos a través de los 

cuales se hayan llevado a cabo el desahogo de dichas diligencias, estos últimos 

por ser consecuencia directa de los primeros. 

De acuerdo .al artículo 39, las dilig!lncias probatorias adiciona!es deben 

desahogarse en un pla~o de veinte días hábiles posterior a la fe',cll~ e'n que se 

hubiese decretado poriacomisión la práctica de tales diligencias; De lo contrario, 

como y~ ~i¡e,·~~Ó~:B.ctos serán ilegales, porque a través ~~ e~l~.s se habrán 

ll~vado ~ ~~b~~·¡~ ~;áé:tica de las diligencias fuera del plazo de.W dfas que prevé 

ei articulo indicado. 

La determinación de ordenar la práctica de diligencias probatorias 

adicionales debe estar debidamente fundada y motivada •. esto es,'. '.debe 

expresarse el precepto legal que le sirva de fundamento y · exponer los 

razonamientos lógico-jurídicos a través .de los cuales se demuesire que dicha 

práctica es necesaria en el caso concreto. 

Del texto del artículo 39 . del RLFCE se desprende que debe fundarse y 

motivarse la decisión de la Comisión para ordenar la práctica de alguna diligencia 

probatoria. adicional, con vista en las constancias del expediente, según el 

resultado de las pruebas desahogadas y ofrecidas por las partes, exponiendo los 

razonamientos lógico-jurídicos que demuestren la necesidad de dicha diligencia 
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probatoria adicional para conocer. la verdad sobre los hechos objeto del 

procedimiento. 

En .esas· resoluciones Y: actos se deben exponer los razonamientos lógico

jurídicos para demost~ar que, en el caso, es necesaria la práctica de las diligencias 

probatoria~ ~di~iÓnal~; q¿e se han pretendido llevar a cabo. Debe explicarse o 

dem~strárse ~ó~o e~ que de las constancias de autos no se pueden conocer los 

hechos m;;ite~i~ ·c:Íe .lalitis, o bien, por qué es que así lo estima la Comisión . 

. . La íll~ti~1~1cl'n .de' la Comisión debe partir de un análisis de las constancias 
., ,~ ·. ·.¡ ·,.-. "~. '. < ·'· 

del expedient~.Y'~'del resultado del desahogo de las pruebas ofrecidas por las 

partes, frellte'a los hechos objeto del procedimiento. Sólo asi se puede determinar 

si persi~te.e1'.'des66riócimiento total o parcial de algún hecho, por no poderse 

desprend~r de · '1~5 . pruebas desahogadas o constancias que obren en el 

expediente, de tal forma que se haga necesario allegarse de algún medio 

probatod6.adlc:ion~I para conocer la verdad sobre ese hecho. 

En mi opinión, pára motivar la orden de practicar alguna diligencia probatoria 

adi~ional, se .debe precisar el hecho o hechos que se requieren conocer y, 

· además, demostrar que ese hecho no es cognoscible a través de las pruebas ya 

desahogadas en el procedimiento. A su vez, es necesario explicar por qué sólo 

con la práctica de las diligencias probatorias adicionales, podrán esclarecerse 

hechos específicos, previamente señalados. De esta manera, no debería 

considerarse, una motivación suficiente, cuando la Comisión decreta 

genéricamente la práctica de las diligencias para el esclarecimiento de los 

hechos objeto del procedimiento, como generalmente sucede en la práctica. 

Para formular el requerimiento de información la Comisión debe razonar y 

demostrar cómo es que, en concepto de ella, los hechos objeto del procedimiento 

no resultan claros o cognoscibles, después de determinar cuáles son los hechos 

que no pueden ser conocidos a través de las pruebas desahogadas y demás 
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:·.·· '.'- ''>> .·_·: ·,.·: _:'. . . . __ ·_ . : 
constancias del expediente, y cómo es· que se estima que éstos serán conocidos 

con la práctica de diligenci~s p~ob~tbrias adiéionales. 
>'::' .··.· ; 

Pued~ p~~~rs~ e.n.dúd~ la existencia de ésta figura, pues ¿cómo puede 

decirse, en la ~liad d~ IJn procedimiento; qu~ se necesita el esclarecimiento de los 

hechos objeto d~.I ~ismo, si, con base en infonnaciónpreliminar, se emite un oficio 

de presunta. responsabilidad en.el que se imputan determinadas conductas a un 

agente económico determinado? 

. - . . 
Si en la práctica, los hechos denunciados río son claros, ¿con base en qué 

información fehaciente la Comisión emite el oficio de presunta responsabilidad en 

el cual pred~termlna la existencia de alguna ~ráctica monopólica o concentración? . . . . 
. : . .. . 

Si .la información conte~id;a en el expediente, referida a los hechos 

denu~ciados •. re~~ita ciara ·y suficiente para emitir el oficio de presunta 

r13spons~b~id~d, no se justifica la necesidad de practicar las diligencias probatorias 

adi~ioríaÍes, 0·:,n~·no·s· que los hechos denunciados no sean claros, y carezcan de 

sustento fáctico pará ratificar la resolución que ponga fin al procedimiento. En mi 

op.inió~, c~nlapráctica de las diligencias, la Comisión pretende corregir lo actuado 

en el •procedimiento, demostrando que el oficio de presunta responsabilidad 

constituye un prejuzgamiento carente de todo sustento fáctico y jurídico, en tanto 

que se dictó con base en un expediente relativo a una investigación incompleta e 

insuficiente. 

Es absurdo, incongruente y contradictorio pretender que, finalizada la etapa 

de investigación y dictada la resolución que determina la presunta responsabilidad, 

sea necesaria la obtención de información adicional para esclarecer los hechos 

objeto del procedimiento. 

Reconocer que después de haber determinado la presunta responsabilidad, 

no obran las constancias suficientes para conocer con claridad los hechos que se 
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han denunciado, demuestra la ilegalidad de la presunta responsabilidad emitida en 

el oficio de presunta responsabilidad. 

Por todo ello, en mi opinión, resulta ilegal la existencia de la figura de la 

práctica de diligencias probatorias adicionales en el procedimiento establecido en 

la LFCE, o en todo caso, debería circunscribirse a aquellas probanzas que la 

Comisión considere necesarias desahogar y cuya práctica se justifique, como se 

ha dicho con antelación, en función de hechos específicos que no son 

cognoscibles o que no están suficientemente esclarecidos con las pruebas ya 

desahogadas en el procedimiento. Pero de ninguna manera debería ser 

procedente que en la etapa de la práctica de diligencias probatorias adicionales, 

una de las partes pueda tener el derecho de indicar o pedir a la Comisión qué 

diligencias probatorias pueden o deben desahogarse, ya o.ue permitirle ello 

equivaldría a darle la facultad y posibilidad de ofrecer pruebas en forma 

extemporánea. 

La etapa del procedimiento en que las partes tuvieron el derecho y la 

oportunidad de ofrecer pruebas ya concluyó y, en esa virtud, no es procedente que 

con el pretexto de que la Comisión esté llevando a cabo la práctica de diligencias 

probatorias adicionales, alguna de las partes tenga una nueva oportunidad de 

ofrecer las pruebas que olvidó presentar oportunamente. 

En todo caso, la Comisión deberá exponer los preceptos legales y los 

razonamientos lógico-jurídicos que funden y demuestren la procedencia de lo 

solicitado por aquella parte para requerir información adicional al agente 

económico denunciado. 

Una vez decretadas las diligencias probatorias adicionales, la Comisión emite 

los oficios de requerimiento de información, los cuales deben estar debidamente 

fundados y motivados, explicando la razón de cómo es que dicha información es 
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necesaria para co,nocer o ~sclarecer uno o varios hechos especificos materia de la 

litis del procedimiento -adminis!Íativo. 

En elreque~i-r;;lento de información se deben expresar los motivos y razones 

por las qu~- se"~sÍimó que la información y documentación requerida es la 

necesaria e idónea para conocer la verdad sobre determinado hecho y que no ha 

quedado suficientemente conocido o esclarecido con las pruebas que ya obran en 

el expediente. De lo contrario se estaría haciendo una pesquisa o cateo prohibidos 

por la ley. 

En el supuesto de proceder a la práctica de alguna diligencia probatoria 

adicional y tomando en consideración que puede convertirse en una pesquisa, 

pues a través de ella se pretende averiguar la existencia o inexistencia de 

supuestos desconocidos, tomando en cuenta que las pruebas sólo son medios de 

comprobación o demostración de hechos que las partes han afirmado en sus 

escritos de denuncia y contestación. Solamente atendiendo a esto último, se logra 

entender la relación que tiene con el procedimiento la práctica de alguna diligencia 

probatoria adicional, y que la Comisión o las partes que tendrán acceso al 

desahogo de dicha diligencia, no conozcan información y documentación 

confidencial innecesariamente. 

Por ello, no debe ser válido pretender el desahogo de una diligencia 

probatoria adicional, consistente en el requerimiento de información y 

documentación genérica, para ver qué resulta de ella, pues a esto se le conoce 

como pesquisa y está prohibida por la ley. 

Asi las cosas, al requerir información y documentación de una de las partes, 

no sólo es necesario exponer el objeto del requerimiento, es decir, la supuesta 

conducta que se pretende averiguar. Se debe, además, exponer con toda 

precisión y justificación, por qué se estima que toda la información y 

documentación específica que se pide, es necesaria e imprescindible para 
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averiguar dicha conducta, de lo contrario se decretará la práctica de tales 

diligencias e sin justificación alguna, alargando de manera innecesaria el 

procedimiento. 

Por tanto, es indispensable como lo es en cualquier procedimiento, que la 

autoridad justifique sus propias determinaciones, es decir, que funde y motive, 

razonando y adecuando al caso en específico, el porqué de sus decisiones, para 

permitirle al particular afectado la defensa de sus derechos, en caso de que le 

sean violados. 

5. MEDIDAS DE APREMIO 

Para el eficaz cumplimiento de sus atribuciones, la Comisión puede emplear 

determinadas medidas de apremio: el apercibimiento y la mú.lta. 

Los apercibimientos de multa . puecie'~ \1~g~r a .sér de suyo ilegales y 

violatorios de los principios de co.ri~ru:b6:i~. 6~rt~~él· y. seguridad jurídicas y de 

debido proceso legal, según se'cie~~e~t;~~:~~~tin~aciÓ~: . 

La multa con la que se apercibe imponer a un agente económico, puede ser 

de suyo ilegal, cuando constituye un acto indeterminado y no puede ser 

determinable por sí mismo. La Comisión, lo mismo que cualquiera otra autoridad 

facultada para imponer multas, además de fundar y motivar su resolución, 

estableciendo claramente la relación existente entre el precepto que previene la 

imposición de la multa y la conducta que coincide con tal presupuesto, 

estableciendo el nexo causal entre ambos, debe determinar claramente el importe 

de la sanción pecuniaria que establezca o cuando menos debe establecer las 

bases conforme a las cuales ésta debe determinarse. 

Existen diversos sistemas para el establecimiento y fijación de las multas que 

el Estado, a través de sus distintos órganos puede imponer a los gobernados. En 



100 

todos ellos debe atenderse a la proporcionalidad tanto de la conducta sancionable 
' - ,. .- .. -.-. - . . . . 

como de la capacidad económica de quien incurra en ella, toda vez que debe ser 

eficaz y al mi~m~ tiempo recuperable. 

En otras ·palabras, un sistema de multas· que nó atienda a la capacidad 

económica del sujeto puede pecar tanto por exceso como por defecto. Si la multa 

no es significativa debido a la relación que ésta guarde.· con el. patrimonio. del 

sancionado, de nada servirá imponérsela y no se. cubrirá E!I 13s~ec.!o pr~ventivo o 

sancionador. De la misma forma, si la multa es ex~esiy.~ p~r ~eba~élrJa. cap13cidéld 

económica del sujeto, éste no podrá ~ubri~la ·.y el ·~.st~d·o' ~~Í¡;ge[á,·d~ ~le~entos • 
para ejecutarla sin lograr elfin~perseguidc<~ri ~rTlb~s·~~p'u'~sip~ I~ ~~~C:ión serla 

letra muerta. . , : !>• > •; , ' \} '.'. "~ ój{' f;¿, <:; ' · 

Por. las rél~zo~~~!~~uQ!~~~i·)~~1··~~)t~~'.~~~E!~';f:t~~~~~;.~i~8~f al fin. que se 
persigue y ª. tél·tra.scer;¡dencia'd.~.1.acto:ioco~ducta;que,la.s:~¡¡J'leran: Debe existir 
una razón de pro~cir~i~ñáli~a~·~~tfe ~j' iJ{~c,rt.~· d~· 1~'.·~uit~ y. la gravedad de la 
conducta. • ·' ): i.· íZ~~'. ).~:¡. · :•• . . . .é~o '. @'.::g,;3 .~ . 

t:~:.~ : . ,>.,: ::::·~:.·: 
···, .·':',_.·.' 

" En resumen, si e\ .sisten1~}:í~/!r;n.posidónde multas no parte de considerar 

tanto las . condicio?es. eco~órrilcás del . responsable, como la gravedad de la 

conducta, para determinar. ~u ·¡;,onto, además de que no servirían como elemento 

coercitivo para l~~r~r ... el : fin' perseguido, se caería en un incumplimiento 

generalizado. 

Para evitar incurrir en los supuestos señalados el legislador ha buscado 

distintos sistemas que permitan evitar el exceso o el defecto en las multas. Entre 

ellos encontramos el conocido como dies multae, que han adoptado diversas 

legislaciones y conforme al cual se precisa el establecimiento de una cantidad 

determinada o determinable de dinero que se aplica con base a un período de 

determinado número de días. Este sistema pretende cubrir los dos aspectos 



mencionados con anterioridad, es decir, tanto· atender a las circunstancias 

económicas c1~·quien deba pagar la multa como.el de la gravedad de la conducta. 

Los elementos esenciales de este sistema son el establecimiento de una 

. serie de supuestos progresivos y de un . Indice económico actualizable, o de 

acuerdo a las posibilidades patrimoniales del sancionado. 

En este sistema, como puede v~rse, tanto el importe de la multa como el 

·factor de actualización deben estar plenamente determinados o ser determinables 

p~r si mismos. Es decir, . tanto el precepto que prevenga la sanción pecuniaria 

6omC) I~ resoluciónque la apli_q~e a un caso determinado deben establecer una 

r;necár1ic;á. q~e._perr;nit~ a.1;r~~é~sable conocer el importe específico de la multa. 

De otfa .111ª~.~ra, éste. <l~e;fa;~"' ~stado de indefensión al no conocer el monto de la 

sanción q~e se 1~·:a~li~~c::>{ .. ; . 
'~~'··' 

•Si. la·· c6~i~iÓn;a1J~bf~eniJde·. decretar el apercibimiento se remite a la 

fijaci6:n<de u~a n,·91tá ~5;·1~ 'qú~'~co._establece el número de días que utilizará como 

base. de ·~u~ntifis~ció~. cC>~stit~'¡rá'.u~aviC)lación a la ley y al principio de seguridad 
_j~ridica.· · .•. \:·:;. y:;;·~;;::~:~~ ':Y .. j. . · . 

. '" , .. ·• ' .~ -;-.:' ,:.;.;,, ,t':~,- .,, \'¡\· ,,,,' 

El artículo 34 de_ la· Ley de Competencia establece: 

"Art. 34. Para el eficaz desempeño de sus atribuciones, la Comisión 
podrá emplear los siguientes medios de apremio: 

Apercibimiento, o 

11. Multa hasta por el importe del equivalente a 1,500 veces el 
salario mínimo vigente para el Distrito Federal, cantidad que 
podrá aplicarse por cada día que transcurra sin cumplimentarse 
lo ordenado por la Comisión". 

Con independencia de que en mi opinión el artículo 34 es de suyo 

inconstitucional, por cuanto que no señala los parámetros sobre los cuales pueda 
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fijarse la sanción pecunl~ria que establece, ni limita el núrr.~~o de dfas respecto de 

los cuales puedé impon~rse la sanción, ~úri i~upc:iniend~ ~pli~bie dicho precepto, 
' ' . . , ~ - - ' .. . . . :'·· -~ .-, .. 

al apercibimiento le faltar[ a ün eleinentó;: especffico; sin' el : cual no puede 

determinarse la multa, pues si bi~~ ~~~Úe~~ ~1· f~ni~'qJes~'~plleará por cada dfa 

de incumplimiento, la Comisi~? ~:n l~,~r~cti~:110\'6:s~~bÍ~ce ~i'6úrnero de,dfas que 

servirá de factor en la muÍti~Íi~'éiÓ·~:·é¡¡_;~·ha'g~ p~sibí~ 1~·:';J01~·~rrfi~ación especffica 

del importe de la multa. :~;:, "i!;~ ' ' ,,"}{t[. ~.' . , .. : ;:~· :~~,:·: H1\ ' 
,.\.:¡·:,~ ,/~:;· • ·,:~1,-r,' ·,-,'~¡~~{.: .·. · ·' (0 :.1, :.···:..-.:' 

. -, .' - "' ' -, . ' ' '". -~:- ; 

:.. . -i ,:~-. ·-;:~::~·«. ,· .. i~---~-:c~. ~\·.;;_~;-::·~.~~~~'..-<·~·:;}}2y«:;·;;y¡·::- ·.:: ~·;{(;: -:~~~hX::~>~~r ·: :\1.; · :!'·¡ ': ',",_·.: -~ .. ·:, , 
La determinación del, ~úlll~~o d,~' ~las ~u6:d~ ~Ltotal :aJbit,rip d,6: la, C~m1~ión,, 

de manera que si é~!.~. ~~~i_¿~-h~~~.(~~i~,f t,1f~-H-m~i~~:~e'.,~~r1;~;~i,~~~'.:: ~D.rn~6rt~, se~á 
uno, y si por el contrario~decide dilata~, s_li,resólución ,el importe será uno distinto y 
superior. 'i.'· ::; " ,,~,, J,(\ "·•~ ' ~7', ')',' ... sz~ :,b <'.'.,·· ' 

:~1~~2~%~j¡~~if ~~?~~t~~'f l1~l~~f t~l,ff~!.: 
documentae::~n~:~·~.< .. \/'· ,, ' · ·'· , , v,· , ;;, . .. ':!~·· L~-

. ', . ,, ,: ~ . ·, ''"..: :;.~·:, ..• ,.. '., , , .. , ; .:': . ;::1i'., '.:,:r. ::·;., :: , , 
La.C:?misiónpe~sig~e un finy, en és~,se11ti~o;;'i~ir¡c>la obtiene dentrodel 

plazo pereAt~ri~ é¡J~~lla ~i~m~ fija, genera ~I ~~t~ ~Jitei~to·n~ I~ imposición de la 

sanción, p~r~ío}foe:ri~ r~sult~ lógico ni posible que la multa se incremente por el 
.:e :.::J,.'-.' ;:,,: 

transcurso del tiempo, habida cuenta que el incumplimiento se da una sola vez. 

Al respecto, es importante analizar que la propia Comisión siempre señala un 

plazo perentorio, es decir, un período de tiempo determinado durante el cual se 

puede dar cumplimiento al requerimiento formulado. Vencido dicho plazo el 

derecho de satisfacer el requerimiento se agota y, en consecuencia, en ese 

momento surge la conducta sancionable y que deriva de una conducta omisiva. En 

ese momento se actualiza el supuesto y debe fijarse la multa que no puede 

aumentarse, pues no existe ningún elemento para ello, ni se agrava la conducta, ni 
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cambia la situación, simplemente se actualizó el ~echo sancionable por una vez y 

en un sólo momento. 
! ' ! - :·· • '. • -•• ,:; •• ' • -~ 

También es imp?rtant~ ·di~ti~~uir :~trd{ las · c()nductas omisivas . y las 

conductas activas y, de éntr~ am'bas; a'qJéÍJas'~~e ~~n c~nt~'m~ces''cie'l~s que se 

realizan.· por priniera J~~:;un,.13:~~11CiliC:i~:~in;si~éJ F pclr Afüu.;~le~a una ~cción 
pasiva o de noha~~r: -~entrp de i¿\~~l,·d~~;n di~tlnguir~e:aquéllas qu~ implican 

consecuencia~,de ií~ct~'~ucesi~6 ci~'~~uéu·~~q~~ se·~9~ía~si~~ted~ ~1guno. un 

ejemplo de las primeras e~ 'já ~~g~tiva•~·f~~li~ar s~ aC:to i;,,po'siti~o; que genera 

consecuéncias de tracto sucesivo, por ejem.plo,'.el rio ~~go de impúestos que es 

· una conducta omisiva que genera consecu~~cias di3 tradto sucesivo, porque tarde 

o temprano debe cumplirse y no existe un plazo perentorio que lo limite, a no ser 

el de la prescripción. Por el contrario, la incomparecencia a una audiencia es 

también un acto omisivo pero que no tiene consecuencias de tracto sucesivo, 

habida cuenta que el plazo para su cumplimiento es perentorio, es decir, se agota 

con el tiempo y no puede cumplirse después sin que exista un acto posterior que 

así lo determine. Por ejemplo, la fijación de una nueva fecha para audiencia. 

En las aludidas condiciones, si el agente económico no cumple dentro del 

plazo perentorio que se te otorgó para satisfacer et requerimiento, ta Comisión sólo 

podria imponerte una sanción, una sola vez, por el incumplimiento al acto no 

cumplido, aunque en la práctica nunca suceda, pues la Comisión impone varias 

multas derivadas de un mismo apercibimiento, es decir, aún cuando el agente 

económico •. no haya dado cumplimiento con el primer requerimiento de 

información, la Comisión repite el requerimiento acompañado de un 

apercibimiento, una, dos o tres veces más, hasta que arbitrariamente decida ya no 

hacerlo. 

En mi opinión, la sola redacción del artículo 34 de la LFCE, resulta 

contradictoria. Si se concede un plazo perentorio, entonces cómo puede hablarse 



sanción. 
' :··/.' .. ~ 

Si el agente económico. no éntre~a la' cfocument~~ión y, la Comisión. utiliza 
.<<,. ·--~-· .-.-~ .. · ,·: .··;:\. ·,-~ -.. ;:}''.:_<:-.:-~t.:~:·::.::<-<:>_-· ·(/;-,.,:·,:: i:,·:· ~- , ... ;·< .. :,..::::.:1-'.: . .;··:_·~=<'V:"··,. .. _:'-·.:.~~,. -'> - ··.:"· .. _, 

tres días p~ra.di7t~r ¡Jnnu~vo.~.ct~".~n .el',qu~ haga .ef~ctivo ~I apercibimiento e 

impong~ 1a.mu!~a,·é~t~·i:~'óÍ,~'.P§~~~ .... ~~f:.~.~~~!7~/~~:r~i{~inJ.~~.~·:~~e si la Comisión 
Utiliza 30 dí.as.para.el mis~? S~fU~Sto;il~ rn~lta será de·.3~i\y SÍ por alguna razón 

' omite ~icta~. res~luciÓn !!l~Ün~' ~1· r~~~~~tb:;'ytt~ ?6~~~cÜencia, transcurren 100 

días h!!5:ta qu~ ~e det~cta qúe ~~ ~e.·ti~~di?t~~¡;;:¡~·~·IJ1t¡¡ po~rra ser de 1 oo días, lo 

qu~ no tiené s~ntido, ni IÓ¿Íéa, ri).pJ~d~·~e~·~e~~itl'd';; por la ley. 

Sobre. el particular, conviene citar la siguiente tesis de jurisprudencia, en la 

qúe se define con claridad que el criterio actual e imperante, es que los medi,os de 

apremio, como las multas, únicamente pueden aplicarse una sola vez respecto del 

incumplimiento de determinada obligación en el procedimiento correspondiente: 

"MEDIOS DE APREMIO. COMO REGLA GENERAL NO DEBEN 
REITERARSE POR EL MISMO INCUMPLIMIENTO. Del contenido del 
artículo 73 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, en relación con la única finalidad perseguida con dicha norma, 
se advierte que la atribución conferida a los jueces, para emplear los 
medios de apremio, con el objeto de procurar el cumplimiento de sus 
determinaciones, encuentra entre otras varias limitaciones, la 
consistente en que, cada medio de apremio puede utilizarse sólo una 
vez, respecto al incumplimiento de determinada obligación en el 
procedimiento correspondiente, con excepción de la multa, que puede 
duplicarse, en caso de reincidencia, por mandamiento específico. La 
sustentación de esta tesis radica en que: el propósito perseguido con 
esta institución es el de dotar al juzgador de un instrumento sencillo, 
ágil, inmediato y directo, para que pueda emprender una actuación 
encaminada al vencimiento de la resistencia al cumplimiento de las 
obligaciones que resulten a los sujetos vinculados a un procedimiento 
judicial, antes de ocurrir ante diferentes autoridades en otras instancias 
o procesos. Esto se evidencia en el precepto en comento, porque en el 
primer párrafo autoriza el empleo de cualquiera de las medidas que 
enumera enseguida, sin expresar que si no se consigue el acatamiento 
se puede imponer nuevamente el medio de apremio, ya que para tal 
supuesto da otra solución, consistente en que "si el caso exige mayor 
sanción, se dará parte a la autoridad competente", y este canon está 
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en armonía con el artículo 183 del Código Penal Federal, que al 
referirse a los delitos cometidos por desobediencia y resistencia de 
particulares, establece que "cuando la ley autorice el empleo del 
apremio para hacer efectivas las determinaciones de la autoridad, sólo 
se consumará el delito de desobediencia cuando se hubieren agotado 
los medios de apremio." Esto es, el juez queda facultado para buscar el 
cumplimiento mediante el apercibimiento y empleo, en su caso, del 
medio de apremio que considere eficaz para ese fin, en cada situación, 
pero si no lo consigue, se agota su actividad en este punto, y queda 
demostrada la ineficacia de la medida adoptada, por lo cual deberá 
denunciar los hechos ante el Ministerio Público, para que se practique 
la averiguación correspondiente y se ejercite la acción penal, si así se 
considera procedente. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo en revi~íón 174/95. Marcos Ortíz Casellas.<23 de febrero de 
1995. . Unan.ímidad de. votos. · Ponente:, Leonel ·. Castillo González .. 
'secretario: José Juan Bracamontes Cuevas. 106 ·.. · · · · · 

;1" 
'. \:-.,:,: 
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·t :(- ~'Y~ ,~;.~·-~ t.::·-.,<: 
1 

En tOdo cascó cua~do 'en ei apércíbimíento,de multa no.se fija el monto dentro 

del rango señalado''~n i'a i~~. •. ~Í~~ ~ue dice que· podrá· ser' hasta p~r la cantidad 

equivalente a mil quinientas veces el salario mínimo, es contrario a derecho; dejando 

en estado de indefensión al ·agente económico, ya que no conoce el monto de multa 

exacto que se le impondrá si no cumple lo ordenado por la Comisión. 

Esto es, aún suponiendo sin reconocer que fuera válido y apegado a derecho 

que la ley permitiese un rango para el monto de la multa, como lo hace el artículo 34 

de la LFCE, el caso es que la Comisión debe determinar cuál es el monto exacto, 

dentro de ese rango previsto en la ley, que en el caso concreto considera que debe 

aplicarse, debiéndolo hacer desde el mismo apercibimiento, pues de otra forma el 

particular no se encuentra en posibilidad alguna de saber cuál es el monto exacto de 

multa que se le podría aplicar y, menos aún, los razonamientos lógico-jurídicos que 

en el caso específico se tomaron en cuenta para considerar que tal o cual es el 

monto de multa que corresponde aplicar. 

106 Novena Epoca, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo: I, Mayo de 1995, Tesis: 1.4°.C.1 C, página 361. 

TESIS CON\ 
FALLA DE OIUQ~~ 

-··---- --~~.-.... -==.,...-=~~~-.__----.1:.~:::::=:-===·::-:::·~::.:··:..:·-:::.-:::.-::..-::..··-----------------



106 

Si se trata de apercibir ca~ Uf1a m~l.ta po/el s~I~ ~ech()d~ qu~ ne> se cumpla 

con una "orden" de ia Comisión, eriton~esd~.ndrá q~é· s~ñ~lar no sólo .el 

fundamento,. artículo 34, sina·tambléri'ia moÚ\/~ciÓn'pertinente que justifique .el 

monto por el qUe s~ apercib~. .., .. ; 

Sobre el part\~u;a·~. ~~~~t~o ~ás ~:lt~ tribun~I ha .su.sterítado las. siguientes 

tesis de jurÍsprude~cia: · •,' · 

.· :<. . . . "276 
·.·· ....• •··. .· MULTAS 

Si ias qué~ impongan ias autoridades administrativas no se ajustan 
estrictamente a la ley, contra ellas procede conceder el amparo: 

Quinta Epoea: 
. Tomo XII, Pág.214. Agente del Ministerio Público del Sexto Circuito. 
Tomo XII, Pág.440. Durán Carlos M. 
Tomo XIII. Pág.750. Agente del Ministerio Público del Sexto Circuito. 
Tomo XIV, Pág. 1187. Téilez Corona Francisco. 
Tomo XVIII, Pág.69. González Eusebio. 

TESIS RELACIONADAS 

MULTAS. 
El artículo 21 constitucional no fija límite alguno a las multas que 
puedan imponer las autoridades administrativas; pero dichas multas 
deben fundarse en las disposiciones aplicables de la ley o reglamento 
respectivo. 

Quinta Epoca: Tomo XIX, Pág.723. Nicandro Ortíz y Cia. 

MULTAS. PARA IMPONER EL MAXIMO DE LA SANCION, DEBE 
DEMOSTRARSE QUE SE ESTA EN EL CASO DE EXTREMA 
GRAVEDAD. No basta el hecho de que una falta sea grave, para 
castigarla con la sanción máxima; y no basta la mera gravedad, porque 
la gravedad reviste grados cuando lo reconoce el legislador al 
establecer un extremo máximo y un extremo mínimo de multas y, en 
esas circunstancias, la sanción más enérgica sólo puede corresponder 
a los casos de extrema gravedad. Por tanto, no demostrándose que se 
esté en un caso en el supuesto de la gravedad suma y que se haya 
graduado correctamente para la situación concreta la sanción impuesta 

-·-·-aj TESIS CON 
F.,.. r1 A n.,,, iY'"(' ,~ .. l-1' .t1.1J.!.J .!. .) r;~ \ . . , " . ,t 
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; ". ~ ~- . - . . 

al demandante, . individualizándola, lo jurídico es anular la resol~ción 
que impone;:conestas deficiencias legales, el máximo de la sanción. 

Sexta . Epoca, Tercera Parte, Vol. CXXXlll, Pág.24. R.F. 548/63. 
Gustavo Fuentes Martlnez. 5 votos."1º7 

"377 
INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS 

A las autoridades administrativas compete el castigo de las infracciones 
de los reglamentos gubernativos y de policía, el cual consistirá 
únicamente en multa o arresto hasta por treinta y seis horas. 

Quinta Epoca: 
Tomo 11, Pág. 287. Estavillo Antonia. 
Tomcí 11, Pág. 757. Menéndez y Téllez Luis. 
Tomo 11, Pág. 1650. Norwald Otto. 

Tomo 111, Pág. 544. Spitalier Anselmo. 

Tomo IV, Pág. 882. Caravantes Feliciano C. 

TESIS RELACIONADAS 

MULTAS. 
El artículo 21 constitucional no fija límite alguno a las multas que 
pueden imponer las autoridades administrativas; pero si dichas multas 
se fundan, no en lo preceptuado por dicho artículo, sino en alguna ley 
especial, a lo mandado en ésta habrá que atenerse para fijar la 
legalidad de la multa; pues los actos reclamados deben examinarse de 
acuerdo con las leyes en que de hecho se apoyan, y no de acuerdo 
con las que podrían servirles de fundamento, pero que no fueron 
invocadas como tal, por las autoridades responsables. 

Quinta Epoca: Tomo XIX, Pág. 723. Nicandro Ortiz y Cía., S. en C. 

MULTAS. 
Si las que impongan las autoridades administrativas, no se ajustan 
estrictamente a la ley, contra ellas procede conceder el amparo, sin 
que tal cosa importe el desconocimiento de las facultades de esas 
autoridades para reducir o condonar las multas, cuando lo estimen en 
justicia. 

107 

107 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
1985, Tercera Parte, Segunda Sala, Mayo Ediciones, pp. 460-462. 



Quinta Epoca: Tomo XVIII, Pág. 69. González Eusebio. 

MULTAS, FIJACION DE SU MONTO. 
Cuando para la imposición de una multa se establece un máximo y un 
mínimo, ello presupone que deben existir bases para determinar 
concretamente el monto de la sanción impuesta, de lo que se infiere, 
que la persona a la que se impone la multa estará en posibilidad de 
atacarla en su cuantía si se le dan a conocer las bases que llevaron a 
determinarla, quedando por el contrario en situación de no poderse 
defender si no se le proporcionan dichos datos. 

Sexta Epoca, Tercera Parte: Vol. LXXIX, Pág. 26. R. F. 112-61. 
Magdalena Rangel Islas. Unanimidad de 4 votos." 

"378 
INFRACCIONES. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 

Si bien es cierto que la Constitución las faculta para castigar las 
infracciones a los reglamentos gubernativos y de policia, también lo es 
que la imposición de tales castigos debe ser, no al arbitrio de quien los 
impone, sino con estricta sujeción a lo que dispongan los mismos 
reglamentos u otra ley, en lo que no se opongan al artículo 21 
constitucional. 

Quinta Epoca: 
Tomo XV, Pág. 16. Garza Gutiérrez José. 
Tomo XV, Pág. 621. Clark Antonio Salvador. 
Tomo XVI, Pág. 364. González Jesús. 
Tomo XXI, Pág. 186. Rogelio Gómez y Hnos. 
Tomo XXI, Pág. 367. Vázquez Adolfo."108 

108 

El apercibimiento de multa por cualquier monto que prevenga la ley, sin 

fundamento ni motivación y sin apoyo en prueba alguna, resulta en mi opinión un 

acto arbitrario, ilegal e Injusto. 

Si·. un . agente económico es requerido por la Comisión para proporcionar 

información y documentos dentro de un plazo perentorio de 5 días hábiles. Al 

108 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Jurisprudencia a 1990, Libro Segundo, Primera y Segunda 
Salas, Mayo Ediciones, pp. 646 y 647. 
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haber concedido l.Jn plazo, sólo es· posible dar cumplimiento al requerimiento 
-,> • • - ' - ~' -

dentro de los días a que dicho plazo se refiere, lo que significa que llegado el 

. térmi~o, 'ya no se 'puede, aunque se quiera, dar cumplimiento por estar fuera del 

plazo señalado y cualquier acto que se realice constituirá incumplimiento de lo 

ordenado .. En materia procesal, la figura de la preclusión es uno de los pilares de 

la seguridad jurídica, pues en ella descansa la prerrogativa del particular para 

cu.mplir sus obligaciones procesales dentro del plazo señalado por la ley, 

transcurrido el cual el derecho se pierde ipso facto e ipso /ure. 

Así las cosas, debe distinguirse entre una determinación en la que se 

.concede un plazo, .de aquéllos en que no existe un plazo y que, en consecuencia, 

pueden o deben ~er cumplidos en cualquier tiempo, después de que se ha dictado 

la orden o requerimiento en que se contenga el acto que debe cumplirse. 

Por ejemplo, si la Comisión considera que existe una práctica contraria a la 

ley que ha' sido debidamente probada y que causa un agravio constante a la 

sociedad, puede señalar a quien la cometa, un plazo no perentorio, para que 

suspenda la realización de la práctica y señalarle, en tal caso, una multa por cada 

. dia de retraso, habida cuenta que este concepto de retraso solo puede concurrir 

en los plazos que no son perentorios. Por ejemplo, si se apercibe a la empresa 

"A'', para que en el plazo de 10 días suspenda la realización de la práctica "B", 

apercibida que de no hacerlo se le impondrá una multa de "x" por cada día de 

incumplimiento. 

En el supuesto señalado en el párrafo anterior, el plazo que se concede es 

u,n plazo no perentorio o plazo de gracia, que persigue brindar la oportunidad de 

corregir una determinada situación, por lo que se estima que cuando éste se 

agota, se. realiza un cambio de situación jurídica, en virtud del cual puede o no 

nacer el incumplimiento dependiendo de si se corrigió o no la conducta 

sancionable. Así las cosas, la multa diaria se dirige a sancionar una conducta 

· activa· y contumaz. Sin embargo, el plazo que concede la Comisión, no es un plazo 
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de gracia, sino un plazo. perentorio, dentro del cual debe realizarse la conducta 

activa solicitada,/azórí'¡:iorla cual, llegad? el té~rnlnó por expiración del plazo, no 

es que el agente e~oné>111fc6 ~o.nti~úe ~.n gn incumplimiento por el acto omisivo de 

no hacer, sirio que, p~~ el c~~trario, s~ d~recho ya precluyó y carece por tanto de 

la facultad d~acktar la o;d~ndeTElc6~i~iÓ~./ 
'{;./·.~:)-:--

Si se estimará que se puéclei·aplicar:una rnulta por cada día posterior al de la 

expiración del plazo, se .t~nclria qúe concluir que no existe plazo alguno para el 

cumplimiento de un .• ~equeiÍimiento. solicitado y que el agente económico podria 

proporcionar la información y documentos que le fueron solicitados durante un 

periodo de tiempo largo o corto, aún pagando una multa por cada día que mediase 

entre el de la expiración del plazo y el de la satisfacción del requerimiento, máxime 

que, si en el apercibimiento no se le llegase a señalar el número de días que se le 

impondrian como multa, sino que se le diga que podria ser de uno a mil quinientos 

dias de salario, el agente económico podría elegir entre pagar la multa o cumplir el 

requerimiento. 

El artículo 34 de la LFCÉ establece la facultad de la Comisión para emplear 

medidas de aprernio;iy'erféi 285.() de multas, establece el concepto de máximos y 

mínimos, .r.azón ~drf11t~'G'a1;i0:para determinar su importe deben señalarse las 
' . . :·. '.·; .. ·:-~,\",:·-;:_~if-·;- ·->úf',.,\.:_;~-'{j>i~:·~~;_~.:·· ".·"· -

consideracio~~~ ~~p~.cific~s qu.e se. hubiesen tomado en cuenta para determinar el 
importé c1~·1a ~~nciión~ ,·;·: s:.< / . . 

•" ':,, -. _·_;;_'.;i<· •)' -'" ~·<; 
/;~· ,;:' 

· Señall;Í ~iartígúi~Ye.ferid.o, que para el eficaz desempeño de sus atribuciones, 

la Co;¡.;i5¡¿;np~drá'{¡¡~i·m~Ítas'·•, .. hasta por el importe del equivalente a 1500 veces 

el salario1rn'i~ir'n6·~¡gentépara el Distrito Federal ... ", lo que presupone que se 

pued~ fij~/d'~:·~n~'a mil quinientas veces el salario, cantidad que el legislador fijó 

al analizar los' po~iblesincumplimientos a las órdenes dictadas por la Comisión, ya 

q~e no es'.lo,mismo el desobedecer una orden para suspender una conducta de 

acaparamíerito, . que el incumplimiento a proporcionar información en un 

procedimiento de investigación. 
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Es claro que si el legislador previó como multa máxima la de mil quinientas 

veces el salario mlnimo, Ja pr~~iÓ p~ra las conductas más graves y no para las 

más insignificantes! per~>, en.cualquier supuesto, lo que obligadamente previó fue 

la necesidad de que '~e~d~ter'rhi11a~~. fundada y razonadamente, la gravedad de la 

conducta; por lo qÚ~ )~ ~~1a'.f~lt~;d~(tai determinación hace que una multa sea 
ilegal. · ·'• ··~•> ' ''·>;<,. :;":·,·:.'.','.· 

. "':_:,.'/.' ... ·_,'.,~t:_{}; -. . . / ,:,\ ~---.:-,1~ ' ¡~~~-;~~'.·~." .' 
: . . ·.'.: ·: :· .. -,,;'·.'. ·!,:;~:;:-~:''.~:> ;< ;~+/: ;:;.·;::.::>: ·;_;~,--· --. .. • 

Con ln~E)P~n.d€)11c1_~id~~·.lo\8c~tE)r'°:~! . es preciso destacar que nuestros 

tribunal~s.ju~iscfü:§lon~le~haki~~J~1t~ reiteradamente que para la determinación, 

procedencia yn1o~to.d~ Ía~.·n\~1t~~;·.d~pe'at,enélerse a las circunstancias del caso y 

que_ la s~la orliiiió'~ ci~' ~~ia ·~ltuaclÓn ~nstituye .una violación. a la ley del acto y 
r •••• ·' • ' - •• '".. • 

por consiguiente a las'garaiitras coiisiitucionales'. ;; 
, .·. -,• "'• ., '·. ·-. .. . - ' ' 

La f~ltacle ~~U~~ció~ ~~u~a resolución, en' la ql'e '.~irnilemente se apercibe 

con ~na n~'ult~ inct~Íef~inada e inéleterminable, · coristÍiuye'. ~na violación a la LFCE 

y d~Ja.en imlef~nsión ~I agente'. econólTli~o;~~f i;l'lp;di¡¡~ at~car las consideraciones 

que se hubie'.sen. tomado en cuenia par~\~ f'ij~6Íó~ cie'.1 monto de la sanción con 

que sé. le apercibe. 

Al respecto la Primera Sala de la Suprema· Corte de Justicia de la Nación 

estableció el siguiente criterio: 

"Como se ha precisado, es fundado lo alegado por el quejoso 
respecto de que el numeral estimado como inconstitucional es 
violatorio del principio de seguridad jurídica al no prever los 
elementos que debe tomar en consideración la autoridad 
administrativa al aplicar la multa respectiva. 

En relación con lo anterior, cabe señalar que, como lo ha resuelto 
esta Suprema Corte de Justicia en diversos precedentes, el principio 
de seguridad jurídica consignado en los artículos 14 y 16 
constitucionales, se respeta por las autoridades legislativas cuando 
las disposiciones de observancia general que crean, por una parte, 
generan certidumbre a los gobernados sobre las consecuencias 
jurídicas de su conducta y, por otra, tratándose de normas que 



confieren· alguna facultad a una autoridad, acotan en la medida 
necesaria y razonable tal atribución, en forma tal que se impida a la 
respectiva autoridad actuar de manera arbitraria o caprichosa. 

En tal efecto, tratándose de normas que facultan a las autoridades 
administrativas para aplicar una determinada sanción, para verificar 
si la regulación especifica respeta el principio de seguridad jurídica 
debe tomarse en cuenta si mediante ella el legislador encausó el 
ámbito de actuación de aquéllas, dando lugar a que, por un lado, el 
gobernado conozca cuál será la consecuencia de su conducta y, por 
otro, que la actuación de la respectiva autoridad se encuentre 
limitada en tal forma que la afectación a la esfera jurídica de los 
gobernados no derive de una actuación caprichosa o arbitraria, sino 
justificada por las circunstancias que rodean la situación de hecho 
advertida por la autoridad, que, en todo caso, deben expresarse por 
escrito como la motivación de la actuación de esta última. 

Así, la norma que prevé una sanción o afectación cuya imposición 
corresponde a una autoridad administrativa, no respeta el principio 
de seguridad jurídica, toda vez que el legislador debe acatar de 
tal manera la actuación de aquélla, que aun cuando le dé un 
margen que le permita valorar las circunstancias en que 
aconteció la respectiva infracción o conducta antijurídica, 
permita al gobernado conocer las consecuencias de su actuar, e 
implique que la determinación adoptada por la autoridad, dentro 
del margen legislativamente permitido, se encuentre 
debidamente motivado, de manera tal que la decisión tomada se 
justifique por las circunstancias en que se suscitó el hecho, por 
tanto al no contenerse en el capítulo respectivo en el cual se 
ubica el articulo 34 tildado de inconstitucional las hipótesis 
descritas, es claro que resulta violatorio de los articulas 14 y 16 
de la Constitución Federal. 

( ... ) En ese contexto jurisprudencia! y atendiendo a las 
consideraciones antes vertidas, resulta patente que el artículo 34, de 
la Ley Federal de Competencia Económica, al no prever los 
elementos que debe valorar la autoridad administrativa para imponer 
multas, se traduce en una violación al principio de seguridad jurídica 
garantizado en los artículos 14 y 16 constitucionales, ya que con tal 
disposición el gobernado queda en estado de incertidumbre sobre 
las consecuencias jurídicas de su conducta, pues tiene la 
inseguridad de que en caso de incurrir en el incumplimiento de 
alguna de las obligaciones que establece la citada Ley, le podrá ser 
impuesta una sanción pecuniaria que permite a la autoridad aplicar 
una sanción y, con ello, una actuación arbitraria de dicha autoridad. 

112 



( ... )Así, tratándose de sanciones pecuniarias el referido derecho se 
acata cuando en la norma respectiva se establecen con precisión en 
el propio cuerpo jurídico los elementos que debe considerar la 
autoridad sancionadora para calcular el monto al que ascenderá su 
imposición, señalando que ello comprenderá todas las sanciones 
que regule o, en caso contrario, fijar que elementos deba atender la 
autoridad para la aplicación de determinadas sanciones según el 
procedimiento de que se trate, pues ante ese contexto normativo tal 
autoridad tendrá plenamente acotado su campo de acción ya que, 
por una parte, no podrá sobrepasar el máximo legal y, por la otra, la 
decisión que adopte para imponer la sanción, deberá plasmarse por 
escrito, expresando las circunstancias de hecho que justifiquen el 
monto determinado, en términos de lo dispuesto en el párrafo 
primero del artículo 16 constitucional, valoración en la que la 
autoridad deberá atender tanto a la afectación que la conducta ilícita 
ha generado al bien jurídico tutelado en el respectivo ordenamiento, 
como a la capacidad económica del infractor, la reincidencia o 
cualquier otro elemento del que pueda inferirse la levedad o 
gravedad de aquélla. 

Por tanto, la Ley Federal de Competencia Económica en el capítulo 
relativo al procedimiento, no contiene disposición alguna expresa 
que establezca con toda precisión los elementos que permitan a la 
autoridad fijar con claridad la multa a imponer por fallas procesales, 
razón por la cual el precepto tildado de inconstitucional infringe los 
artículos 14 y 16, de la Constitución Federal." 
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Por su parte la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación señaló lo contrario: 

"( ... ) de lo que se duele no es que se establezca en dicha norma un 
mínimo y un máximo de la sanción a aplicar, sino del hecho de que 
con ello se deje al arbitrio de la autoridad administrativa el quantum, 
sin que en la propia norma se establezcan fas directrices y 
elementos que debe tomar en cuenta toda autoridad que imponga 
una sanción, siendo esta carencia la que constituye una violación a 
la garantía de seguridad jurídica prevista en los artículos 14 y 16 
constitucionales( ... ) Como se ha precisado, el quejoso estima que la 
fracción 11 ( ... ) es violatoria del principio de seguridad jurídica al no 
prever los parámetros o circunstancias que debe valorar la autoridad 
administrativa al aplicar la multa respectiva. 

( ... )debe tomarse en cuenta si mediante ella el legislador encauzó el 
ámbito de actuación de aquéllas dando lugar a que, por un lado, el 
gobernado conozca cuál será la consecuencia de su conducta y, por 
otro, la actuación de la respectiva autoridad se encuentre limitada en 

TESIS CON 1 
FALLA DE ORIGE!U 



tal forma que la afectación a la.esfera jurídica de los gobernados no 
derive de una actuación caprichosa o arbitraria sino, justificada por 
las circunstancias que rodean la situación hecho advertida por la 
autoridad, que, en todo caso, debe expresarse por escrito como la 
motivación de la actuación de esta última. 

Dicho en otras palabras, la norma ( ... ) respeta el principio de 
seguridad jurídica cuando el legislador acota de tal manera la 
actuación de aquélla, que aún cuando le de un margen que le 
permita valorar las circunstancias en que aconteció la respectiva 
infracción o conducta antijurídica, permite al gobernado conocer las 
consecuencias de su actuar, e implique que la determinación 
adoptada por la autoridad, dentro del margen legislativamente 
permitido se encuentre debidamente motivada de manera tal que la 
decisión se justifique por las circunstancias en que se suscitó el 
hecho. 

En este contexto jurisprudencia! y atendiendo a las consideraciones 
antes vertidas, resulta patente que el artículo 201, fracción 11 de la 
Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, al no prever 
éste dispositivo, ni algún otro del propio ordenamiento, las 
circunstancias que debe valorar la autoridad administrativa para 
imponer multas entre un minimo de 100 y un máximo de 20 mil 
días de salario mínimo, no se traduce en una violación al 
principio de seguridad jurídica garantizado en el articulo 16 
constitucional ya que con tal disposición no queda en estado de 
incertidumbre sobre las consecuencias jurídicas de su 
conducta, pues tiene la seguridad de que en caso de incurrir en 
el incumplimiento de alguna de las obligaciones que establece 
la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, le podrá 
ser impuesta una sanción pecuniaria que oscilará entre un 
mínimo y un máximo, margen que además de permitir a la 
autoridad individualizar la sanción, exigencia de la diversa 
expresión de seguridad jurídica consagrada en el articulo 22 
constitucional, impide la actuación arbitraria de la autoridad. 

En efecto, la ausencia legislativa de parámetros que sirvan de 
base a la autoridad administrativa para imponer una sanción 
pecuniaria cuando se incumpla con una obligación legal no 
permite la actuación arbitraria de ésta cuando el propio 
legislador ha establecido un topo o máximo cuantia monetaria a 
la cual puede ascender la multa, ya que en virtud de ello la 
autoridad sancionadora tendrá plenamente acotado su campo 
de acción, pues por una parte, no podrá sobrepasar el tope legal 
y, por otra, la decisión que adopte sobre el punto al que 
ascienda la sanción deberá estar motivada y hacerse del 
conocimiento del quejoso con la entrega del escrito respectivo, 
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en cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo primero del 
articulo16 constitucional. 

En ese orden de ideas, ninguna incertidumbre genera al 
gobernado la ausencia legal de las circunstancias que debe 
tomar la autoridad para cuantificar la sanción pecuniaria, pues 
además de la existencia de un limite máximo para aquélla, en la 
determinación del monto deberán expresarse las circunstancias 
de hecho que asi lo justifiquen, las que corresponderá valorar a 
la autoridad atendiendo a la afectación que la conducta ilicita 
genera al bien jurídico tutelado por el respectivo ordenamiento." 

6. RESOLUCIÓN 
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La fracción IV del articulo 33 de la LFCE establece que una vez integrado el 

expediente, la Comisión deberá dictar la resolución en un plazo que no excederá 

de 60 días naturales. 

Las resoluciones que dicta la Comisión no deben violar el principio de 

~ongruen9i~ :según el cual las sentencias deben ser claras, precisas, referirse a 

·tadás las C:Jestiones sujetas a debate y al condenar o absolver deberán expresar 

las ca~sa~Jy fundamentos que se hubiesen utilizado para alcanzar tales 

conclu~ia:nes;; La Comisión debe respetar tal principio, tomando en cuenta los 

arg~lllento~"'~sgrimidos por las partes en el procedimiento y haciendo un análisis 

d~ lo q~~ s~;i~vestigó. 

Ca e.omisión no debe partir del equivocado concepto de que como ya existe 

una rEjsoluciÓn anterior de presunta responsabilidad, en la resolución definitiva no 

necesita realizar valoración alguna respecto del fondo del asunto, respecto de la 

determinación de los mercados relevantes, de la conducta del presunto infractor y 

de las demás cuestiones inherentes a la práctica que se investiga. 

De la lectura de las disposiciones relacionadas al proceso previsto por la 

LFCE y su reglamento, no aportan ninguna garantía para el gobernado pues de 

nada sirve que se presente una contestación, que se hagan análisis y se ofrezcan 
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pruebas ante una autoridad que ~a prej~zgó y que por ~lle nisiquierá se toma la 

molestia de revisar ~¡lo ciGe hl~Ó-er~ I;; correcto o ne? 
. · ... 

Por ejemplo, del texto clel ~rtf¡)~lo :ú) df 1~\~CE nodeja d~da ~el cárácter 

imperativo de la determinación; ~révia 'ci'é1 ;Í!i~~~~o' rel~v~nte y del análisis de 

poder sustancial. Así, la expresión i~~j~t~ ~(~Cé '5é· comprueben los supuesÍos a 

que se refieren los artfculo's ~ 1> 1 (Y: f3 de esta ley, se considerarán prácticas 

monopólicas relativas ... ". Es decir'ql.J~ ~e trata de un requisito sine qua non, de un 

presupuesto indispensable,;~e u~ap.Je~tión de principio. Sin la determinación del 

mercado relevante no es P.º~ibla· establecer o determinar la existencia de una 

práctica monopólica. 

No basta que el'l 1~'Fe~~í~bión preliminar, es decir, en el oficio de presunta 

responsabilidad, la ~orríi~i~~';haga un análisis de los elementos a que se refieren 

los artículos en C:ó1mén~6. p~es se trata solo de un análisis previo, no firme ni 

d~fi~itiv?i qÜ~ sf slJ~~n'¿·: pÚ~de variar o desvirtuarse y que por ello de estimarse 

queés el mlsmri]'d~b~ i~epetirse en la resolución definitiva que al efecto se dicte, 
' .- ..... .,,·. -- '· .. ·" 

en ia que h~brán dé señalarse las causas de insistir en tal determinación y hacer 

·una de~idaváloración y estudio contradictorio de las manifestaciones vertidas a lo 

la.rgo d~I ·p~o~eso, tanto en el escrito de contestación al oficio de presunta 

responsabilidad como en el de alegatos. 

Por ejemplo, la sola falta de determinación del mercado relevante en el texto 

de una resolución y del análisis de poder sustancial de un agente en la misma, 

debe producir en consecuencia su revocación, para el efecto de que se revalore la 

determinación del mercado relevante y con base a un mercado bien definido, se 

haga el análisis del poder sustancial imputado indebidamente al agente 

investigado. 

Por tanto, es evidente la necesidad de análisis y estudio por parte de la 

Comisión sobre los documentos aportados por las partes, a pesar de tener un 
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prejuzgamiento, pues solamente es una presunción y no se tiene la certeza 

definitiva de la responsabilidad del agente Investigado. Así las cosas, puede darse 

el caso donde la Comisión absuelva al particular Investigado y decrete el cierre del 

procedimiento, por no encontrar sustento a los hechos denunciados en su contra. 

En conclusión, la resolución como en todos los procedimientos, debe ser un 

acto neutral, donde la autoridad determine lo que estima proc~dente }tun.dado, 

apoyado en los hechos y pruebas aportadas por las pártes, regido siempre por la 

norma jurídica. Debe ser congruente con las cuestionespÍarite'~das;eri;¡a litis, no 

debe resolver sobre aquellas cuestiones que no le fueron expuéstas en el proceso 

y, debe ser clara y precisa, es decir, hacer un prbriu~61alllíenfo re~pecfo a cada 

una de las cuestiones controvertidas, de ma~e.ra .6rde~ád~. absolviendo o 

condenando al denunciado. 

7. PLAZOS 

Los plazos de duración de una investigación y el retraso en la tramitación del 

procedimiento le causa al particular investigado un·agravio, no solo por la violación 

de las disposiciones imperativas que la ley determina.y que la Comisión debiera 

estar obligada a respetar y cumplir rigurosam~nte.''Cuando una autoridad no 

respeta los plazos y demás lineamientos que'.1a .ley le señala, se pone de 

manifiesto que tampoco respeta las demás di~posiciones que le son Imperativas y 

con la misma ligereza incumple su mandaÍo aplÍcarydo la ley a su antojo. 

No es caprichoso que la Ley. est~~I~~~~ 'plazos para la tramitación del 

procedimiento, se busca con ello briricl'ar terti~~~bre a los gobernados, limitar el 

tiempo durante el cual estarán'.~Jj1;f\6~·~ ~·~. pr6ceso, y limitar con ello las 

molestias, g~stos e inconvenieni~s d~.carécter eC:onómlc~ y administrativo que 

ello conlleva. Los plazos de la ley en: materia procesal se otorgan en beneficio de 

las personas que sufren el trámite y buscan hacer ágil el procedimiento y lograr 

que la justicia se otorgue en forma pronta y expedita. El solo retraso en la 
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impartición de justicia coloca al particular quien es presunto responsable en' una 

situación Injusta, indebida y que le .causa molestias y daño.s en contra. de sus 

intereses y en violaciÓn'.de su~ garantías individuales. 

Baste. señ;lar que, . en mi práctica laboral; . partlci~é en un . procediml~nto 
seguido antá la coniisión, iniciado en el año de 1995.y firiaúza'd~ ~,:;··01 '2oo{cillró 6 
años, a lo largo de tcis cuales no se respetaron ;;¡'n f~~~'. alg~ria': los plazos 

señalados en.la ley. :'.~ (, " 

. . . .. 
El RLFCE en su artículo 27 señala . que· 1a ·publicación del extracto del 

acuerdo de inicio de investigación debe hacerse dentro de los diez días siguientes 

al de su emisión, en la práctica es muy raro que eso suceda, por lo ger.ieral la 

publicación se hace fuera de dicho plazo. El propio artículo en comento señala que 

el período de investigación no podrá exceder de noventa días y que sólo en casos 

excepcionales se podrá ampliar hasta noventa días más, es decir que en ningún 

supuesto el período de investigación debe exceder los 180 d.ías. En la práctica 

dura mucho más. La tramitación, duración y seguimiento de· los expedientes se 

hace fuera de lodo contexto legal y sin fundamentació~ o mc:ítivaciÓn algunas. 

La consecuencia de tales violaciones debería traer por' resultado dejar sin 

efectos todo lo actuado fuera de los plazos previstos en I~ 'Íey' y la consecuente 

absolución del agente investigado, quien de lo. 76'ntr~ri6?~'s ~íctima de una 

Indebida actuación de la autoridad en violació~ i dire'ct~'·:de sus garantías 

individuales que además de dejarlo en estado dé índefens'1óri' le causa diversos 

daños y perjuicios, tales como gastos indebidos, surl1i~íé>ri a Írámites ilegales y sin 

fundamento, erogación de recursos humanos y matEíriales: a la atención de un 

'asunto por mayor tiempo del que la ley determina en:'.6e:neficio de los justiciables, 

sumisión a un tribunal que no respeta las normas esené:iales del procedimiento 

con la consecuente falta de certidumbre y seguridad jurídicas. 
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De acuerdo a lo que señala el articulo 34 del propio Reglamento, el periodo 

de desahogo de pruebas no debe rebasar los veinte dias, en la práctica nunca 

sucede eso, incluso la Comisión procede a la práctica de diligencias probatorias 

adicionales que en muchos casos no solo no son necesarias sino que se utilizan 

para alargar indebida e injustificadamente el procedimiento. 

En la práctica. laboral ,t~ve la ,e_~PElfieni:ia en un procedimiento, donde la 

Comisión requirió lá práctica ':de\{diligendas i probatorias adicionales, con 
' , •r '• O • > , .,, ,' •<• O <, • • ,: :• ' ,•' • • "<,.,•, •• • ' • • ' { 

apercibimiento.de· multa en ,caso de'iricuiíi'plimienío, ,pára que a final de cuentas.· 

aceptara en 1a, reso11Jé:16n defi"'1ti~a:'.qü~X~c;I;r~r(nties~·rra~> debido.ª , que . se 

enco~traban'en Internet.< (:;:;; c. :,fy;;;.: :.,,' 
¡;J· . ~ ::~ ·:,<..,::~· •. :.. ";.::·, < 

7•:.. -'~:,, :~;-[f~:>~ ''•:~} :• C' ,'• r ; :<;~ • • }', ' ," ' 
Incluso la misma Comisi~~,e~ 66a'siorÍesAc'6~oée'.~i.~~ceso.~l1el pedÓdo d.e 

desahogo de pruebas,··. cl~ro, · ~tr1b,6y·~~d6'f~1 :';et+só;'~í ;·élge;nte/econÓmico · .. 

Investigado, pretendiendo· cubri~ con -e~tb·-'~¡J ~eiJ'1igi,:~ci~:-de' hab~~ d~jado pasar 

más tiempo del necesario ~in jus'tific~¿(Ó~ d,e ;,'1l19iJ~a .~sP~We.:/ ·· '' ..... . 
- .. -~-. _·. . - . -.. ··_ - . - :;·. ' - : - -~ . 

El texto del articulo 39 del Reglament~ señala cual é~ ~I pl~iZ() 'pa~a la 

práctica de las diligencias probatorias adicionales y ·, dite · ~uk ~ una vez 

desahogadas las pruebas la Comisión, en un. término que no excederá de quince 

dias, podrá acordar, para mejor proveer, la práctica de alguna diligencia probatoria 

adicional que deberá desahogarse dentro de los veinte dias siguientes, plazos que 

por lo general no se respetan en forma alguna, violando los derechos de los 

particulares investigados, sin mencionar la incertidumbre y ausencia de respeto a 

las normas procesales, las molestias, gastos y deterioro de su imagen corporativa 

. y la desconfianza de estar sujeta a un proceso en el que no se respeta la ley. 

Como se ha podido ver el procedimiento de la LFCE seguido ante la 

Comisión tiene varias lagunas y carece de ciertos formalismos necesarios. para 

garantizar los derechos de los particulares investigados, quienes están al. arbitrio 

de una autoridad regida por una Ley y un Reglamento que dejan n1'ucho que 
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desear, principalmente para aquellos particulares Investigados, pues lejos de 

poderse defender y demostrar su inocencia, se encuentran destinados a ser 

declarados responsables de las prácticas monopólicas o de las concentraciones 

denunciadas. 

CAPÍTULO V. MEDIOS DE IMPUGNACIÓN CONTRA LAS 
RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA 

1. RECURSO DE RECONSIDERACIÓN 
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El articulo 39 de la LFCE dispone que contra las resoluciones dictadas por 

la Comisión, se podrá interponer recurso de reconsideraclón ante la propia 

Comisión, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de 

la resolución impugnada.· 

Existen tres posturas respecto a la procedencia del recurso de 

reconsideración: 

1.- Todas las resoluciones son recurribles... . . 

2.- Solamente aquéllas que causan uri perjuicio no reparable en la sentencia 

definitiva. 

3.- Únicamente contra las resoluciones que pongan fin a un procedimiento. 

Respecto a la primera postura podemos'señalar, procesalmente el término 

resoluciones son el género de todos los.tlp.os, éomo decreto, acuerdo, auto, 

proveido, sentencia interlocutoria, sentencia definitiva. De esta forma, si el articulo 

39 no distingue contra qué tipo dé. resoluciones es procedente el recurso, 

entonces deberá entenderse que es' pro'cedente contra cualquiera. 

La LFCE no señala quEi el ré'cura°o de reconsideración previsto en su articulo 

39, sólo sea procede~!~ ·~entra iéÍres~l~ción dhfinitiva, y -donde la ley no distingue 

no es dable dist~~giJi~-. po~J,t~nto éste debería ser el criterio utilizado por la 

Comisión.· 
.;.'• .... ,. 

·r-
· ·--

Ahora ~ie'n/ ha.olapdo d~ l~'~egun~a. po~tur~'>~n mi °:pln.ión, el ~curso de 

reconsider~ciÓ.~ deb~~¡~ proc~d~r.contr~ la~ re.soluciÓnes q~~ c~~sen un.agravio no 

reparabl~ e~.J~ r~~?1~.cihi:~fi~itiv~: . . '. . . . . . . .. . . . 

Al resp~ct~ es i~~ort~nt~ seRalar que el 4 de marzo de 1998, se publicó en el 
, < • • -- ,·,-~-. • ~ • • ' ' • - ' - • ' 

Diario Oficial ,de'la Federación elReglam'ento de la Ley Federal de Competencia 

Económica'. En. ;u artl~ulo. 52 ,establece; que el recu~o de reconsideración 
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procederá contra las resoluciones que pongan fin a un procedimiento, o que tengan 

por no presentada una denunciá o por no notificada una concentración. 

Conforme a lo dispuesto por el articulo 133 constiiucl~~al,un re~lamento no 

puede prever ni regular supuestos normativos·qu~'v~yan'':en 86ntra o més allá de 

los regulados y previstos en la ley qÚe. se ~glarrie~ta:·~~jo e~t~criterio; en mi 

opinión, se parte del supuesto de que el RLFCE no puede ir en contr~ o más allá 

de lo establecido en la LFCE. 

Ahora bien, si antes de la existencia del RLFCE y conforme al articulo 39 de la 

LFCE, se aceptaba la procedencia del recurso de reconsideración en. contra de 

resoluciones definitivas y aquellas que, no siéndolo, puedan causar perjuicios de 

imposible reparación y, si se aceptara que dicho Reglamento no puede ir en contra o 

más allá de lo establecido en la ley indicada, no existiría razón alguna para que la 

Comisión cambiara elcriterio'de procedencia del recurso de reconsideración. 

El problema de.nopoderrecurrir resoluciones que causen.unperjulcio.al agente 

económico y que no' serán reparables al resolverse ef fondo del' proc~dimiento del 

que derivan, porejempl~: una multa Impuesta y ejecutada, cb~ ind~p~ndencia del 

resultado definitivo de dicho procedimiento, permite qué tales .resoluciones queden 

firmes, sin poder recurrirlas, ni impedir su ejeéución .. Por lo tanto, de acuerdo con el 

criterio que la propia Comisión aplicaba antes de la 'existencia del RLFCE, debería 

aceptar la procedencia del recurso de reconsideración 'contra aqUellas resoluciones 

que causen un daño irreparable, que no púeda subsanarse ál emitirse la resolución 

definitiva. 

La tercera postura se encuentra apoyada por la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, quien ha sostenido en algunos precedentes aptos para integrar 

jurisprudencia lo siguiente: 

"COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 52 DEL 
REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL CORRESPONDIENTE, NO 



ES CONTRARIA A LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y 
SUPREMACÍA DE LA NORMA, AL NO REBASAR LO PREVISTO 
EN LA LEY QUE REGLAMENTA. La interpretación sistemática de lo 
dispuesto en los artículos 33, 35, y 39 de la Ley Federal de 
Competencia Económica, permite llegar a la convicción de que el 
recurso de reconsideración contra las "resoluciones" dictadas por la 
Comisión Federal de Competencia sólo procede contra la que culmina 
el procedimiento administrativo previsto en el citado articulo 33, que es 
la que define, cierra o da certeza a la situación jurídica constituida por 
la serie de actos desarrollados por la administración con intención 
indagatoria; por tanto, es inconcuso que el articulo 52 del citado 
reglamento, al disponer que el recurso en mención únicamente 
procede "contra las resoluciones que pongan fin a un procedimiento", 
no rebasa lo dispuesto en la ley que reglamenta. 

Amparo en revisión 643/99.- Wamer Bros (México), S.A. - 15 de mayo 
de 2000.- Unanimidad de diez votos.- Ausente: Presidente Genaro 
David Góngora Pimentel.- Ponente: Juan Diaz Romero.- Secretario: 
José Luis Rafael Cano Martinez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy once de julio en 
curso, aprobó, con el número CXl/2000, la tesis aislada que antecede; 
y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 
jurisprudencia!.- México, Distrito Federal, a once de julio de dos mil. 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL RECURSO DE 
RECONSIDERACIÓN QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 39DE LA 
LEY FEDERAL CORRESPONDIENTE, SÓLO PROCEDE CONTRA 
LAS RESOLUCIONES CULMINATORIAS DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS 
MONOPÓLICAS O CONCENTRACIONES. Si bien el indicado 
precepto establece la procedencia del recurso de reconsideración 
contra las "resoluciones" dictadas por la Comisión Federal de 
Competencia, sin especificar expresamente a qué tipo de resoluciones 
se refiere, la interpretación sistemática de lo dispuesto en los artículos 
33, 35 y 39 de dicha ley, permite llegar a la convicción de que el citado 
recurso procede únicamente contra la resolución con que culmina el 
procedimiento seguido por la referida comisión para realizar las 
investigaciones sobre prácticas monopólicas y concentraciones, 
establecido por el articulo 33, por ser aquélla la que define, cierra o da 
certeza a la situación jurídica constituida por la serie de actos 
desarrollados por la administración con intención indagatoria; por 
tanto, cuando el articulo 39 instituye que el recurso de reconsideración 
procede en contra de "las resoluciones dictadas por la Comisión", ha 
de entenderse que se está refiriendo a las resoluciones consistentes 
en los actos decisorios terminales dentro de la etapa generadora del 
acto administrativo, esto es, los que deciden si se verificó la existencia 

TESIS CON 
FALLA DE OHIGEN . 
----·----·-·-·"· '"-··--·---·-' 
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de prácticas monopólicas o concentraciones y, en su caso, que 
medidas o sanciones deben aplicarse, más no cualquiera de los actos, 
acuerdos o providencias intermedios del articulo 33 mencionado. 

Amparo en revisión 643/99.-Wamer Bros (México), S.A. -15 de mayo 
de 2000.- Unanimidad de diez votos.- Ausente: Presidente Genaro 
David Góngora Pimentel.- Ponente: Juan Diaz Romero.- Secretarlo: 
José Luis Rafael Cano Martinez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy once de julio en 
curso, aprobó, con el número CX/2000, la tesis aislada que antecede; 
y determinó que la votación es idónea para integrar tesis, 
jurisprudencia l.- México, Distrito Federal, a once de julio de, dos mil." 
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Hasta ahora este es el criterio imperante aplicado en la práctica, por tanto, es 

necesario que existan nuevos criterios aptos para integrar jurisprudencia y de esta 

manera lograr que la Comisión declare procede~te la Interposición del recurso de 

reconsideración contra aquellas resoluciones que causan agravios no reparables en 

la resolución definitiva. 

2. JUICIO DE NULIDAD 

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (Tribunal), por las 

nuevas reformas publicadas el 31 de diciembre de 2000, en el Diario Oficial de la 

Federación, está dotado de plena jurisdicción, pudiendo, además de pronunciar la 

anulación del acto que es puesto a su consideración y dictar uno nuevo. Ahora, la 

autoridad administrativa ya no. conserva todas sus facultades respecto al acto 

impugnado y la función del Tribunal 'será, además de convalidar o nulifícar esos 

actos, asumir funciones propias de la autoridad administrativa. 

De esta manera el Tribunal decidirá en la sentencia que dicte, si el acto es 

válido o nulo, y cuando asi proceda, dictar una nueva resolución. 

En las demandas de nulidad se impu nan los vicios propios de las 

resoluciones, en los c xpresan los razonamientos 



125 

propios y particulares que demuestran Ja ilegalidad de Ja resolución impugnada, 

todo esto, dentro de Jos 45 días a que se refiere el artículo 207 del Código Fiscal 

de Ja Federación. 

Lo que se pide al Tribunal, es el estudio de. Ja resolución Impugnada, ya sea 

para el efecto de que se pronuncie sobre Ja ilegalidad de Ja resolución recurrida, o 

bien para que se declare Ja nulidad de Ja misma; El juicio de nulidad procederá 

únicamente contra las resoluciones emitidas por la Comisión, en aquellos 

procedimientos seguidos en forma de juicio, en las que imponga multas. 

También procede el juicio de nulidad contrá ·aquellos actos emitidos por Ja 

Comisión procedentes de Ja aplicación· de .. la ·Ley . Federal del Procedimiento 

Administrativo, que excluye de: su 
0 apll~~dón a Ía materia de competencia 

económica, excepto lo referente .~I irn~aci? _re~ulat~rio. 

Para efectos de Ja procedencia.c:Íéí julcio'de,n.úH~¡ad/se co~slderan definitivas 

aquellas resoluciones que no ad~itanxr~c~r5()\~~mirilstr~11voo cuando Ja 

interposición de éste sea optativ~_,De acue~d()c()n:~I Ú,Jtim~··P~~~f()'~el,¡arti~ulo 197 · 

y penúltimo del 237 del Código Fiscal ·de Ja Fede~~IÓ~·; ¡;ei~Út~;ffz~:·a1 dem¡a~dante. 
a impugnar tanto la resolución recaida 'a uri reé:úrso·:ª.~Tif ístraUvó admitido, 

cuanto Ja resolución que fue materia de ese recurso. .1 ... ;,.'o>.• · 

De esta manera, se pretende en la demanda de ,nGlid~~.· que el Tribunal se 

pronuncie sobre Ja legalidad de una resolución recurrida, o 
0

bÍ~l1. para que declare la 

nulidad de la resolución impugnada y en su caso, ordene a la autoridad demandada 

dictar otra en congruencia, con Ja interpretación correcta y debida de Ja Ley de la 

materia -que en este caso es Ja LFCE- y de Jos criterios aplicables a los 

procedimientos seguidos en forma de juicio. 

3. JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
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En contra de las resoluciones dictadas por la Comisión, en aquellos 

procedimientos seguidos en forma de juicio, por ser autoridad distinta de un 

tribunal judicial, administrativo o del trabajo, procede el juicio de amparo indirecto, 

ya que de lo contrario, serían actos que en términos de la fra~ción 11 del artículo 

114 de la Ley de Amparo, sólo serian Impugnables mediante-el juicio de amparo 

que se promoviera contra la ~esoluclón definitiva del pro~~dim·l~ntci; pero, por ser 

resoluclones que causan al agente ,econón1icoun agr~v}cS ~-~·¡~posible reparación, 

como por ejemplo, un· requerimientó de infcírmacióri'confidenclal .y secreta, en 
_,, , ., '" 'I''' .. ,,_ • ' " 

ningún acto procesal posterior se le podría repara'r la revélaé:ión de la información, 

de tal manera que de acuerdo con la fr~cciÓn fv del p~cSp{~ precepto, aplicada por 

analogía, es procedente el juicio de amparo. 

Primero definiremos que se entiende por irreparabilidad poniendo un ejemplo, 

cuando el acto de autoridad consiste en requerir· información y documentos 

confidenciales, los cuales, una vez dados, ya no se puede reparar la violación a la 

reserva y secreto a que el gobernado tiene derecho respecto de ellos. Cumplir un 

requerimiento hecho por la Comisión en la etapa de investigación del 

procedimiento implica, asimismo, el agravio irreparable de obligar al presunto 

responsable a formular manifestaciones, expresar consideraciones y, en general, 

proporcionar información que después puede.-ser utilizada en su contra, siendo 

que, como no ha sido emplazada,_ ~o cÓn~é:e los motivos de la denuncia, los 

hechos en que se funda, la~{ond.~.ctas.:c~n?retas que se le atribuyen y que se 

estiman transgresoras dé la 1e'y. niel 061eto
0 

o 'motivo del procedimiento mismo. 
---., ... ·f:;{>J-:'~.,·,·:_-:)<~ ;.:;>•''·;,.,'. ·, _._ . . .. 

La procedén~la· del:JJiC:ib d~,~~pa~b"de~iv~'. ·_de•_ la natura17~a 'de los-' actos, 

como puede .. ser ei. r~~ueri~ié~to cÍe'~r?p~rcionárinformac.ión:.ccSnfidenciai, la c~al. 
ya habría dejado de ser ~e-~~eta, amé~ d~_que la autoi~cri~ina~Íó~ -~n que p~diera ' 
caer ya no sería ~epa·;~bl~.- · -• -
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Como ya hemos visto, de la simple lectura de los artículos 23, 25, 27, 28, 29, 

30, 31 y 32 del RLFCE, se desprende que la etapa de investigación del 

procedimiento se inicia antes de que el presunto responsable sea emplazado. 

Al respecto, es importante señalar que fueron materia de un debate en el _ 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las normas de competencia y, -

en él hubo una corriente mayoritaria, un voto de minoría y un voto pa_rtlcular. El 

proyecto de resolución asumió el carácter de ejecutoria al negar el amparo a la 

quejosa. El criterio de la mayoría tomó como base la ponencia del Ministro Juan 

Dlaz Romero en el amparo en revisión 2617/96. Se debatieron tanto las 

definiciones como la seguridad jurídica de las normas de competencia y de lo que 

debe entenderse por mercado relevante, poder substancial, etc. A continuación 

señalaré los puntos importantes que tienen relación con el presente trabajo.' 

Para la posición minoritaria y el voto particular consideraron que las normas 

de competencia tienen cierta dosis de derecho penal por ejercer -el Estado 

facultades correctivas o disuasivas mediante su poder sancionador. "El voto 

particular del ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia tiene una rectitud de Intención 

evidente: en él hay preocupación por la seguridad jurídica y el posible estado de 

indefensión de los particulares, pero en el fondo de su inquietud existe una 

apreciación y percepción que no se ajusta a la Constitución porque, de acuerdo 

con la Ley Fundamental, las únicas disposiciones que se aplican a la letra de la ley 

son las corcernientes a los "juicios del orden criminal"(art. 14, párrafo tercero), 

entendidas como las relativas al derecho penal; por tanto, al haber disposición 

expresa limitativa, ésta no puede extenderse a otras materias, aún cuando sean 

muy parecidas, por dos motivos: en primer lugar, en el diccionario jurídico en 

materia penal se dice: "Lo que incluye o impone pena, como ley penal, código 

penal." En segundo término, atendiendo la razón de ser de las normas del 

derecho, la restricción de la interpretación obedece a que está de por medio Ja 

privación de la libertad de tránsito y de domicilio de las personas .. ."109 

'""AGUILAR ALVAREZ, Javier. La Libre Compelencia, 1ª edición, México, Ed~orial Oxford, p.128. 
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"Según el voto particular: ' ... ni la Ley Federal de Competencia Económica ni 

la economía proveen de los elementos suficientes para determinar eón claridad y 

de manera previa si determinada práctica constituye un' acto éorítrarlo ·a la libre 
' ' ' ' 

concurrencia económica o no, de lo que se deriva el ·consigüien.te agravio para el 

particul.ar'." 110 

"El voto particular señala 'que se sanciona a los particulares por conductas 

que ni siquiera dependen de ellos mismos ... es decir, que quieri incurra en esta 

sanción tiene que estar al pendiente no sólo de .su propia conducta, sino respecto 

de la de sus competidores', a fin de saber si éstos pueden actual o potencialmente 

(nótese la vaguedad) contrarrestar el poder que él adquirirá en el mercado por 

virtud de la fusión o de la adquisición de la operación análog'á"; 11
·
1

. 

La quejosa en el asunto debatido en la C~~e. pret~ndfa que se ~espetara fa 

garantia de audiencia para hacer üna investiga~ión. "Ello ¿ca~l~nÓ 'que se 

discutiera si la Comisión podia realizar investigaciones . oficiosas, pues para la 

posición mayoritaria las Investigaciones prelirninares consideradas en .los arts. 3o 
y 31 de la LFCE no son Inconstitucionales, mientras que para el voto minoritario sf 

lo son por violar el articulo 20 constitucional. La facultad de investigar por parte de 

la Comisión, está en el art. 24, fracc. 1, de la LFCE y en el art. 31 del mismo 

ordenamiento se dispone cómo se han de hacer las investigaciones preliminare.s. 

De acuerdo con las consideraciones de la ejecutoria, es Innegable que al ejercer la 

atribución de investigar se ocasionan molestias al particular, por lo que para 

hacerse correctamente se deben satisfacer las exigencias · . del art. 16 

constitucional." 112 

"Aún cuando en el voto minoritario se sos;iene que el art. 30 de la LFCE es 

inconstitucional, todos sus. motiv~~:~e orientán a int~rpretar lo dispuesto en el 

~:~ ldem. p.-129. 
ldem, p.131. 

112 lbldem, pp. 134-135; 
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artículo 31. Asimismo, se considera que la facultad de hacer investigaciones 

preliminares es inconstitucional por transgredir los arts. 16 y 20 de la Carta Magna; 

y se sostiene que se violenta el primero de ellos· porque, 'al no encontrarse 

regulada la facultad, permite a la autoridad llevar a. cabo de manera discrecional 

pesquisas, mismas que pueden traducirse en una actuación Inquisitorial'. Dentro 

de la posición de la minoría se sostienen dos ideas torales: que la actuación de la 

Comisión pudiera ser inquisitoria y que no· está~• previ~tos en la ley las reglas, 

plazos y formalidades que regulan su actuación;' por lo que resulta absolutamente 

discrecional y puede propiciar la intimidación:que.después servirá de instrumento 

para su autoincriminaclón". 113 

' . ''•, \ 

-; . '. ::<: ... ;/ ··~\''.··· . , 
Respecto a la· procedencia· del recurso de reconsideración la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación á ~st~blec;id6'~elsi~ulente criterio: "La restricción a la 

procedencia del recur~~ imp~esÍa í)ó'r ~I art: 52 del Reglamento es constitucional 

porque diferenció los procedlmlentos~de. naturaleza civil de los administrativos, al 

señalar que en estos últimos se 'afecta en forma directa el interés general ante la 

exigencia de seguridad y de hacerlos expeditos. En cuanto al interés particular, se 

establece que 'debe cuidar de que no se lesionen, que se mantengan en lo 

posible, pero no contrariando las finalidades públicas', asegurar una debida 

privación de bienes y derechos, por medio de la garantía de audiencia, mediante 

la cual el 'particular tiene el derecho de ser oído, alegar, ofrecer y rendir pruebas 

en el procedimiento creador de la resolución'; en resumen, expresar y acreditar 

sus excepciones". "Conforme al contenido de 1.o que es la garantía de audiencia de 

acuerdo con la jurisprudencia reiterada de. la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la ejecutoria se concluye qué el procedimiento establecido en el art. 39 

de la LFCE sí la respeta. También se señ~la que el art; 39 de ese ordenamiento 

no es inconstitucional por limitar la procedencia del recurso, aunque en realidad se 

refiere al art. 52 del Reglamento. Asimismo, se. considera que . la interposición 

impide ejecutar la resolución Impugnada, respecto d~ io cu~I se pu.eden hacer dos 

reflexiones: si procediera el recurso contra cualquier. resolución, ésta se 

"' lbldem, pp. 135-136. 
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suspendería constantemente y, en el caso de la resolución impugnada, ésta se 

suspenderla en términos generales, pues sólo son ejecutables las resoluciones de 

carácter definitivo". 114 

A pesar de lo establecido por la Corte, considero que cuando el agente 

económico tiene el carácter de .denunciado por un lado y el de requerido por otro 

y, en la etapa previa de investigación se pretenden obtener declaraciones e 

informaciones de la parte denunciada, implica reconocer a la autoridad 

facultades inquisitoriales µ·ara. lograr el propósito perseguido en la fase 

posterior del procedimiento.· 

En otras palabr~s~ ;~n mi opinión, la Comisión, con el carácter de 

investigadora; pretende allegarse, previo al emplazamiento, pero -mediante la 

utilizació.n de fac¿itád~_s d~· imperio- de elementos suficientes para sustentar el 

fallo, que dlctará,·~;n iÍn~ ~Jgunda fase del procedimiento, en la que actuará ya no 

como investigador~ sino co~o resolutora. 

En n_uestrc:i sistema jurídico, las facultades de la autoridad, incluso para 

investigar, se encuentran limitadas a la determinación de supuestos concretos y 

específicos, previamente conocidos por la autoridad y respecto de los cuales se 

puede solicitar información o documentación específica y pertinente, para 

determinar si ciertos supuestos o conductas son en efecto ciertos y, en su caso, 

declarar lo que conforme a derecho corresponda. Esto aplicado al procedimiento 

seguido ante la Comisión, solamente podría hacerse cuando se ha emitido el oficio 

de presunta responsabilidad a que se refiere el articulo 30 del RLFCE. A la 

Comisión le debería estar vedada la facultad de realizar inquisiciones 

genéricas con el propósito de determinar la existencia de conductas 

irregulares. 

'" lbldem, p. 139. 
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De esta forma, tanto el RLFCE que lo permite, como los actos que se realizan 

con ese fin, en mi opinión, vulneran las garantías de audiencia y de legalidad que 

corresponden al agente económico, pues cuando se pretende obligar a manifestar 

en el procedimiento natural, información y documentos, sin conocer los hechos 

que se imputan, las conductas que se atribuyen como posibles violatorias de la 

ley, sin haber sido emplazado, sin habérsela corrido traslado con la denuncia de la 

tercero perjudicada, sin saber de qué y por qué se le acusa, siendo que es la 

denunciada en tal procedimiento y por ende la persona moral contra la que se 

sigue el procedimiento. 

En consecuencia, deberia ser procedente el juicio de garantías en contra de 

las resoluciones que emite la Comisión durante el procedimiento, con fundamento 

en lo dispuesto por la fracción IV del articulo 114 de la Ley de Amparo, porque aún 

no existe un criterio definido y hay contradicción de tesis. 

Es importante señalar que, el sólo requerimiento de información al agente 

económico, le ocasiona un agravio personal, actual y directo, que lo legitima para 

acudir al amparo indirecto. 

Se desprende del procedimiento seguido ante la . Comisión que el agente 

económico, sólo a partir de que se emita el oficio de presunta responsabilidad a 

que se refiere el articulo 30 del RLFCE, recibe el carácter de "presunto 

responsable", es decir, desde que se inicia la denuncia hasta que se dicta el oficio 

de presunta responsabilidad, el denunciado no ha sido debidamente emplazado al 

procedimiento y tiene el carácter de "agente económico involucrado". 

El agente económico sabe.q~e la denuncia se presenta en sú contra y que en 

esas condiciones ;~s.' des~eel .;mmne~to ien .qu~ fue admitida, presunto 

responsable de la coriduct~ qüe s~ le ~írinuribia .. SirÍ embarg~. p;ra I~ Comisión no 

tiene este carácter sino h~sta qÚe ell~ misma lo decide: Mientras tanto, le da un 
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carácter como el de cualquier tercero, incluso, como el de coadyuvante de la 

causa instaurada en su contra. 

Debería ser jurídicamente Inaceptable soste~er, q~e ~~trata' de ún acto que 

no af13cta la esfera juridic~ del destinaiario el que una auto~d.adc,o~o 1~8orl'iíslón, 
sin previo y debido emplazamiento ni respeto a la garantía 'de áudlencla, 

requiera a un agente económico la proporción de informa~iÓn:<·y'dohuri'.ientos 
propios de dicho agente, para investigar su conducta con vlsbl en 'un~'denuncla 
planteada en su contra y como si se tratase de una investiga~ió~,e~;la.que el 

denunciado fuese un simple "agente económico involucrado". 

La violación a la garantía de legalidad consiste en la disminución, el 

menoscabo o supresión definitiva de un derecho del particular, que en el caso 

concreto se traduce en obligar al agente económico a proporcionar a una 

autoridad información y documentos para investigar su conducta con vista en una 

denuncia planteada en su contra, sin antes emplazarlo debidamente, es decir, sin 

darle a conocer en qué consiste la denuncia que motivó la investigación, la 

conducta o conductas que se le imputan y sin darle una oportunidad auténtica de 

defensa. 

Deberla aceptarse. que es ilegal y privativo de los derechos adjetivos y 

sustantivos más fundament~les P.ertenecientes a la esfera jurídica de cualquier 

procesado, pretender ,que un .agente económico, sin previo y debido 

emplazamiento, esté obligado a proporcionar información y documentos propios, 

para coadyuvar en una investigación que se motivó con una denuncia planteada 

en contra de dicho agente. 

La privación que motiva respetar las garantías de audiencia y de legalidad, se 

aprecia si se considera que desde el momento en que se inicia un procedimiento 

ante una autoridad: sea de investigación, sea de decisión, con motivo de una 

denuncia. presentada, el denunciado tiene el derecho procesal y la garantía 
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fundamental de posibilidad de defensa, antes de. cualquier obligación cuyo 

cumplimiento pudiera afectar su esfera jurídica. 

Proporcionar información y· doc~r:,,en,téis .er .•.. ~·~·····procedimiento de 

investigación, en donde la Información' y docNr:,,~rytos,prEl~Eln!~.dospueden afectar 

a quien los proporciona, en tanto que se tr~ííi d.e ul{a Investigación iniciada con 

moÚvo de una denuncia presentada en su con.tra,:desde luego, en mi opinión, 

representa una obligación cuyo cumplimiento puede afectar definitivamente la 

esfera jurídica del denunciado, por lo que su cun'.,plimiento sólo se justifica 

jurídicamente si la autoridad quien emite el acto que Impone dicha obligación, ha 

respetado las garantías de audiencia y de legalidad. Por tanto, para justificar el 

cumplimiento de una obligaci6n de esa naturaleza, se debería permitir al 

gobernado conocer, conforme al debido proceso legal de que se trate, con .base 

en qué razones, circunstancias o motivos debe cumplir tal obligación y concederle 

u.n plazo razonable para defenderse de las imputaciones que motivan· el 

cumplimiento de la misma, pues, como se ha dicho, ese cumplimiento se. traduce 

en una afectación material en su esfera jurídica. 

Si el agente económico proporciona la Información y documentos requeridos 

por la Comisión con fUndamento en los artículos· del RLFCE, es decir, sin haber 

sido debidamente emplazada y únicamente en términos de la información 

requerida, en mi opinión, estaría dando elementos de convicción a la autoridad 

para pronunciarse sobre el fondo de un asunto motivado por una denuncia 

presentada en su contra. 

La privación al agente económico de los derechos procesales y sustantivos 

que. la Comisi.ón hace en el procedimiento, sólo pueden ser restituidos mediante el 

amparo. 

El sólo. hecho de que se aperciba al presunto responsable con la aplicación 

de una multa para el caso de que no cumpla con el requerimiento que se le 
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formula, hace nacer el interés jurfdlco_suficlente para acudir _en_ la vía de amparo, 

máxime que el agravio derivado de _los ac_tos •. que se .. reclaman tienen una 

ejecución de Imposible reparación.--• 

Existe la opinión de qÜe d¡¡'beirán'f~forf·at1al.e/cÍe' p,hp.ar~ -~ira el caso ~e 
que contra las resolu~ion~s -d~finiti~~~c.q~~-~cFgall':fin~-~ ~~uei19s é.ro¡;edlnÍlentos 

que tramita la Comisión en for~a -d~ jui61o'p~o¿~d_iera ~1 'a.ri,p~r{élir~cta,· d~~ldo al 

tiempo que se pierde con el ~~par6'1~dír~6't~,;:~p'e~':·~n'-é1; ~~~:v~~j~~~ :a~~nalizarse 
todos los puntos ya· estddlados P?r iá • c:+.i~iÓ~~".'retP~s~~d~{'la '1mp.art1cÍóri ·de 

justicia, pudiendo ser más i:liré~tá y répida '1a via d~ ¡;;:;:pu~~~clón'~~ri'61 a~paro 
directo, donde únlcament~ .• ~~- analiza~ían /1as·;~1¿1~c1ól10~·-"pr~6esal~s - y._ la 

sentencia. 
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CONCLUSIONES 

A lo largo del presente trabajo se analizaron los preceptos del RLFCE relacionados 

al procedimiento, en ellos no se respetan las reglas esenciales del procedimiento, ni el 

principio de sujeción a la Ley, por crear com~.neéesariá·u~a.investigadó~ prell",,,inar 

forzosa antes del emplazamiento, a pesar del texto de la· Ley donde se establece, que 

con la denuncia se emplazará. .. •· .• . ;: '. ;e ' ; .· . 
Las normas reglamentarias aL recibi(da denuncia prevén diversos acuerdos, 

ninguno de ellos es el de admitir la. deiÍ~nb1~ y ~or~er traslado al denunciado, en su 

lugar se establece el inicio de una inv~~ÚgaclÓn preliminar, que pudiera ser auto

incriminatoria, por no darle ninguna participación al denunciado y requerirle información 

y documentos relevantes. 

El emplazamiento supone ll~mar aun procedimiento en forma de juicio, previo a 

cualquier pronunciamiento ,<:Í~ •'aútoridad. No es válido llamar a una persona a 

procedimiento; l.ln'a ·~~z'!qL~'ia~~uto'ridad hizo una apreciación preliminar donde no 
,'.-. ·,;.'..' .. '.·, ::-·.-.-·, ·. :'.'_:.'1·'.'.-- ':>:: 

participó el agente .e.co,nóyico; estábleciendo en su contra una presunción juris tantum. 
:::.,·~<~ ~:·-:~~: ,;:) ,,.·.~ 

'~; 

la multa de ,apremló".'prevista en el artículo 34 de la LFCE, es contradictoria, si 

concede un plazC> pere~iciri·~. ~Ó~opued~ hablarse.de días que transcurran fuera de 

dicho plazo y sobre ·1os cualés se acumula la sanción ... 

Las resoluciones emitidas por la Comisión dondehace un apercibimiento de multa 

con fundamento en el artículo señalado, debería de estar previsto en la Ley la 

obligación de fundarla y motivarla, más aún cuando la misma se individualiza por días 

de salario mínimo. De esta manera lo ha sostenido la SCJN. 

Las violaciones cometidas por la Comisión a las garantías constitucionales del 

proceso, podrían traer por resultado dejar sin efectos todo lo actuado y la consecuente 



imposibilidad de la. Comisión para ejercer sus atribuciones, · de.· I~ /conÍrario, ;' el 

denunciado queda en estado de indefensión. 

Elrecurso,d~ reconsideración procede solo contra 1~;r~s~1J·~ion~s que ponen fin a 

~n procedimiento, no pudiendo atacar todas I~~ r~~~l~~i~89,~' l~trapro~esales, lo cual 

·puede af~ctar a los gobernados por poder llegar.~ fr~s~~~~~~ ~I 'f~Úo del negocio . 
. · - '>. ;~:.J!::·, ;j.i~~~:,~{¡t~.~'.~ -f>' >?''' 

~.;_":. ~ 

La Corte ha sostenido que son c?nstituCionales 1.as:n~rmas reglamentarias de que 

s~lo proc9,d~ el recurso. c~ntra la~ r~solucio~~~ ~ue p'one~fin al procedimiento, pero no 

necesari~m~nte el acto de apli~ción ¡ p~ed~ rí~ re'~últar inconstitucional, porque al 

!~ascender al fallo del. negoci~. p~cii~ra prov~.c~r ;,;iolación de garantías individuales. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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